
EXPIDE LA LEY GENERAL DE CONSULTA DE LOS
PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS DE 
MÉXICO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene la palabra hasta por 10 minutos, el diputado Victo-
riano Wences Real, del Grupo Parlamentario del PRD, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley General de Consulta de los Pueblos y Comunidades
Indígenas de México.

El diputado Victoriano Wences Real: Con su venia, se-
ñor presidente. Compañeras y compañeros diputados, el
que suscribe Victoriano Wences Real, diputado de la LXIII
Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, en ejercicio de la facul-
tad que me otorga el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con
fundamento en los artículos 55, fracción II; 56 y 60 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, presento ante esta Ho-
norable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
una iniciativa de decreto que expide la Ley General de
Consulta de los Pueblos y Comunidades Indígenas de Mé-
xico, bajo la siguiente exposición de motivos.

El Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales fue
adoptado el 27 de junio de 1989, por la Conferencia Gene-
ral de la Organización Internacional del Trabajo, en su
LXXVI reunión realizada en Ginebra, Suiza, ratificado por
el Senado de la República el 11 de junio de 1990 y publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de agosto de
este último año.

El presidente de la República emitió el decreto promulga-
torio del instrumento de ratificación de dicho convenio el
25 de septiembre de 1990, mismo que fue publicado el 24
de enero de 1991 en el Diario Oficial de la Federación. Di-
cho convenio establece en sus artículos 6 y 7, respectiva-
mente.

Artículo 6:

1. Al aplicar las disposiciones del presente convenio, los
gobiernos deberán:

a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedi-
mientos apropiados y en particular a través de sus institu-
ciones representativas, cada vez que se prevean medidas
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles di-
rectamente;

b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos
interesados puedan participar libremente, por lo menos en
la misma medida que otros sectores de la población, y a to-
dos los niveles en la adopción de decisiones en institucio-
nes electivas y organismos administrativos y de otra índo-
le, responsables de políticas y programas que les
conciernan;

c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las ins-
tituciones e iniciativas de estos pueblos, y en los casos
apropiados proporcionar los recursos necesarios para este
fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Con-
venio deberán efectuarse de buena fe y de una manera
apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a
un acuerdo, lograr el consentimiento acerca de las medidas
propuestas.

Artículo 7o.

1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de de-
cidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de
desarrollo, en la medida en que este afecte a sus vidas, cre-
encias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras
que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en
la medida de lo posible, su propio desarrollo económico,
social y cultural. Además, dichos pueblos deberán partici-
par en la formulación, aplicación y evaluación de los pla-
nes y programas de desarrollo nacional y regional suscep-
tibles de afectarles directamente.

2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo
y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados,
con su participación y cooperación, deberá ser prioritario
en los planes de desarrollo económico global de las regio-
nes donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo
para estas regiones deberán también elaborarse de modo
que promuevan dicho mejoramiento.
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3. Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya
lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos
interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual
y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de
desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los
resultados de estos estudios deberán ser considerados co-
mo criterios fundamentales para la ejecución de las activi-
dades mencionadas.

4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación
con los pueblos interesados, para proteger y preservar el
medio ambiente de los territorios que habitan.

Asimismo, el 14 de agosto de 2001, en el Diario Oficial de
la Federación se publicó el decreto de reformas y adiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en sus artículos 1o., 2o., 4o., 18 y 115, en materia de
derechos y cultura indígena.

El artículo 2o., en el Apartado B, del citado decreto, con-
signa que la federación, los estados y los municipios, para
promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y
eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán
las instituciones y determinarán las políticas necesarias pa-
ra garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y
el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las
cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente
con ellos.

Asimismo, señala que se deberá consultar a los pueblos in-
dígenas en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo,
planes estatales y municipales y, en su caso, incorporar las
recomendaciones y propuestas que realicen.

Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones seña-
ladas en este apartado, la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, las legislaturas de las entidades federa-
tivas y los ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas
competencias establecerán las partidas específicas destina-
das al cumplimiento de estas obligaciones en los presu-
puestos de egresos que aprueben, así como las formas y
procedimientos para que las comunidades participen en el
ejercicio y vigilancia de las mismas.

Que no obstante que han transcurrido más de diez años de
la reforma al artículo 2 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a la fecha no se ha aprobado
una ley de consulta indígena.

Debemos señalar que esta Cámara de Diputados ya ha co-
nocido de iniciativas de consulta indígena, sin embargo, no
ha existido el acuerdo para poder legislar, lo que resulta en
detrimento de los pueblos y comunidades indígenas del pa-
ís.

Debemos reconocer que la reforma constitucional en mate-
ria indígena a la fecha sigue incompleta. Debemos de ge-
nerar los marcos normativos que garanticen la autodeter-
minación de las comunidades indígenas. No hacerlo sería
incumplir nuestra obligación como legisladores.

Por ello, la presente iniciativa tiene como propósito funda-
mental garantizar el derecho de los pueblos y comunidades
indígenas a la consulta.

La iniciativa que hoy propongo, compañeros y compañeras
diputados, consta de siete capítulos, mismos que contienen
31 artículos donde se establece quiénes son los sujetos a
quienes debe ir dirigida la consulta, las instituciones de go-
bierno que deberán ser las responsables de realizar las con-
sultas.

Asimismo, se establecen los temas específicos por los que
debe llevarse a cabo una consulta.

En el contenido de la presente iniciativa se establecen san-
ciones para los servidores públicos encargados de la reali-
zación de la consulta que manipulen los resultados de la
misma, o bien, que tiendan a desorientar a la población
consultante.

Es preciso señalar que la presente iniciativa contiene un es-
quema de aplicación en donde no es necesaria la erogación
de partidas presupuestales para la creación de nuevas insti-
tuciones que después resultan obsoletas, inoperantes.

La presente iniciativa faculta a la Comisión Nacional para
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas para realizar las
consultas a los pueblos y comunidades indígenas.

Por ello, junto con la presente iniciativa se presenta una
iniciativa a la ley que rige dicha institución gubernamental.

Compañeras y compañeros diputados, existen argumentos
jurídicos para contar en nuestro sistema jurídico mexicano
con una ley general de consulta a los pueblos y comunida-
des indígenas de México. Solo hace falta la responsabili-
dad y la voluntad de los integrantes de este Poder Legisla-
tivo para aprobarla.



Compañeros y compañeras diputadas, en verdad hoy es la
oportunidad que tiene esta LXIII Legislatura para poder te-
ner una ley de consulta en nuestros pueblos indígenas de
México.

Es por justicia para nuestros hermanos indígenas del país el
que podamos en su momento, compañeros, que tengamos
el dictamen, poderlo votar por consciencia y no por con-
signa. Muchas gracias, señor presidente. Es cuanto.

«Iniciativa que expide la Ley General de Consulta de los
Pueblos y Comunidades Indígenas de México, a cargo del
diputado Victoriano Wences Real, del Grupo Parlamentario
del PRD

El que suscribe, Victoriano Wences Real, diputado de la
LXIII Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, en ejercicio de la
facultad que otorga el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con
fundamento en la fracción I, numeral I, del artículo 6, el
numeral I del artículo 77 y el artículo 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, presenta ante la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión iniciativa con proyec-
to de decreto que expide la Ley General de Consulta de los
Pueblos y Comunidades Indígenas de México, conforme a
la siguiente

Exposición de Motivos

El Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, fue
adoptado el 27 de junio de 1989 por la Conferencia Gene-
ral de la Organización Internacional del Trabajo, en su sep-
tuagésima sexta reunión realizada en Ginebra; ratificado
por el Senado de la República el 11 de julio de 1990, y pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de agos-
to de ese último año. El presidente de la República emitió
el decreto promulgatorio del instrumento de ratificación de
dicho convenio, el 25 de septiembre de 1990, que fue pu-
blicado el 24 de enero de 1991 en el Diario Oficial de la
Federación. Dicho convenio establece en los artículos 6 y
7, respectivamente:

Artículo 6

1. Al aplicar las disposiciones del presente convenio, los
gobiernos deberán

a) consultar a los pueblos interesados, mediante proce-
dimientos apropiados y en particular a través de sus ins-

tituciones representativas, cada vez que se prevean me-
didas legislativas o administrativas susceptibles de afec-
tarles directamente;

b) establecer los medios a través de los cuales los pue-
blos interesados puedan participar libremente, por lo
menos en la misma medida que otros sectores de la po-
blación, y a todos los niveles en la adopción de decisio-
nes en instituciones electivas y organismos administra-
tivos y de otra índole responsables de políticas y
programas que les conciernan; y

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las
instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los ca-
sos apropiados proporcionar los recursos necesarios pa-
ra este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este
Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una ma-
nera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de
llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de
las medidas propuestas.

Artículo 7.

1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de
decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proce-
so de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus
vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a
las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de
controlar, en la medida de lo posible, su propio desarro-
llo económico, social y cultural. Además, dichos pue-
blos deberán participar en la formulación, aplicación y
evaluación de los planes y programas de desarrollo na-
cional y regional susceptibles de afectarles directa-
mente.

2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de tra-
bajo y del nivel de salud y educación de los pueblos in-
teresados, con su participación y cooperación, deberá
ser prioritario en los planes de desarrollo económico
global de las regiones donde habitan. Los proyectos es-
peciales de desarrollo para estas regiones deberán tam-
bién elaborarse de modo que promuevan dicho mejora-
miento.

3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que ha-
ya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los
pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia so-
cial, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 8 de octubre de 2015129



Año I, Primer Periodo, 8 de octubre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados130

las actividades de desarrollo previstas puedan tener so-
bre esos pueblos. Los resultados de estos estudios debe-
rán ser considerados como criterios fundamentales para
la ejecución de las actividades mencionadas.

4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en coopera-
ción con los pueblos interesados, para proteger y pre-
servar el medio ambiente de los territorios que habitan.

Asimismo, el 14 de agosto de 2001, en el Diario Oficial de
la Federación se publicó el decreto de reformas y adiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículos 1o., 2o., 4o., 18 y 115, en materia de dere-
chos y cultura indígenas.

El artículo 2o., Apartado B, del citado decreto consigna
que “la federación, los estados y los municipios, para pro-
mover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eli-
minar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las
instituciones y determinarán las políticas necesarias para
garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el
desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cua-
les deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con
ellos”.

Asimismo, señala que se deberá consultar a los pueblos in-
dígenas en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo
y de los estatales y municipales y, en su caso, incorporar las
recomendaciones y propuestas que realicen.

Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones seña-
ladas en este apartado, la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, las legislaturas de las entidades federa-
tivas y los ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas
competencias, establecerán las partidas específicas destina-
das al cumplimiento de estas obligaciones en los presu-
puestos de egresos que aprueben, así como las formas y
procedimientos para que las comunidades participen
en el ejercicio y vigilancia de las mismas.

Que no obstante que han transcurrido más de 10 años de la
reforma del artículo 2o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos sin que a la fecha se haya apro-
bado una ley de consulta indígena.

Debemos señalar que la Cámara de Diputados ya ha cono-
cido de iniciativas de consulta indígena, sin embargo no ha
existido el acuerdo para poder legislar, lo que resulta en de-
trimento de los pueblos y comunidades indígenas del país.

Debemos reconocer que la reforma constitucional en mate-
ria a la fecha sigue incompleta, debemos de generar mar-
cos normativos que garanticen la autodeterminación de las
comunidades indígenas, no hacerlo sería incumplir nuestra
obligación como legisladores, por ello, la presente iniciati-
va tiene como propósito fundamental garantizar el derecho
de los pueblos y las comunidades indígenas a la consulta.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II, 56 y 60 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presento ante la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto que expide la Ley General de Consulta de los
Pueblos y Comunidades Indígenas de México

Único. Se expide la Ley General de Consulta de los Pue-
blos y Comunidades Indígenas de México, para quedar co-
mo sigue:

Ley General de Consulta de los Pueblos y Comunidades
Indígenas de México

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1o. La presente ley es de orden público e interés
general, reglamentaria del artículo 2o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y del Convenio
169 de la Organización Internacional del Trabajo en mate-
ria de consulta a pueblos y comunidades indígenas, así co-
mo de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los De-
rechos de los Pueblos Indígenas. Tiene por objeto
establecer los casos en que debe consultarse a las comuni-
dades indígenas, y la forma en que deben llevarse a cabo
las consultas, en sus fases de diseño, planeación, opera-
ción, seguimiento, y evaluación.

Artículo 2o. La consulta a pueblos y comunidades tiene
por objeto

I. Establecer las bases y mecanismos para la consulta di-
recta a las comunidades indígenas en los asuntos que es-
tablece la presente ley;

II. Conocer la opinión, la posición, o las aportaciones de
las comunidades indígenas sobre temas o asuntos tras-



cendentes, relacionadas a sus condiciones de vida, o
cuando pretendan instrumentarse medidas legislativas,
administrativas o políticas públicas dirigidas a pueblos
y comunidades indígenas;

III. Permitir el diálogo intercultural y la construcción de
consensos, para fortalecer la relación entre el Estado,
los pueblos y comunidades indígenas y la sociedad;

IV. Alcanzar acuerdos, o lograr el consentimiento fun-
damentado previo de pueblos y comunidades indígenas,
con respecto a medidas legislativas, programas sociales,
o propuestas de políticas públicas que les sean aplica-
bles;

V. Impulsar la participación efectiva de pueblos y co-
munidades indígenas en el diseño, la planeación, ejecu-
ción, seguimiento y evaluación de los proyectos y pro-
gramas orientados a fomentar su desarrollo integral; y

VI. Identificar las propuestas que los consultantes toma-
rán en consideración, como resultados de las consultas,
según proceda, para incorporarlos en iniciativas de ley,
planes y programas de desarrollo, reformas instituciona-
les, o acciones que puedan impactar en el desarrollo de
los pueblos y comunidades indígenas.

Artículo 3o. Para efectos de la presente ley se entiende por

I. Asamblea: máxima autoridad de las comunidades in-
dígenas;

II. Autoridades Indígenas: las autoridades tradicionales,
sean agrarias, administrativas, civiles y ceremoniales,
electas mediante los procedimientos establecidos en los
sistemas normativos de las comunidades;

III. CDI: Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas;

IV. Comunidad indígena. A las colectividades humanas
que descienden de un pueblo indígena que habitan en el
territorio del Estado desde antes de la colonización y
que conservan sus propias instituciones sociales, econó-
micas, culturales y políticas;

V. Pueblos indígenas. Aquellos que forman una unidad
social, económica y cultural y política, asentados en un
territorio determinado y que reconocen autoridades pro-
pias de acuerdo con sus usos y costumbres;

VI. Consulta: procedimiento por el cual le presentan a
los pueblos y comunidades indígenas, iniciativas, pro-
puestas de planes y programas, modelos de políticas pú-
blicas y reformas institucionales, que les afectan direc-
tamente, con el propósito de conocer sus opiniones y
recoger e identificar sus propuestas;

VII. Consultante: La federación, las instituciones, de-
pendencias, entidades u organismos de éstos, que se en-
cuentren obligados a llevar a cabo las consultas con las
comunidades indígenas;

VIII. Coordinación interinstitucional: estrategia de polí-
tica pública que consiste en articular y coordinar los es-
fuerzos de los poderes del estado y de los municipios,
orientados a racionalizar y eficientar los recursos públi-
cos, con el propósito de atender los rezagos sociales y
construir amplios consensos entre pueblos y comunida-
des;

IX. Padrón de comunidades indígenas: es la nómina o
listado que se hace de las comunidades indígenas, para
saber sus nombres, número de población, autoridades y
organización, así como sus usos y costumbres; y

X. Registro de comunidades indígenas: es la inscripción
asentada en el libro de gobierno, realizada por el Ejecu-
tivo del Estado, a través de la Secretaría de Asuntos In-
dígenas, cuyo objeto es recabar información relaciona-
da con su estructura, organización y cultura.

Artículo 4o. Las consultas que se lleven a cabo con las co-
munidades indígenas deben adecuarse a las circunstancias
de éstos, con la finalidad de alcanzar acuerdos o el consen-
timiento informado, relacionado con las propuestas que las
instituciones públicas les presenten y, en su caso, incorpo-
rar las recomendaciones y conclusiones que realicen.

Artículo 5o. En los procesos de consulta queda prohibido:

I. Inducir las respuestas de los consultados, con pregun-
tas, acciones coactivas, o mensajes propagandísticos;

II. Introducir elementos técnicos o académicos que con-
duzcan a favorecer determinada tendencia o posición,
relacionada al tema objeto de la consulta; y

III. Manipular cifras o distorsionar los resultados de la
consulta.
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Los servidores públicos que actualicen alguno de los su-
puestos que establece este artículo, incurrirán en responsa-
bilidad y serán sancionados de conformidad con lo previs-
to en la ley de la materia.

Capítulo II
De los Sujetos de Consulta

Artículo 6o. La federación, garantizarán el derecho de los
pueblos y comunidades indígenas a ser consultados, res-
pecto a los asuntos públicos fundamentales que les atañen
directamente. Es obligación de los órdenes de gobierno,
adoptar las medidas necesarias para hacer efectivo ese de-
recho.

Artículo 7o. Serán sujetos de consulta todos los pueblos y
comunidades indígenas del país, que habitan en el territo-
rio nacional, sin distinción de credo religioso, lengua, cul-
tura, género, filiación partidista o ideológica.

Artículo 8o. Las autoridades, representantes y personas in-
dígenas que participen en los procesos de consulta, deberán
acreditar su identidad y la representación de su pueblo o
comunidad ante la autoridad, institución u organismo con-
sultante, y ratificarán su voluntad de participar por manda-
to en el ejercicio de consulta.

Capítulo III
De las Materias de Consulta a Pueblos 

y Comunidades Indígenas

Artículo 9o. Serán objeto obligado de consulta

I. El Plan Nacional de Desarrollo;

II. Los planes de desarrollo urbano, y de centro estraté-
gico de población, cuando afecten el territorio corres-
pondiente a las comunidades indígenas;

III. El otorgamiento de concesiones, contratos, y demás
instrumentos jurídicos que afecten el uso y disfrute de
sus tierras o recursos naturales; y

IV. Forma de régimen de gobierno y elección de autori-
dades.

Artículo 10. No podrán ser materia de consulta los si-
guientes asuntos:

I. El nombramiento de mandos medios y superiores de
los organismos especializados en la atención a pueblos
indígenas, exceptuando al Secretario de Asuntos Indíge-
nas del Estado de Guerrero;

II. El presupuesto consolidado en materia de desarrollo
de los pueblos y comunidades indígenas, a ser incluido
en el Presupuesto de Egresos del estado;

III. Las reformas del marco jurídico nacional que sean
de carácter tributario o fiscal, así como las reformas de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y

IV. Ninguno que no esté contemplado en la presente ley.

Capítulo IV
De los Procedimientos de Consulta

Artículo 11. Toda consulta podrá realizarse cuando se con-
sidere necesario u obligado conforme a lo dispuesto en la
presente ley, debiendo acordarse con las autoridades indí-
genas la fecha conveniente, con por lo menos treinta días
de anticipación.

Las entidades normativas de la consulta del país serán

I. En el Poder Ejecutivo a través de la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas en coor-
dinación con las dependencias de la materia relaciona-
da; y

II. En las entidades del país y Distrito Federal las repre-
sentaciones locales de la comisión.

Artículo 12. Cualquiera de las entidades públicas según
corresponda, podrá establecer al o los grupos técnicos ope-
rativos que se integrarán con la institución o instituciones
que deban realizar la consulta.

Los procesos de consulta que se pretendan impulsar debe-
rán tomar en cuenta las distintas fases de ésta, tales como

I. Diagnóstico de la situación por consultar;

II. Elaboración del marco lógico de consulta, calendario
y presupuesto;

III. Concertación de la concurrencia institucional para la
realización de la consulta;



IV. Establecimiento del grupo técnico operativo;

V. Diseño metodológico de la consulta;

VI. Trabajo pre-operativo con comunidades muestra;

VII. Emisión de convocatoria de la consulta;

VIII. Consulta directa en comunidades representativas
de la situación a consultar;

IX. Sistematización de los resultados;

X. Análisis y documento ejecutivo de los resultados;

XI. Entrega a comunidades consultadas de los resulta-
dos;

XII. Difusión de los resultados de la consulta; y

XIII. Institucionalización de los resultados.

Artículo 13. Las convocatorias y demás aspectos relacio-
nados con la consulta deberán darse a conocer a la asam-
blea de la comunidad, de forma escrita y a través de los me-
dios que la misma generalmente utilice para la difusión de
sus comunicados y, adicionalmente, publicarse en algún
medio de comunicación oral u escrito del lugar, tanto en la
lengua que se hable predominantemente en la comunidad,
como en español.

Las autoridades, instituciones, u organismos consultantes
entregarán, con cuando menos quince días naturales de an-
ticipación a la Asamblea General y a las autoridades indí-
genas, los elementos de análisis para dejar claro el objeto y
alcance de la consulta, a fin de que estos elementos surgi-
dos de la experiencia o de las necesidades institucionales,
se analicen con antelación y posibiliten la construcción de
ideas, valores, argumentos, formas de resolver y de partici-
par en los procesos institucionales, con base en la deman-
da y las capacidades de las comunidades indígenas.

Artículo 14. Las convocatorias de consulta deberán conte-
ner como mínimo los siguientes elementos:

I. Institución convocante;

II. Exposición de motivos;

III. Objetivos de la misma;

IV. Objeto, asunto, tema o materia o motivo de consulta;

V. Forma y modalidad de participación;

VI. Sedes y fechas de celebración; y

VII. La demás que se considere necesaria conforme a la
materia de la consulta.

Artículo 15. Para llevar a cabo las consultas podrán cele-
brarse convenios de colaboración interinstitucionales, entre
las dependencias e instituciones públicas de los órdenes de
gobierno federal, estatal y municipal involucrados, en los
que se establecerán los objetivos de aquéllas, y los com-
promisos que asumen los participantes para sumar y coor-
dinar esfuerzos con el fin de hacer posible su eficiente rea-
lización.

Artículo 16. La autoridad, institución u organismo consul-
tante, a fin de llevar a cabo las consultas, deberá

I. Considerar a la entidad normativa y su opinión en sus
actos y designar a los miembros del grupo técnico ope-
rativo que llevará a cabo la consulta, y a su secretario
técnico;

II. Aprobar el programa de trabajo y el calendario de ac-
tividades de la consulta que le presente el secretario téc-
nico;

III. Definir los instrumentos técnicos y metodológicos
que se aplicarán, así como dar seguimiento a las accio-
nes que se realicen durante la consulta;

IV. Aprobar las sedes de la consulta, así como tramitar y
proporcionar los recursos financieros, humanos y logís-
ticos necesarios para llevarla a cabo;

V. Coordinar, supervisar y orientar los trabajos del gru-
po operativo; y

VI. Revisar los resultados de la consulta, enviarlos a las
autoridades indígenas a la brevedad posible, y publicar-
los, en su caso, en los medios de comunicación.

Artículo 17. La instrumentación operativa de las consultas
estará a cargo de un Grupo Técnico Operativo, designado
por la autoridad, institución u organismo consultante, el
cual se integrará preferentemente con profesionales de di-
ferentes disciplinas que estarán bajo su mando.
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El Grupo Técnico Operativo será constituido únicamente
durante el periodo que duren los procesos de consulta, y
podrá contar con el auxilio de consultorías técnicas y de es-
pecialistas en la materia, para asesorarse sobre la metodo-
logía e instrumental de consulta que considere pertinentes,
preferentemente la Comisión Nacional para el Desarrollo
de los Pueblos Indígenas o de la entidad normativa.

Artículo 18. El Grupo Técnico Operativo contará con un
secretario técnico que será el coordinador general del mis-
mo, y fungirá como responsable de la ejecución de las ac-
ciones de consulta ante la autoridad, institución u organis-
mo consultante. Para ser designado como tal se requiere

I. Tener amplio conocimiento de la materia indígena, y
contar con experiencia en el ámbito de las políticas de
desarrollo de pueblos y comunidades; y

II. No ser servidor público al momento de su designa-
ción, ni haber ocupado cargos de dirección en partido
político alguno, por lo menos dos años anteriores al día
de su nombramiento.

Artículo 19. Para ser parte del Grupo Técnico Operativo se
requiere

I. Contar con amplio conocimiento de la diversidad eco-
nómica, social y cultural de los pueblos indígenas;

II. Experiencia acreditada en la organización y opera-
ción de procesos de consulta en campo; y

III. Preferentemente, hablar la lengua indígena del pue-
blo o comunidad en la que vaya a realizarse la consulta.

Artículo 20. Corresponde al Grupo Técnico Operativo

I. Planear y desarrollar las acciones relacionadas con los
procesos de consulta;

II. Formular el calendario de actividades de la consulta;

III. Presentar los instrumentos técnicos y metodológi-
cos, así como la mecánica de los trabajos relacionados
con la consulta;

IV. Acordar con las autoridades indígenas lo relativo a
las convocatorias, y coordinar junto con éstas y las ins-
tituciones estatales encargadas de atención a comunida-
des indígenas;

V. Hacer llegar los documentos de consulta a las autori-
dades indígenas, al menos con quince días naturales de
anticipación a la fecha de la consulta, y corroborar su
entrega;

VI. Entregar las relatorías y el informe de actividades a
más tardar quince días naturales después de realizada la
consulta; y

VII. Sistematizar la información surgida de las consul-
tas, y presentar sus resultados dentro de los quince días
hábiles siguientes a la conclusión del proceso de con-
sulta.

Capítulo V
De las Modalidades de las Consultas

Artículo 21. Las consultas que se hagan a los pueblos y co-
munidades indígenas deberán privilegiar la consulta direc-
ta a las comunidades indígenas, a través de las asambleas
comunitarias que para tal efecto sean convocadas, con res-
peto a sus sistemas normativos en la organización y cele-
bración de las mismas.

Dichas consultas podrán complementarse con algunas de
las siguientes modalidades, eligiendo en cada caso la apli-
cable en consideración a la materia y amplitud de la con-
sulta, así como la opinión de las autoridades indígenas:

I. Foros abiertos en los que se registren puntualmente
las intervenciones orales y escritas de los participantes;

II. Talleres temáticos; y

III. Encuentros de servidores públicos de las institucio-
nes públicas convocantes, con autoridades indígenas.

Artículo 22. Las sedes de los eventos de la consulta direc-
ta serán en las localidades que las comunidades consideren,
a través de sus autoridades, y los eventos complementarios
de la consulta se definirán atendiendo a los criterios de vo-
lumen y densidad de población consultada, en sus regiones
tradicionales de asentamiento.

Artículo 23. Para asegurar la eficiente realización del pro-
ceso de consulta, el Grupo Técnico Operativo recibirá ase-
soría de las entidades normativas consultante. En su opor-
tunidad este grupo brindará y multiplicará la asesoría
técnica y cursos de capacitación al personal de apoyo que



trabajará en las sedes, previamente a la celebración de los
eventos.

Artículo 24. En cada uno de los eventos de las consultas
organizados en las sedes deberá estar presente al menos un
representante de los organismos e instituciones públicas
convocantes, y uno más de las entidades normativas.

Artículo 25. A fin de generar transparencia en los proce-
sos de consulta, se solicitará la presencia de organismos
públicos y organizaciones de la sociedad civil, que tengan
reconocimiento en trabajo de derechos humanos y dere-
chos indígenas, instituciones académicas, observadores
ciudadanos, y medios de comunicación, que constante la
certeza de la consulta. Además de informar del proceso de
consulta y sus resultados en los medios electrónicos, di-
fundiendo las páginas de las entidades convocantes.

Artículo 26. Para la organización de la consulta se tomará
como base el Padrón de Comunidades Indígenas, debiendo
incluir según la región, a todas aquéllas que resulten afec-
tadas por la ley, decreto, plan, programa o acciones mate-
ria de la consulta, considerando la representación de todas
las localidades, barrios, ejidos o parajes que las integren, a
través de las autoridades indígenas respectivas.

Capítulo VI
Del Resultado de las Consultas

Artículo 27. Los resultados de las consultas deberán di-
fundirse con amplitud, en los medios electrónicos en forma
bilingüe; y entregarse por escrito a las autoridades indíge-
nas, en un plazo no mayor a sesenta días naturales poste-
riores a la consulta.

Artículo 28. Las instituciones públicas consultantes debe-
rán tomar en consideración las propuestas y recomendacio-
nes que resulten de la consulta, en la elaboración planes de
desarrollo nacional, de políticas públicas, programas o re-
formas institucionales en materia indígena, que hayan sido
objeto de la misma.

Artículo 29. El seguimiento de la aplicación o incorpora-
ción efectiva de las propuestas y recomendaciones que hu-
bieran surgido de los procesos de consulta, estarán a cargo
de las comunidades indígenas consultadas, a través de sus
autoridades.

Capítulo VII
De las Sanciones Aplicables

Artículo 30. Se considerará violación de esta ley que los
servidores públicos de la federación, así como sus depen-
dencias y entidades, pretendan aplicar programas, proyec-
tos o políticas públicas, o legislar en asuntos que afectan
directamente a dichos pueblos, sin haberlos consultado en
los términos previstos por la presente ley.

Artículo 31. Los pueblos y comunidades indígenas podrán
interponer denuncias y quejas por violaciones al derecho
de consulta, contra los servidores públicos que infrinjan es-
ta Ley, solicitando ante las autoridades competentes sean
sancionados conforme a la legislación vigente.

Transitorios

Primero. Esta ley entrará en vigor a los sesenta días natu-
rales siguientes a su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Poder Ejecutivo, a través de la Secretaría de
Gobernación, deberá difundir la presente ley en el sistema
de radiodifusoras indígenas; traducirla en las lenguas del
país, y distribuirla entre los pueblos y comunidades, dentro
de los siguientes ciento veinte días naturales contados a
partir de la publicación del respectivo decreto de ley.

Tercero. Remítase al titular del Poder Ejecutivo para los
efectos legales correspondientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Victoriano Wences Real, Alberto Martínez Urincho, Armando
Soto Espino, Arturo Santana Alfaro, Cristina Ismene Gaytán Hernán-
dez,  Erik Juárez Blanquet, Felipe Reyes Álvarez, Francisco Martínez
Neri, María Concepción Valdés Ramírez, María Luisa Beltrán Reyes
(rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Wences. Túrnese la iniciativa a las
Comisiones Unidas de Gobernación y de Asuntos Indí-
genas, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, para opinión.

El diputado Felipe Reyes Álvarez (desde la curul): Presi-
dente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Felipe Reyes.
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El diputado Felipe Reyes Álvarez (desde la curul): Gra-
cias, presidente. Solamente para solicitar al diputado Vic-
toriano Wences, si aprueba que el Grupo Parlamentario del
PRD, en su conjunto, firme esta iniciativa que acaba de
presentar.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Reyes.

El diputado Victoriano Wences Real (desde la curul):
Claro que sí.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El diputado proponente ha manifestado su asentimiento pa-
ra que así pueda hacerse, y con el mismo procedimiento de
ocasiones anteriores estaría a disposición la iniciativa pre-
sentada para suscribirse por quienes quieran hacerlo.

Les damos la más cordial bienvenida a alumnos, maestros
y padres de familia de la Escuela Preparatoria Oficial, nú-
mero 15, Lobos, del municipio de Chicoloapan de Juárez,
estado de México. Invitados por el diputado Andrés Agui-
rre Romero. Bienvenidas, bienvenidos, amigas, amigos.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, el diputado Ar-
turo Álvarez Angli, del Grupo Parlamentario del Verde
Ecologista, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Protección al Consumidor.

El diputado Arturo Álvarez Angli: Con su venia, dipu-
tado presidente. Quisiera empezar mi intervención plante-
ando una pregunta a toda la asamblea. ¿Cuántos de los aquí
presentes en alguna ocasión han adquirido un producto o
contratado a un servicio del cual se han sentido totalmente
decepcionados, porque al recibirlo las características por
las que ustedes pagaron o las que les fueron ofertadas, no
son en nada parecidas a aquellas que en la realidad tiene el
producto o el servicio, llamémosle un medicamento de
aquéllos que ofrecían bajar de peso en 10 días de manera
milagrosa o algún producto cuya resistencia no se parece
en nada a lo que vimos en lo que se ofrecía en el anunció
que tenía.

Esta situación se está dando de manera cada vez más gra-
ve en nuestro país con un tema muy delicado. Los gringos
le llaman Green washing que se podría traducir de alguna
manera como una pintadita de verde o como un baño de
verde; como cuando al oro le decimos oro a cualquier me-
tal que tiene un pequeño baño de oro. Sería la equivalen-
cia.

El problema se está haciendo cada vía más grave, más pre-
ocupante porque los consumidores –que de acuerdo a di-
versos estudios–, tres de cada cuatro consumidores poten-
ciales de 18 a 35 años en este momento, se inclinan al
momento de decidir adquirir un producto por aquellos pro-
ductos que ofrecen ser ambientalmente sustentables, que
ofrecen se respetuosos con el medio ambiente o que ofre-
cen ser ya sea orgánicos o biodegradables.

Se está convirtiendo en una decisión del consumidor el in-
clinarse por productos que sean cada día más respetuosos
con el medio ambiente. Sin embargo la realidad es muy
distinta. La realidad nos muestra que los empresarios, in-
dustriales, productores, han detectado esta situación y han
comenzado a pintar de verde sus productos sin que en rea-
lidad cumplan con los estándares de respeto y cuidado al
medio ambiente, que debería ser la norma que regule este
tipo de etiquetas, este tipo de ofertas.

El consumidor está prácticamente desamparado, se en-
cuentra en muchos de los casos ignorantes de esa situación
y solamente pueden, en muchas de las ocasiones, darse
cuenta por los efectos nocivos en algunos casos para la sa-
lud del producto que han adquirido.

El Partido Verde quiere proponer, y lo hace a través de es-
ta iniciativa, que la falta que actualmente existe para quie-
nes ofrecen un producto que no cumple con las caracterís-
ticas, particularmente hablando de productos verdes,
sustentables, ecológicos, orgánicos, se convierta en una
falta grave cuya sanción se eleve a niveles que verdadera-
mente nos permitan inhibir este tipo de prácticas y se san-
cione de una manera mucho más rigurosa a quienes de ma-
nera dolosa, de manera por demás egoísta hacen uso de
esta nueva imagen, de un nuevo empaque o de una nueva
etiqueta para tratar de engañar al consumidor ofreciéndole
un producto que no tiene las características y que en todo
su proceso de producción no cumple con estándares de res-
peto y cuidado al medio ambiente.

Pareciera un asunto sencillo, pareciera un asunto que el
mercado mismo debería de regular y que hay instancias co-



mo la Procuraduría Federal del Consumidor que ya regu-
lan, sin embargo no cuentan actualmente con las facultades
suficientes como para poder impedir y detectar este tipo de
prácticas y estamos dejando en la indefensión a los consu-
midores.

Además de que este tipo de prácticas echa por tierra enor-
mes esfuerzos sociales y presupuestales que este país y que
el mundo entero ha invertido para generar conciencia en las
nuevas generaciones de que debemos de cada día ser más
respetuosos, más cuidadosos con nuestro entorno, con el
medio ambiente y con este mundo que nos rodea. Es cuan-
to, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Protección al Consumidor, a cargo del
diputado Arturo Álvarez Angli, del Grupo Parlamentario
del PVEM

Quien suscribe, Arturo Álvarez Angli, diputado de la LXIII
Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, y 135 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que  se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley Federal de Protección al Consumidor al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Durante los últimos años la preocupación por el deterioro
de nuestro entorno ha dejado de ser una cuestión que sola-
mente parecía interesar a colectivos tradicionalmente com-
prometidos con la protección y conservación del medio
ambiente, para convertirse en un tema omnipresente en to-
do tipo de foros y contextos. Las referencias a conceptos
tales como cambio climático o calentamiento global han
trascendido los discursos políticos y la agenda de los me-
dios masivos de comunicación para tener presencia de mo-
do cada vez más frecuente en la vida cotidiana de los ciu-
dadanos comunes y corrientes.

El aumento progresivo de la conciencia social sobre el im-
perativo de construir un modelo que permita satisfacer las
necesidades humanas de modo más racional y sustentable,
es un factor determinante que induce a los publicistas a ba-

sar sus campañas de marketing en publicidad verde, que en
ocasiones puede ser engañosa, lo cual se conoce como Gre-
enwashing.

El Greenwashing, o impostura verde, es el acto de inducir
al error a los consumidores en relación con las prácticas
ambientales de una empresa o los beneficios ambientales
de un producto o servicio.

La sociedad, especialmente los jóvenes, se encuentran ca-
da vez más dirigidos hacia prácticas sustentables; esto sig-
nifica que un porcentaje creciente de consumidores otorga
una gran importancia al grado de respeto por el medio am-
biente que tienen las empresas en sus procesos de produc-
ción y ello se ha vuelto un factor determinante a la hora de
comprar un producto.

Los anunciantes saben que ser percibidos como entidades
involucradas en la lucha contra fenómenos como el cambio
climático, la pérdida de biodiversidad, o el calentamiento
global les reporta un valor añadido que tiene un impacto
positivo en su imagen y es rentable para su negocio. Esta
situación es confirmada por diversos documentos, por
ejemplo, el realizado en 2008 por Havas Media, agencia lí-
der en comunicación y mercadotecnia a nivel global, titu-
lado: Cambio climático, percepción del consumidor y sus
implicaciones en marketing y comunicación.1 Dicho estu-
dio recoge las opiniones de 11 mil personas de nueve paí-
ses (España, Estados Unidos, Reino Unido, Francia, Ale-
mania, India, China, Brasil y México) y pone de manifiesto
que 3 de cada 4 entrevistados prefieren comprar productos
de empresas que estén intentando activamente reducir su
impacto sobre el calentamiento global.

Las empresas han identificado este cambio en la concien-
cia de los consumidores y en virtud de ello diseñan estrate-
gias enfocadas a satisfacer esta nueva demanda, es decir,
que las empresas pretenden capitalizar la sensibilidad so-
cial hacia la cuestión ecológica. Sin embargo, en algunos
casos la sustentabilidad o los procesos de producción ami-
gables con el medio ambiente se quedan únicamente en las
campañas publicitarias.

Este tipo de prácticas que algunas empresas llevan a cabo
para ganar o conservar un nicho de mercado, generan una
serie de inconvenientes entre los que se destacan:

• El entorpecimiento de la posibilidad de que los consu-
midores diferencien entre compañías realmente com-
prometidas con el medio ambiente y aquéllas que utili-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 8 de octubre de 2015137



Año I, Primer Periodo, 8 de octubre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados138

zan el concepto de sustentabilidad sólo para servir a sus
intereses.

• La saturación del consumidor ante la publicidad verde.
Las empresas que realmente apuestan por productos
ecológicos basan parte de su éxito en este elemento di-
ferenciador que, sin embargo, pierde valor si son mu-
chas las empresas que alardean de su compromiso con
la sustentabilidad y realmente no lo tienen.

• La falta de credibilidad por parte del consumidor ante
la percepción de la existencia de publicidad verde enga-
ñosa. Si un consumidor se siente engañado puede llegar
a la conclusión de que la protección del medio ambien-
te no es más que una estrategia comercial y que real-
mente no se está haciendo nada por favorecer la preser-
vación de nuestro entorno. En este sentido, los esfuerzos
reales se ven perjudicados por una oleada de anuncios
publicitarios que llegan a afectar negativamente en la
recepción que el consumidor pueda tener sobre la adop-
ción de conductas respetuosas del medio ambiente.

• Todo lo anterior, a la larga, afecta directamente la pro-
tección y conservación ambiental, pues las personas
desecharán de antemano todo producto que realmente
haya sido producido de modo sustentable y, por ende,
los patrones de consumo dañinos para el entorno no su-
frirán una disminución.

Lo anterior resulta realmente preocupante pues se estima
que un alto porcentaje de las campañas de marketing verde
encuadra con el concepto de Greenwashing, motivo por el
cual este fenómeno merece la atención de las instituciones
públicas, las cuales están obligadas a llevar a cabo contro-
les cada vez más estrictos y exhaustivos sobre la veracidad
de la publicidad de muchos productos, por un lado, mien-
tras que, por otro, se requiere legislar para llenar los vací-
os legales existentes en la materia.

Según publicaba a principios de 2009 la consultora nortea-
mericana TerraChoice Environmental Marketing, tras revi-
sar 18 mil anuncios aparecidos en revistas de gran tiraje, se
comprobó que en Estados Unidos el número de anuncios
verdes se había multiplicado por diez desde 1988. Asimis-
mo, se estableció que durante el periodo 2006 a 2008 este
número se triplicó.2

En nuestro país, la Dirección de Publicidad y Normas de la
Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) realizó en
marzo de 2012 un monitoreo de anuncios publicitarios en

internet de 90 productos con características ecológicas, de-
rivado de este análisis se advirtió que: más de la mitad de
los productos aseguraba ser biodegradable o degradable;
por otra parte, se detectó que las frases o elementos que po-
drían ser sujetos de comprobación hacían referencia a la
cualidad de ser reciclado o reciclable. Entre otras cosas, el
monitoreo detectó que la publicidad de los productos “ver-
des” afirmaba, adicionalmente, que éstos era “naturales”, o
que “no contaminaban el agua”, lo cual en muchos casos
resultaba impreciso o irrelevante.3 Por ejemplo, el mercu-
rio o el uranio son elementos “naturales” pero también son
altamente tóxicos y sumamente dañinos para la salud.

De acuerdo a la organización ambientalista Greenpeace,
existen cuatro modalidades que pueden ser consideradas
como Greenwashing: 

• Negocio sucio. Promover un producto o programa co-
mo ambientalmente amigable, pero el centro de la acti-
vidad empresarial es mayormente insostenible y conta-
minante.

• Publicidad engañosa. Publicidad y campañas focaliza-
das para exagerar un logro ambiental con el fin de dis-
traer la atención de problemas ambientales o que los
costos de dichas campañas publicitarias excedan sustan-
cialmente los costos de realizar conductas realmente
sustentables (si es que las hay).

• Contradicción política. Compromisos y declaración de
intenciones “verdes” por parte de la empresa, aunque
paralelamente ésta realice cabildeos para influir en con-
tra de la aprobación de regulaciones medioambientales.

• Obedecer la ley y resaltarlo como un compromiso asu-
mido por iniciativa propia. Es decir, señalar como un lo-
gro voluntario conductas que en realidad son exigidas
por mandato legal.

Frases publicitaras como “totalmente natural”, “no conta-
mina” o “amigable con el medio ambiente” resultan muy
atractivas para aquellos consumidores que han tomado
conciencia de la necesidad de consumir de forma respon-
sable y sustentable. Sin embargo, los engaños de productos
que se publicitan como ecológicos son más comunes de lo
que se puede imaginar.

Una muestra de la frecuencia con la cual se presentan este
tipo de situaciones son los resultados del Informe 2007 so-
bre Greenwashing, de la ya citada agencia estadounidense



TerraChoice Environmental Marketing, el cual revela que
la mayoría de los mensajes publicitarios que incluyen afir-
maciones sobre el respeto del producto hacia el medioam-
biente son inexactos, inapropiados o, simplemente, no
comprobados. Resalta el hecho de que, según el estudio, de
los mil mensajes supuestamente “verdes” analizados, sólo
siete cumplían todas las condiciones para ser considerados
verdaderos.

Marco Normativo en referencia al Greenwashing4

Unión Europea

A nivel europeo, la regulación de la publicidad y prácticas
comerciales engañosas se encuentra contenido en la Direc-
tiva sobre prácticas comerciales desleales (2005/29/CE),
complementada por la Directiva de publicidad engañosa y
publicidad comparativa (Directiva 2006/114/CE). La pri-
mera constituye un gran avance para poder homogeneizar
la legislación de los países y beneficiar tanto a los consu-
midores como a las empresas que traten de hacer campañas
a nivel europeo.

Una de las novedades de dicho ordenamiento es que se en-
foca en proteger no sólo la competencia sino, sobre todo, a
los consumidores, quienes muchas veces son los que tienen
un rol más activo en la defensa del medioambiente y en la
defensa contra el Greenwashing. Si bien dicha norma no
permite crear un sistema uniforme de control similar en to-
dos los países, al menos posibilita una mejor supervisión
de prácticas desleales y engañosas por parte de las autori-
dades.

Lo más importante es que abre las puertas para contar con
más herramientas, pues incluye normas para evitar el Gre-
enwashing, en las cuales se señala expresamente que las
prácticas engañosas pueden consistir también en dar infor-
mación errónea sobre el alcance de los compromisos del
comerciante y los motivos de la práctica comercial, es de-
cir, exagerar la importancia de programas sociales o me-
dioambientales de una empresa. Por otra parte, también in-
cluye como tal el incumplimiento de los compromisos de
códigos de conducta, siempre que la práctica comercial se
ligue al mismo.

Asimismo, cabe agregar que, en febrero del 2013, el Parla-
mento de la Unión Europea aprobó dos informes que ins-
tan a la Comisión Europea a adoptar medidas específicas
para luchar contra la información falsa y engañosa en los
compromisos de las empresas, los informes sobre respon-

sabilidad social corporativa y los impactos sociales y me-
dioambientales de productos y servicios.

Estados Unidos y Australia

En Estados Unidos hay una guía para el uso de declaracio-
nes medioambientales preparada por la Comisión Federal
de Comercio. No se centra sólo en la publicidad, sino que
también regula el etiquetado, los materiales de promoción
y cualquier otra forma de marketing. Además, ofrece ejem-
plos y analiza también la información por categoría (reci-
clable, biodegradable, etcétera).

Por otra parte, en el caso de Australia, se publicó en 2011
la Ley Australiana del Consumo, un apéndice de la Ley de
Competencia expedida un año antes, en la cual se prohíben
expresamente tanto las conductas como las representacio-
nes engañosas relacionadas con el medioambiente.

España

En España existe la Ley General de Publicidad, de 1988; la
Ley 29/2009 (que integra la Directiva europea
2005/29/CE, sobre prácticas comerciales desleales), así co-
mo el Código de Autorregulación sobre argumentos am-
bientales en comunicaciones comerciales, el cual contiene
dos principios que tratan de evitar el Greenwashing. Uno
es el principio de veracidad, que implica no inducir a error
las comunicaciones, tanto respecto a los productos como a
las acciones que el anunciante lleve a cabo en beneficio del
medioambiente. El segundo es el principio de objetividad,
que sugiere evitar exageraciones como la ampliación se-
lectiva de la información positiva de un producto por enci-
ma de la negativa.

Además, señala que las aseveraciones genéricas como
“verde”, “ecológico” o “sostenible” deben evitarse o justi-
ficarse expresamente. 

No obstante estas precisiones, se debe anotar que dicho
Código no es jurídicamente vinculante y abarca sólo las co-
municaciones comerciales, lo cual no quita que éste cons-
tituya una buena referencia para regular el Greenwashing.

El caso de nuestro país 

En México, los alimentos que se ostentan como “eco” o
“bio” deben cumplir con lo dispuesto en la Ley de Produc-
tos Orgánicos y su Reglamento. De esta forma, se estable-
ce un riguroso proceso de certificación que considera las
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materias primas y el proceso de producción, que no obs-
tante en muchas ocasiones no es seguido a cabalidad.

Cabe señalar que solamente los productos que cumplan con
lo estipulado en dichas disposiciones pueden ser identifi-
cados con el término “orgánico” o denominaciones equiva-
lentes en su material publicitario y los documentos comer-
ciales y puntos de venta.

Por otra parte, el artículo 32 de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor establece que la publicidad relativa a
bienes, productos o servicios deberá ser, entre otras cosas,
veraz y comprobable. Por ello, si un producto se anuncia
como “ecológico” y en realidad no lo es, podría tratarse de
publicidad engañosa e incurriría en una infracción a la ley
en comento, susceptible de investigación y sanción por
parte de la Profeco.

Asimismo, se establece que la publicidad no debe inducir
al error o confusión a los consumidores, por lo que no de-
be presentarse de manera inexacta, falsa, exagerada, par-
cial, artificiosa o tendenciosa. No obstante lo anterior, mu-
chas corporaciones en nuestro país de sectores como el
energético, el químico, o el automotriz siguen incurriendo
en prácticas consideradas como Greenwashing.

En este contexto resalta la necesidad de reformar la legis-
lación en la materia con objeto de introducir una prohibi-
ción expresa de utilizar publicidad engañosa en relación
con las prácticas ambientales de una empresa o los benefi-
cios ambientales de un producto o servicio. Asimismo, se
pretende establecer sanciones pecuniarias ejemplares enca-
minadas a inhibir este tipo de conductas; el monto de lo re-
caudado por este concepto debería ser usado para reparar
los daños ambientales que llegara a causar la publicidad
engañosa.

Por lo anteriormente expuesto se pone a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consu-
midor

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 8 Bis; se adiciona el tercer párrafo del artículo 32; se adi-
ciona un artículo 40 Bis; se adiciona un tercer párrafo al ar-
tículo 128 Bis; y se reforma el primer párrafo del artículo
8 Bis, así como la fracción segunda del artículo 128 Ter de

la Ley Federal de Protección al Consumidor, para quedar
como a continuación se presentan:

Artículo 8 Bis. La Procuraduría deberá fomentar perma-
nentemente una cultura de consumo responsable e inteli-
gente, entendido como aquél que implica un consumo
consciente, informado, crítico, saludable, sustentable, ami-
gable con el medio ambiente, solidario y activo, a fin de
que los consumidores estén en la posibilidad de realizar
una buena toma de decisiones, suficientemente informada,
respecto del consumo de bienes y servicios, los efectos de
sus actos de consumo, y los derechos que los asisten.

La Procuraduría deberá fomentar entre los producto-
res y proveedores de bienes y servicios la práctica de
procesos de producción que minimicen los efectos nega-
tivos sobre el medio ambiente.

…

…

Artículo 32. … 

…

La utilización de publicidad engañosa en relación con
las prácticas ambientales de una empresa referentes a
procesos de producción amigables con el medio am-
biente o los beneficios ambientales de un producto o
servicio se considerará una falta grave y se sancionará
de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 128 Bis de es-
ta ley, sin perjuicio de lo que establece la Ley Federal de
Responsabilidad Ambiental.

…

Artículo 40 Bis. Las aseveraciones genéricas como “ver-
de”, “ecológico”, “orgánico”, o “sustentable” deben
justificarse expresamente.

Artículo 128 Bis. …

...

En el caso del monto recaudado por concepto de las vio-
laciones a lo establecido por el párrafo tercero del artí-
culo 32, éste será destinado al Fondo para el Cambio
Climático.



Artículo 128 Ter. Se considerarán casos particularmente
graves:

I. …

II. Cuando la infracción de que se trate pudiera poner en
peligro la vida, la salud, la seguridad de un grupo de
consumidores o la conservación del medio ambiente.

III. a VIII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Citado por Pacheco Rueda, Marta, El discurso disidente de la con-

trapublicidad verde, en Pensar la Publicidad, Universidad de Vallado-
lid, Año 2009, Vol. III, No. 1. Pp. 55-82.

2. Ibídem.

3. Véase, Verdes por fuera… falsos por dentro, en Portal del Consumi-
dor, 19 de junio de 2012.

http://www.consumidor.gob.mx/wordpress/?p=7048

4. Véase, Alejos Góngora, Claudia Lucía, “Greenwashing: ser verde o

parecerlo”, Cuadernos

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Arturo Álvarez Angli, Adriana Sarur Torre, Alex Le Barón
González, Alma Lucía Arzaluz Alonso, Andrés Fernández del Valle
Laisequilla,  Cándido Ochoa Rojas, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado,
Cirilo Vázquez Parissi, Claudia Villanueva Huerta, Daniela de los San-
tos Torres, Diego Valente Valera Fuentes, Eduardo Francisco Zenteno
Núñez, Emilio Enrique Salazar Farías, Evelyng Soraya Flores Carran-
za, Francisco Alberto Torres Rivas, Javier Octavio Herrera Borunda,
Jesús Gerardo Izquierdo Rojas, Jesús Sesma Suárez, Jorge Álvarez Ló-
pez, Jorgina Gaxiola Lezama, José Alberto Couttolenc Buentello, José
Antonio Arévalo González, José Refugio Sandoval Rodríguez, Juan
Antonio Meléndez Ortega, Juan Manuel Celis Aguirre, Leonardo Ra-
fael Guirao Aguilar, Luis Ignacio Avendaño Bermúdez, María Ávila
Serna, Omar Noé Bernardino Vargas, Paloma Canales Suárez, Rem-
berto Estrada Barba, Rosa Alicia Álvarez Piñones, Sara Paola Galico
Félix Díaz, Sasil Dora Luz de León Villard, Sharon María Cuenca Aya-
la, Sofía González Torres, Virgilio Mendoza Amezcua (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Álvarez. Túrnese a la Comisión de
Economía, para dictamen.

Damos la bienvenida a estudiantes de la licenciatura en de-
recho, de la Universidad Latina de América, de Morelia,
Michoacán. Bienvenidas y bienvenidos. Son invitados por
el diputado Marko Antonio Cortés Mendoza.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Ara-
celi Damián González, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 93 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y suscrita
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Mo-
rena.

La diputada Araceli Damián González: Señoras y seño-
res diputados, como recientemente señaló el distinguido
abogado Diego Valadés: “una de las características de los
Estados democráticos consiste en la facultad de los con-
gresos para investigar las actividades gubernamentales”.
No obstante en México la capacidad indagatoria del Con-
greso es muy limitada. 

El artículo 93 constitucional dispone que las funciones de
control de actividades gubernamentales le corresponden al
Congreso de la Unión, en particular la Cámara de Dipu-
tados, órgano de carácter representativo, el Código Políti-
co de 1917 le atribuye diversas facultades para verificar la
regularidad de la gestión administrativa del Estado, encon-
trándose dentro de éstas la denominada de investigación, a
través de los cuales los representantes de la nación conocen
del Estado que guarda la administración pública respecto a
un determinado asunto, generando un juicio propio que
permite valorar la eficiencia y legalidad de la actuación del
gobierno.

En 1977 se reformó el artículo 93, párrafo tercero, de la
Norma Suprema, estableciendo que el pleno de la Cámara
de Diputados, a petición de una cuarta parte de sus inte-
grantes, está facultado para integrar comisiones para inves-
tigar, pero solamente el funcionamiento de organismos
descentralizados y empresas de participación estatal mayo-
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ritaria, lo cual resulta a todas luces insuficiente para un
control adecuado de los otros Poderes de la Unión.

La escasa atribución del Congreso mexicano para realizar
indagatorias sobre los sucesos que atañen a la nación, con-
trasta con la que tienen los congresos en otros países, in-
cluyendo los latinoamericanos en donde se ha avanzado
exitosamente en la consolidación de las atribuciones de in-
vestigación del Congreso.

En México, la administración pública federal centralizada
y paraestatal se ha transformado, amén de la reciente crea-
ción de las empresas productivas del Estado, y un número
creciente de órganos autónomos.

Por tanto, ampliar las atribuciones del Congreso en materia
de investigación se vuelve fundamental, ya que los repre-
sentantes de la nación somos simples testigos de los acon-
tecimientos que suceden al país y el máximo alcance que
tenemos es expresar nuestras opiniones o puntos de vista,
pero no podemos indagar hechos que afectan a nuestros re-
presentados.

En México, el Ejecutivo se investiga a sí mismo, siendo
juez y parte, lo cual no permite que tengamos la posibili-
dad de un control adecuado de sus funciones. Los ciudada-
nos tenemos que recurrir a instituciones externas para que
realicen las averiguaciones que los representantes de la na-
ción tenemos vedado llevar a cabo.

La debilidad del Poder Legislativo mexicano ha impedido
un efectivo control sobre el Ejecutivo, la administración
pública en su conjunto y, desde luego, al Poder Judicial de
la Federación y los órganos autónomos.

Por lo antes expuesto esta soberanía debe contar con am-
plias facultades para indagar lo que aflige a sus ciudadanos
y poder recuperar así la confianza en nuestras instituciones.
Por lo expuesto y fundado sometemos a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de decreto por el que
se reforma el artículo 93 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, cito:

Artículo Único. Se reforma el artículo 93, párrafo tercero,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue:

Artículo 93. Los Secretarios del Despacho, luego que esté
abierto el periodo de sesiones ordinarias, darán cuenta al
Congreso del estado que guarden sus respectivos ramos.

La Cámara ha pedido de una cuarta parte de sus miembros,
tratándose de los diputados, y de la mitad, si se trata de los
senadores, tienen la facultad de integrar comisiones para
indagar el funcionamiento de la administración pública fe-
deral centralizada y paraestatal de las empresas producti-
vas del estado, así como del Poder Judicial de la Federa-
ción y de los órganos autónomos. Los resultados de las
investigaciones se harán del conocimiento del Ejecutivo
federal y de las autoridades competentes. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 93 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Araceli Damián González y suscrita por integran-
tes del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Araceli Damián González, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena a la LXIII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 6, fracción I, del numeral 1; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma y adicio-
na el artículo 93 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
producto del Constituyente de 1916-1917, ya no es la mis-
ma, con sus 99 años es la tercera más antigua del conti-
nente y la segunda en América Latina.

El artículo 93, párrafo tercero de la Norma Suprema,1 es-
tablece que el Pleno de la Cámara de Diputados, a petición
de una cuarta parte de sus integrantes, está facultado para
integrar comisiones para investigar sólo el funcionamiento
de organismos descentralizados y empresas de participa-
ción estatal mayoritaria, lo que ha sido rebasado, pues el
contexto histórico de 1977 en que esto se estableció, es di-
verso a la actual realidad que vivimos.

En la exposición de motivos que dio origen a la adición del
párrafo tercero del artículo 93 de la Constitución Política,2

en su parte conducente enunciaba:

“El desarrollo económico experimentado por el país en
los últimos años ha provocado el crecimiento de la Ad-



ministración Pública, fundamentalmente del sector
paraestatal multiplicándose el número de organis-
mos descentralizados y empresas de participación
estatal. Acorde con el propósito de la reforma adminis-
trativa y con los ordenamientos que de ella han surgido,
se hace necesario buscar fórmulas que permitan poner
una mayor atención y vigilar mejor las actividades de
dichas entidades.” 

“Con el fin de que el Congreso de la Unión coadyuve
de manera efectiva en las tareas de supervisión y
control que realiza el Poder Ejecutivo sobre las cor-
poraciones descentralizadas y empresas de partici-
pación estatal, se agrega al artículo 93 de la Constitu-
ción un nuevo párrafo, que, en caso de ser aprobado,
abre la posibilidad de que cualquiera de las dos Cáma-
ras pueda integrar comisiones que investiguen su fun-
cionamiento, siempre y cuando lo solicite la tercera par-
te de sus miembros tratándose de los Diputados, y de la
mitad si se trata de los Senadores. Esta facultad se tra-
ducirá en nuevos puntos de equilibrio entre la Admi-
nistración Pública y el Poder Legislativo.” 

“Los resultados de las investigaciones se harán del co-
nocimiento del Ejecutivo Federal; éste será el que de-
termine las medidas administrativas y el deslinde de
las responsabilidades que resulten. De esta manera se
conservan intactas las facultades del propio Ejecutivo,
relativas a la dirección del sector paraestatal de la Ad-
ministración Pública, sin que resulte quebrantado el
principio de separación de Poderes.”

El Ejecutivo planteó en aquella época, nuevos puntos de
equilibrio entre la Administración Pública y el Poder Le-
gislativo, encomendándose al primero el deslinde de las
responsabilidades en que hubiesen incurrido los servidores
públicos de la administración pública paraestatal, dejando
incólumes a sus secretarios de despacho. 

En el dictamen de las Comisiones Unidas de Estudios Le-
gislativos, y Primera de Puntos Constitucionales de la Cá-
mara de Diputados del 18 de octubre de 1977,3 sus inte-
grantes señalaban que la Iniciativa propuesta por el
Ejecutivo Federal, era una “medida altamente saludable”,
además de “una expresión más de la colaboración de los
Poderes y de su corresponsabilidad para resolver con efi-
cacia aspectos trascendentales de la administración públi-
ca”, por lo que no tuvieron inconvenientes en su aproba-
ción.

Por su parte, las Comisiones Unidas Segunda de Puntos
Constitucionales y de Estudios Legislativos, Primera Sec-
ción de la Cámara de Senadores,4 ratificaron el porcentaje
de la colegisladora, y en lugar de una tercera parte, apro-
baron como mínimo la cuarta parte para los diputados. 

Además, citando al Ejecutivo Federal, sostenían que:

“El imperativo de la participación del Estado está dado por
nuestra democracia social; de ahí todo el juego de posibili-
dades y alternativas tan amplias, riquísimas que tenemos y
podemos tener; la participación directa, reguladora del Es-
tado mediante sus leyes que pueden obligar y pueden pro-
hibir; se puede concertar y convenir; es dable fomentar,
propiciar, promover, estimular y desestimular es posible
actuar en forma descentralizada o actuar participando”.

“Dentro de estos principios se requiere que los organis-
mos o empresas públicas sean eficientes para el mejor
cumplimiento de sus objetivos y que sean administrados
con eficacia y probidad. Por tal razón, es muy impor-
tante que las Cámaras puedan vigilar su funciona-
miento”.

El Constituyente Permanente, consideró trascendental que
las cámaras del Congreso de la Unión vigilaran el funcio-
namiento de los organismos descentralizados y empresas
de participación estatal, con lo cual instauró un nuevo equi-
librio entre el Ejecutivo y el Legislativo, sin quebrantar la
división de poderes.

Así, en su momento, el desarrollo económico experimenta-
do por el país y el crecimiento de la Administración Públi-
ca, principalmente los organismos descentralizados y em-
presas de participación estatal, motivaron en 1977 la
creación de comisiones de investigación, tanto en la Cá-
mara de Diputados como en la de Senadores a efecto de
que coadyuvaran, en las tareas de supervisión y control de
tales organismos.

A casi cuatro décadas, la Administración Pública Federal,
centralizada y paraestatal, se ha transformado, amén de la
reciente creación de las Empresas Productivas del Estado y
un número creciente de órganos autónomos. 

El artículo 93 constitucional,5 dispone que las funciones de
control de la actividad gubernamental le corresponden al
Congreso de la Unión. En particular, a la Cámara de Dipu-
tados, órgano de carácter representativo, el Código Políti-
co de 1917 le atribuye diversas facultades para verificar la
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regularidad de la gestión administrativa del Estado, encon-
trándose, dentro de éstas, las denominadas “de investiga-
ción”, a través de las cuales los representantes de la nación
conocen el estado que guarda la Administración Pública
respecto a un determinado asunto, generando un juicio
propio que permite valorar la eficiencia y legalidad de la
actuación del gobierno.

La Representación nacional, ejerce funciones propias de
control sobre organismos descentralizados y empresas de
participación estatal mayoritaria que integran la Adminis-
tración Pública Federal, derivado de la atribución estable-
cida en el tercer párrafo del artículo 93 constitucional.

La Cámara de Diputados, sólo puede ejercer su facultad de
investigación,  tratándose de los organismos antes señala-
dos, por lo que su atribución se encuentra limitada.   

Una de las características de los Estados democráticos,
consiste en la facultad de los congresos para investigar las
actividades gubernamentales. En las democracias avanza-
das, se considera incluso que ese acto de control político
forma parte de los derechos de minoría parlamentarias.6

Los representantes de la nación se han convertido en sim-
ples testigos de los acontecimientos que sacuden al país, y
a lo más que pueden aspirar en la actualidad es a expresar
opiniones o puntos de vista, pero no a tomar decisiones, y
menos indagar acerca de hechos que afecten a sus repre-
sentados.7

Por lo antes expuesto, esta Soberanía debe contar con am-
plias facultades para indagar lo que aflige a sus ciudada-
nos, y poder recuperar así la confianza en nuestras institu-
ciones. La debilidad del Poder Legislativo mexicano ha
impedido una efectiva facultad de control sobre el Ejecuti-
vo y la administración pública en su conjunto,8 y desde
luego, al Poder Judicial de la Federación.

Este último poder, a pesar de la responsabilidad en que han
incurrido sus jueces, magistrados o ministros, así como los
integrantes del Consejo de la Judicatura, poco o nada ha
hecho al respecto; la administración de justicia, no poca
veces está al servicio de los menos, dejando en el desam-
paro a los más. 

El Código Político de 1917, no previó el estado de cosas
que aquejan hoy a la República, y que en nombre del bien
común, han despojado a la nación de su patrimonio y re-

cursos naturales, además de que sus servidores públicos se
han convertido en mercaderes de las rentas públicas.

El pueblo, en ejercicio de su soberanía, puede y debe im-
pedir los actos de corrupción e impunidad en que se en-
cuentra la Republica.

Morena, como grupo parlamentario, tiene el compromiso
de combatir y denunciar la corrupción, las injusticias, y los
abusos del poder donde quiera y contra quien sea, es por
ello que se plantea ampliar la competencia de las comisio-
nes de investigación e incluir, a la administración pública
centralizada y paraestatal, al Poder Judicial de la Federa-
ción y a los órganos autónomos.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta Soberanía, el siguiente proyecto de

Decreto por que reforma el artículo 93 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el artículo 93, párrafo terce-
ro, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos para quedar como sigue:

Artículo 93.- Los Secretarios del Despacho, luego que es-
té abierto el periodo de sesiones ordinarias, darán cuenta al
Congreso del estado que guarden sus respectivos ramos.

…

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus miembros,
tratándose de los diputados, y de la mitad, si se trata de los
Senadores, tienen la facultad de integrar comisiones para in-
vestigar el funcionamiento de la administración pública
federal, centralizada y paraestatal, de las Empresas Pro-
ductivas del Estado, así como del Poder Judicial de la Fe-
deración y de los órganos autónomos. Los resultados de
las investigaciones se harán del conocimiento del Ejecutivo
Federal y de las autoridades competentes.

…
…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 



Notas:

1 Cfr. Diario Oficial de la Federación del 6 de diciembre de 1977.

2 Cfr. Iniciativa decreto que reforma y adiciona los artículos 6, 41, 51,
52, 53, 54, 55, 60, 61, 65, 70, 73, 74, 76, 93, 97 y 115 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos presentada en la Cá-
mara de Diputados el 6 de octubre de 1977 por el Poder Ejecutivo; Dic-
tamen de Primera Lectura del 18 de octubre de 1977; Dispensa  de
Segunda Lectura y Debate en lo general del 19 de octubre de1977; De-
bate en lo particular del 20, 24 y 25 de octubre de 1977 en la Cámara
de Diputados; Dictamen de Primera Lectura del 3 de noviembre de
1977; Dispensa de Segunda Lectura y Debate en lo general del 4 de no-
viembre de 1977; Debate en lo particular del 11 de noviembre de 1977
en la Cámara de Senadores; Proyecto de Declaratoria del 1 de diciem-
bre de 1977 en la Cámara de Diputados y publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación del 6 de diciembre de 1977.

3 Cfr. Dictamen de las Comisiones Unidas de Estudios Legislativos y
Primera de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados de Pri-
mera Lectura del 18 de octubre de 1977.

4 Cfr. Dictamen de las Comisiones Unidas Segunda de Puntos Consti-
tucionales y de Estudios Legislativos, Primera Sección de la Cámara
de Senadores 3 de noviembre 1977.

5 Cfr. Artículo 93, párrafo tercero, que a la letra dice: Las Cámaras, a
pedido de una cuarta parte de sus miembros, tratándose de los dipu-
tados, y de la mitad, si se trata de los Senadores, tienen la facultad de
integrar comisiones para investigar el funcionamiento de dichos orga-
nismos descentralizados y empresas de participación estatal mayorita-
ria. Los resultados de las investigaciones se harán del conocimiento del
Ejecutivo Federal.

6 Doctor Diego Valadez, Reforma del 15 de septiembre de 2015, p. 10 

7 Ídem. Op. Cit. 

8 Donato-Mora, Cecilia, Instrumentos Constitucionales para el Control
Parlamentario. http://biblio.juridicas.unam.mx/revista/Cuestiones-
Constitucionales/numero/4/art/art4.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de dos
mil quince.— Diputada Araceli Damián González (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Damián. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada Veró-
nica Delgadillo García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma el artículo 186 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta.

La diputada Verónica Delgadillo García: Con su venia,
diputado presidente. Señoras y señores, “democracia es vi-
gencia de la libertad y los derechos, pero también existen-
cia de igualdad de oportunidades. Tenemos libertad, pero
nos falta la igualdad “. Raúl Alfonsín.

México, como otras tantas democracias contemporáneas,
ha fallado en la aplicación de muchos principios normati-
vos que cualquier teoría de la comunicación en la demo-
cracia indica.

Principios como la libertad e igualdad se han quedado en
formulaciones teóricas abstractas y muchas veces vacías.
Por ejemplo, la igualdad de oportunidad para encontrar un
empleo formal. La ruta que ha seguido el desarrollo eco-
nómico de nuestro país es, desde hace ya muchos años, in-
suficiente y desalentadora. El poco crecimiento combinado
con los bajos salarios afecta a millones de mexicanas y
mexicanos que cada día luchan por sacar a su familia ade-
lante.

El escenario se vuelve aún más desolador cuando a esta
fórmula se le incrementa el factor de discriminación labo-
ral por edad. Cada día resulta más complicado para una
persona mayor de 40 años encontrar un empleo digno que
le permita generar los ingresos suficientes para sacar ade-
lante a su familia, a sus dependientes y tener una plenitud
en el desarrollo de su vida.

Hombres y mujeres que han llegado a la edad de 40 años
llevan consigo el conocimiento de toda una vida, de una
profesión, de un oficio al que sólo se puede llegar a través
de la propia experiencia. A pesar de contar con la capaci-
dad física y mental para desempeñar una gran diversidad
de trabajos y de tareas, su edad se convierte en una fronte-
ra que vuelve inaccesible la posibilidad de seguir trabajan-
do de manera formal.

Una gran parte de las personas mayores de 40 años que
buscan empleo son discriminadas al ser condicionadas o al
negarse el derecho de trabajo por cuestiones de edad.
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Como lo ha establecido ya el Consejo Nacional para Pre-
venir la Discriminación, Conapred, y que ha dicho también
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establecer
un rango de edad para cubrir un trabajo, en un trabajo, es-
to es violar el derecho a la no discriminación laboral.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de la Dinámica De-
mográfica 2014, elaborada por el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía, INEGI, y el Consejo Nacional de Po-
blación, Conapo, nuestro país cuenta con al menos 6
millones de personas en un rango de edad que comprende
de los 40 a los 64 años de edad, es decir el 22.3 por ciento
de la población total de nuestro país.

Por tal motivo, resulta de vital importancia que esta LXIII
Legislatura se ocupe y no sólo se preocupe, de atender a lo
que un gran sector de la población económicamente activa
enfrenta cada día; la discriminación laboral por edad.

Excluir a personas por el solo hecho de su edad es una for-
ma de promover un mercado que sin duda vulnera la dig-
nidad del ser humano. Además hay que reconocer que la
discriminación es una constante forma de violencia, que le-
jos de contribuir a la cohesión social de nuestro país, lo se-
para, lo daña y lo lastima.

Esta iniciativa tiene por objeto dar el primer paso para erra-
dicar la discriminación por edad, específicamente en el ám-
bito laboral. Además, busca generar condiciones para que
las personas entre 40 y 64 años de edad puedan continuar
laboralmente activas, así como incentivar en mayor medi-
da la contratación de personas mayores de 65 años.

Todo esto al reformar el segundo párrafo del artículo 186
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, otorgando estímu-
los fiscales equivalentes al 25 y al 50 por ciento del salario
pagado respectivamente a las empresas que decidan en su
plantilla laboral incluir a estos dos grandes sectores de la
población.

Esta legislatura debe caracterizarse a través de una agenda
de trabajo seria y profunda, en el combate permanente a to-
das y cada una de las formas de desigualdad. La de Movi-
miento Ciudadano es y será la bancada de las causas justas.
Los diputados ciudadanos junto a millones de mexicanas y
mexicanos seguiremos dando nuestra lucha para construir
una sociedad incluyente y libre de cualquier tipo de discri-
minación que nos permite vivir a todos en el México que
alguna vez hemos soñado. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma el artículo 186 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, a cargo de la diputada Verónica Del-
gadillo García, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

La suscrita, Verónica Delgadillo García, diputada integran-
te del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en
la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del Pleno, la presente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el segundo párrafo del artículo 186 de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta , al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Una serie de programas sociales y políticas públicas se han
venido enfocando en la atención de las personas adultas
mayores, quienes indudablemente se encuentran dentro de
un grupo bastante vulnerable, vulnerabilidad que se ve
afectada de una manera exponencial cuando se combina
con factores de pobreza.

Al ser una persona adulta mayor, lo ideal sería esperar ver
reflejado el desempeño laboral en una jubilación plena y
sin preocupaciones económicas, pero la situación socio-
económica de nuestro país no ha podido alcanzar tan anhe-
lado objetivo.

A consecuencia de lo anterior aún existe una fuerza laborar
conformada por personas adultas mayores y que, por cues-
tiones de edad, cada vez les es más difícil poder acceder a
un trabajo formal, razón por la cual actualmente en la Ley
del Impuesto Sobre la Renta existen un tipo de estímulo
fiscal para aquellas empresas que contraten a personas de
65 años y más.

Desafortunadamente las empresas formales continúan pre-
firiendo la contratación de personas jóvenes y con expe-
riencia, lo cual no solo llega a afectar a aquellas personas
de 65 años o más, sino que también a las personas que pa-
saron de los 40 años, ya que es muy difícil encontrar algu-
na oferta de trabajo que no pida como requisito estar den-
tro de un rango de edad en particular.  

“Al igual que los jóvenes, los adultos mayores se han vis-
tos fuertemente afectados por la falta de oportunidades de
empleo estable y bien remunerado que actualmente carac-



terizan al mercado laboral mexicano. No obstante, 30.8% de
adultos mayores continúa trabajando o en busca de trabajo.
Lo anterior no responde, en gran parte, a una decisión vo-
luntaria, sino principalmente a una necesidad económica.”i

Dentro del foro de organizaciones no gubernamentales y la
segunda Asamblea Mundial de las Naciones Unidas sobre
Envejecimiento, fueron presentadas las propuestas e inicia-
tivas para la seguridad económica de los adultos mayores
en América Latina y el Caribe.

Proponiéndose diferentes acciones en concreto, como in-
cluir garantizar una protección social adecuada y un ingre-
so mínimo, así como facilitar el acceso al crédito y empleo,
con el simple objetivo de promover una reinserción labo-
ral.  

De dicho documento sería trascendente citar algunas de las
visiones que se tienen sobre el papel que desempeñan los
adultos mayores, y que representan una mayor relevancia
si se analiza el rumbo demográfico en el cual se dirige
nuestro país. 

“Todavía en algunos países de la región se sigue conci-
biendo a los adultos mayores en situación de mayor vul-
nerabilidad como simples objetos sociales los cuales de-
ben ser atendidos mediante programas
asistencialistas.”ii

“Esta concepción ha llevado en el pasado a la formula-
ción errónea de políticas gubernamentales de carácter
paternalista que invisibilizan al adulto mayor como un
verdadero sujeto social capaz de seguir contribuyendo a
la familia, la comunidad y la sociedad en general.”iii

“Para ingresar al debate de las políticas públicas y se-
guridad económica a favor de los adultos mayores, de-
bemos reconocer y aceptar que las personas mayores se-
guimos siendo sujetos sociales con derecho a participar
en la actividad económica de nuestras comunidades y de
decidir en forma independiente sobre los asuntos que
nos conciernen.”iv

Es de señalar que el fondo de la presente iniciativa no es
catalogar a las personas que se encuentran entre los 40 y 64
años de edad como adultos mayores, pero si destacar que
para cuestiones laborales existe una discriminación similar
en el momento de contratación, ya que en la inmensa ma-
yoría de las ofertas laborales imponen como requisito ran-
gos de edad menores. 

El presente proyecto de decreto se fundamenta en lo esta-
blecido principalmente por el quinto párrafo del artículo
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, el cual establece que queda […] “prohibida toda
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las prefe-
rencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o me-
noscabar los derechos y libertades de las personas.”[…] 

Aunado a que en el mismo artículo en su primer párrafo se
señala que en México […] “todas las personas gozarán de
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y
en los tratados internacionales de los que el Estado Mexi-
cano sea parte, así como de las garantías para su protec-
ción, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse”
[…]v

Por lo que este Poder Legislativo, […]  “en el ámbito de
sus competencias, tienen la obligación de promover, respe-
tar, proteger y garantizar los derechos humanos de confor-
midad con los principios de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad.” […]vi

Así como por la obligación establecida en el segundo pá-
rrafo del  artículo 25 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos: […] El Estado velará por la esta-
bilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero
para coadyuvar a generar condiciones favorables para el
crecimiento económico y el empleo. […]

El fundamento legal del combate a la discriminación, cla-
ramente establecido en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, también se replica en sus leyes
federales, como es el caso de la Ley Federal para Prevenir
y Eliminar la Discriminación, donde se define como […]
“toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que,
por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea obje-
tiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resulta-
do obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos
y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes
motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cul-
tura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la con-
dición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la
apariencia física, las características genéticas, la situación
migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las prefe-
rencias sexuales, la identidad o filiación política, el estado
civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares,
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el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro moti-
vo” […]

En el mismo sentido de lo anterior, a nivel internacional
podemos encontrar en la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos que […] “todos los seres humanos nacen
libres e iguales en dignidad y derechos” […]vii y particu-
larmente en su artículo 23 el cual señala que […] “toda per-
sona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su tra-
bajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y
a la protección contra el desempleo” […] incluyendo:
[…]“una remuneración equitativa y satisfactoria, que le
asegure, así como a su familia, una existencia conforme a
la dignidad humana” […]viii

El simple hecho de que exista una protección tácita respec-
to a la igualdad de derechos y oportunidades de las perso-
nas, prohibiendo en todo momento cualquier tipo de dis-
criminación incluida la ocasionada en cuestiones laborales
por la edad, se corrobora el gran sentir de muchos mexica-
nos que se encuentran en una edad donde es casi imposible
obtener algún trabajo.

Ya que cada vez es más común encontrarse con una oferta
laboral con requisitos específicos de edad, donde muchas
veces no son demandados los servicios de personas que se
encuentran por arriba de los cuarenta años de edad, dejan-
do fuera a una fuerza laboral que demanda mejores condi-
ciones laborales.

México se caracteriza por tener una población inmensa-
mente joven donde el cincuenta por ciento son personas
menores de veintisiete años, según datos arrojados por la
“Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica 2014”
por parte del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
en conjunto con el Consejo Nacional de Población.

En dicha encuesta podemos encontrar que a pesar de que
México tiene un gran bono demográfico, por la gran nú-
mero de niños y jóvenes, el país también se encuentra den-
tro de una tendencia ligera de envejecimiento, del 2010 al
2014 el porcentaje de personas de 30 a 59 años de edad ha
aumentado, de un 34.4 a 36.6 por ciento, de igual forma es-
tá sucediendo con las personas que tienen 60 años y más,
pasando de un 9.1 a 10.9 por ciento.ix

También podemos encontrar que en el país hay un poco
más de 37 millones de personas que tienen más de 40 años
de edadx quienes representan un 30.96% de los mexicanos;
y que para términos específicos de la presente iniciativa es

de señalar que hay 29 millones 76 mil personas en el ran-
go de 40 y 64 años de edad y quienes representan al 24.28
por ciento de la población.

En el entendido de que las personas de 40 a 64 años se en-
cuentran todavía catalogadas como en una edad económi-
camente activa; que representa gran porcentaje de la mis-
ma población con un casi 25 por ciento; y que
indudablemente aquellos mexicanos forman parte de una
gran demanda laboral donde su principal objetivo es obte-
ner un bienestar e incremento en su calidad de vida se pro-
pone lo siguiente.

Actualmente podemos encontrar el siguiente texto vigente
en la Ley del Impuesto Sobre la Renta:

“Artículo 186. El patrón que contrate a personas que pa-
dezcan discapacidad motriz y que para superarla requie-
ran usar permanentemente prótesis, muletas o sillas de
ruedas; mental; auditiva o de lenguaje, en un ochenta
por ciento o más de la capacidad normal o tratándose de
invidentes, podrá deducir de sus ingresos, un monto
equivalente al 100% del impuesto sobre la renta de es-
tos trabajadores retenido y enterado conforme al Capí-
tulo I del Título IV de esta Ley, siempre y cuando el pa-
trón esté cumpliendo respecto de dichos trabajadores
con la obligación contenida en el artículo 12 de la Ley
del Seguro Social y además obtenga del Instituto Mexi-
cano del Seguro Social el certificado de discapacidad
del trabajador.”

“Se otorgará un estímulo fiscal a quien contrate adultos
mayores, consistente en el equivalente al 25 % del sala-
rio efectivamente pagado a las personas de 65 años y
más. Para estos efectos, se deberá considerar la totalidad
del salario que sirva de base para calcular, en el ejerci-
cio que corresponda, las retenciones del impuesto sobre
la renta del trabajador de que se trate, en los términos
del artículo 96 de esta ley.”

La propuesta se centra en el segundo párrafo del artículo
anteriormente citado, respecto al porcentaje que se puede
acceder como estímulo fiscal para aquellos patrones que
contraten a personas adultas mayores considerando dos
rangos de edad, de 40 a 64 años y de 65 y más.

Para el primer rango de edad se propone que los patrones
que contraten a personas entre las edades de 40 a 64, pue-
dan acceder a un estímulo fiscal equivalente al 25 por cien-
to del salario efectivamente pagado y al 50 por ciento del



salario efectivamente pagado a las personas de 65 años y
más.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su considera-
ción, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el segundo párrafo del artículo
186 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta

Artículo Único: Se reforma el párrafo segundo del artícu-
lo 186 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para quedar
de la siguiente forma:

Artículo 186. El patrón que contrate a personas que pa-
dezcan discapacidad motriz y que para superarla requieran
usar permanentemente prótesis, muletas o sillas de ruedas;
mental; auditiva o de lenguaje, en un ochenta por ciento o
más de la capacidad normal o tratándose de invidentes, po-
drá deducir de sus ingresos, un monto equivalente al 100%
del impuesto sobre la renta de estos trabajadores retenido y
enterado conforme al Capítulo I del Título IV de esta ley,
siempre y cuando el patrón esté cumpliendo respecto de di-
chos trabajadores con la obligación contenida en el artícu-
lo 12 de la Ley del Seguro Social y además obtenga del
Instituto Mexicano del Seguro Social el certificado de dis-
capacidad del trabajador. 

Se otorgará un estímulo fiscal a quien contrate adultos ma-
yores, consistente en el equivalente al 25 por ciento del
salario efectivamente pagado a las personas de 40 a 64
años y 50 por ciento del salario efectivamente pagado a
las personas de 65 años y más. Para estos efectos, se de-
berá considerar la totalidad del salario que sirva de base pa-
ra calcular, en el ejercicio que corresponda, las retenciones
del impuesto sobre la renta del trabajador de que se trate,
en los términos del artículo 96 de esta ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Los estímulos fiscales aplicados al salario efec-
tivamente pagado establecidos en el presente decreto, serán
aplicables a los nuevos empleos generados a partir de la en-
trada en vigor de éste decreto.  

Tercero. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Notas:

i Vejez: ¿un reto o una oportunidad para la ciudad de México?,  Ana
Paula Flores, septiembre 2013.

ii Propuestas e Iniciativas para la Seguridad Económica de los Adultos
Mayores en América Latina y el Caribe, Centro de Orientación Socio-
Legal del Adulto Mayor, La Paz, Bolivia www.cepal.org

iii Ibídem.

iv Ibídem.

v Artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, consultado en www.diputados.gob.mx el día 17 de agosto de
2015.

vi Ibídem.

vii Artículo 1° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos
www.un.org

viii Artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos
www.un.org

ix Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica (ENADID)
2014www.inegi.org.mx

x Indicadores Sociodemográficos www.conapo.gob.mx

Poder Legislativo de San Lázaro, a 1o. de septiembre de 2015.— Dipu-
tados: Verónica Delgadillo García, María Luisa Beltrán Reyes, Jona-
dab Martínez García, Pedro Garza Treviño (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Delgadillo. Túrnese a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada Karina…

El diputado Jonadab Martínez García (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Jonadab Martínez.

El diputado Jonadab Martínez García (desde la curul):
Señor presidente, con su venia. Creo que el tema de discri-
minación por edad es un problema que a todos nos debe to-
mar en cuenta. Si hiciéramos una encuesta de quienes con-
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formamos esta Cámara, la mayoría tiene más de 35 años de
edad, y si saliera a buscar trabajo después de esta Cámara
seguramente no lo encontraría por un tema de discrimina-
ción y lamentablemente no por habilidades y capacidad.

Por eso es que la bancada de Movimiento Ciudadano le pi-
de permiso a la diputada Verónica Delgadillo, para suscri-
bir esta iniciativa en contra de la discriminación que sufren
muchísimos mexicanos como factor simplemente de la
edad. Muchas gracias, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado. La diputada manifiesta su asentimiento.
Entonces, está a disposición de quienes quieran suscribir la
iniciativa presentada aquí en la Secretaría de la Mesa Di-
rectiva.

LEY AGRARIA Y LEY DE DESARROLLO RURAL
SUSTENTABLE

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Ahora tiene la palabra por cinco minutos la diputada Kari-
na Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 6o. de la Ley Agraria y 32 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

La diputada Karina Sánchez Ruiz: Con la venia de la
Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores, bue-
nas tardes. El motivo de esta intervención es para presentar
mi iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 6o. de la Ley Agraria y el párrafo segundo del
artículo 32 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Comenzaré mi intervención presentando un dato que nos
muestra las condiciones del campo en México. De los 55.3
millones de personas que viven en pobreza, el 61.1 por
ciento pertenece a la población rural. Es una situación que
nos preocupa.

El rezago del campo, sin dejar de señalar la falta de mo-
dernización, la baja productividad, el desgaste y la conti-
nua caída del rendimiento de la tierra, acompañado del ba-
jo nivel educativo de los campesinos, son factores que han
generado problemas en los grupos que trabajan en el cam-
po.

La edad promedio de la población económicamente activa
en el país es de 38 años. Sin embargo, en el sector rural es
de 55, nuestro campo nos indica que está envejeciendo. Se-
gún la Encuesta Nacional Agropecuaria del INEGI, el 36
por ciento de los más de 3 millones de productores tienen
entre 46 y 60 años, y un 28 por ciento entre 61 y 75 años.
Esto es, 0.8 por ciento de los productores tienen menos de
26 años, y 23.4 por ciento tiene entre 26 y 45 años.

Los jóvenes, señoras y señores, han abandonado el campo
porque no lo encuentran atractivo ni tampoco productivo ni
lo ven como una oportunidad para su desarrollo. No es una
exageración decir el día de hoy que el campo envejece y
que ha habido un abandono a todas y todos los productores
del campo. En cuanto al género, también las diferencias
son enormes. Según la misma encuesta solo el 15.1 por
ciento de los productores son mujeres.

No podemos pensar que las mujeres no pueden, en el ám-
bito rural, encontrar un espacio de trabajo. Al contrario,
muchas de las mujeres son las que realizan el trabajo en el
campo en las comunidades indígenas.

Por lo anterior, en el Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za estamos conscientes que el campo es un sector olvida-
do, con fuertes rezagos tecnológicos, económicos y tam-
bién sociales. Eso es lo que nos ha llamado la atención para
presentar esta iniciativa que lo que busca es hacer que los
programas de este sector tengan una política más incluyen-
te, buscando la eliminación de desigualdades en el desa-
rrollo y modernización.

Por ello, una de las prioridades de las políticas públicas con
las cuales se pretende incentivar en esta iniciativa es que el
sector agrícola nacional debe ser o debe contar con una
construcción de mayor igualdad de oportunidades para el
conjunto de la población.

Impulsar la inclusión social en el sector que brinde oportu-
nidades de participación y que al mismo tiempo llegue a in-
centivar para que los grupos vulnerables, tales como lo son
los jóvenes, las mujeres y las personas con alguna discapa-
cidad puedan ser parte de este sector con mejores oportu-
nidades.

La importancia de esta iniciativa tiene como finalidad que
los programas de apoyo directo al campo cuenten con in-
centivos para que aquellos productores hagan partícipes de
sus proyectos a los jóvenes, a las mujeres y a las personas
con discapacidad. A los productores hay que darles las he-



rramientas, los elementos básicos para que sean incluyen-
tes y se beneficie a los grupos vulnerables. Eso es un deber
de nosotros como legisladores.

Es por ello que Nueva Alianza considera imprescindible
que se dé un verdadero impulso a la producción agrícola
del país. Por las consideraciones expuestas someto a consi-
deración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 6 de la
Ley Agraria y el párrafo segundo del artículo 32 de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable, con la finalidad de pre-
sentar y de dar alternativas de mejores oportunidades para
los grupos vulnerables y sobre todo a nuestro campo mexi-
cano, el cual cada día ha sido más abandonado. Por su aten-
ción, muchas gracias. Es cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 6o. de la Ley Agraria
y 32 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo de
la diputada Karina Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza

La que suscribe, Karina Sánchez Ruiz, diputada federal del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la LXIII legis-
latura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo
establecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía, la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se
reforma el artículo 6 de la Ley Agraria y el párrafo segun-
do del artículo 32 de la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble al tenor del siguiente

Exposición de Motivos

México cuenta con un territorio nacional de 196 millones
de hectáreas, de las cuales 145 millones se dedican a la ac-
tividad agropecuaria, colocando a la agricultura en un nivel
de importancia que debería ser considerada en nuestro pa-
ís, debido a las múltiples repercusiones que tiene en las
áreas económicas, sociales y ambientales determinando
su desarrollo que es mucho mayor de lo que indica el PIB
nacional, que señala de apenas 2.1 por ciento de acuerdo a
datos del Inegi.

En México son cuatro las formas existentes de explotación
de la tierra: la propiedad privada, conocida constitucional-
mente como pequeña propiedad; la propiedad ejidal, la co-
munal y finalmente, los terrenos nacionales y baldíos.

¿Pero cuáles son algunos de los problemas que impac-
tan a los grupos vulnerables vinculados al campo?

Primero es menester señalar que la apertura económica ha
sido un elemento determinante en el rezago del campo, sin
dejar de señalar la falta de modernización, la baja produc-
tividad, el desgaste y la caída continúa del rendimiento de
la tierra, acompañado del bajo nivel educativo de los cam-
pesinos. Circunstancias en la mayoría de las veces provo-
cadas por los gobiernos en turno. Estos elementos entre
otros, desde hace muchos años han venido debilitando las
unidades económicas solidarias y sus activos productivos.
Consecuencia de privilegiar el ordenamiento macroeconó-
mico como un patrón de desarrollo el que solo crea círcu-
los perversos de pobreza.

El cambio climático, al que nuestro país no es ajeno, ha
provocado el aumento de las sequias causando interrupcio-
nes en la producción de alimentos. Sumado a que México
con más del 60 por ciento de su superficie es árida o se-
miárida. El 74 por ciento de la superficie agrícola se culti-
va en temporal y sólo el 26 por ciento de la superficie cul-
tivada cuenta con riego. Por lo que no es casualidad que en
las áreas rurales haya crecido el abandono del campo por
parte del campesino por hacer producir sus tierras, migran-
do a otros países para convertirse en mano de obra del sec-
tor manufacturero. 

Aunado a que la población rural busca alternativas a través
de actividades diferentes a la agricultura, como el comer-
cio local, la artesanía, la extracción de materiales, el ecotu-
rismo, los servicios ambientales o el trabajo asalariado en
diversas ocupaciones, entre otras.

Entre otro de los problemas en torno al campo, como los
mencionados, enfrenta el envejecimiento de su población:
cerca de 60 por ciento de los productores agropecuarios tie-
ne más de 60 años, lo que los mantiene debajo de la línea
de bienestar.

Que de acuerdo a la encuesta nacional agropecuaria que
elabora el Inegi, 36 por ciento (1 millón 357 mil producto-
res) de los 3 millones 798 mil tiene de 46 a 60 años. En tan-
to, 28 por ciento (1 millón 110 mil) tiene entre 61 y 75
años, El 9.4 por ciento (36 mil) de los productores agríco-
las y ganaderos tiene entre 76 a 85 años y 1.5 por ciento (55
mil 942) es mayor de 85 años. En contraste, apenas 0.8 por
ciento (31 mil 533) de los productores tiene menos de 26
años, y 23.4 por ciento (888 mil) tiene entre 26 y 45 años.
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A su vez de acuerdo a otro dato, únicamente el 1.5 por
ciento del financiamiento total de la economía se canaliza
al sector rural y sólo el 6 por ciento de las unidades de pro-
ducción agropecuaria, tienen acceso al crédito institucio-
nal.

Por otro lado se estima que cuando menos el 10 por ciento
de los mexicanos vive con alguna discapacidad física,
mental o sensorial. Por esta razón se debe promover la in-
corporación de las personas en situación de vulnerabilidad
en los diferentes programas sociales vinculados al campo
que se llevan a cabo en los tres órdenes de gobierno. Todo
esto repercutiendo directamente en la baja productividad e
incluso el abandono de la tierra.

Sin embargo, la agricultura sigue siendo predominante en
el campo mexicano según la FAO, sobre todo entre la po-
blación más pobre, donde representa 42 por ciento del in-
greso familiar.

Entonces es necesario fortalecer la coordinación de la Ad-
ministración Pública Federal con los gobiernos estatales y
municipales, con el propósito de brindar un apoyo lo más
integral posible.

De la misma forma, estructurar un proceso de armoniza-
ción legislativa y programática a fin de que las Personas en
condiciones de vulnerabilidad tengan una mejor oportuni-
dad de inclusión en el país, para beneficio de este colecti-
vo y de la sociedad mexicana.

En consecuencia, en el Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, conscientes que el campo es un sector olvidado,
con fuertes rezagos tecnológicos, económicos y sociales.

Presentamos esta iniciativa que busca hacer de los progra-
mas del sector, una política más incluyente y la búsqueda
de la eliminación de desigualdades, su desarrollo y moder-
nización.

Fundamento

La Ley General de Desarrollo Social en su artículo 5, frac-
ción VI, que a la letra dice:

Artículo 5. …

VI. Grupos sociales en situación de vulnerabilidad:
Aquellos núcleos de población y personas que por dife-
rentes factores o la combinación de ellos, enfrentan si-

tuaciones de riesgo o discriminación que les impiden al-
canzar mejores niveles de vida y, por lo tanto, requieren
de la atención e inversión del Gobierno para lograr su
bienestar.

En virtud de este ordenamiento, es de vital importancia que
las políticas públicas del sector rural, sean encaminadas a
erradicar la desigualdad y fomentar el trabajo digno y bien
remunerado en todas las áreas de la producción de cultivos
a nivel nacional.

Incentivando la integración de los grupos vulnerables al
sistema de producción agrícola y permitiendo una mayor
capacidad de inversión de las familias rurales que a su vez
generen un mayor dinamismo del sector primario.

Por lo que una de las prioridades de las políticas públicas
enfocadas al sector agrícola nacional debe ser la construc-
ción de una mayor igualdad de oportunidades para el con-
junto de la población. Entendiendo lo crucial impulsar la
inclusión social en el sector, que brinde oportunidades de
participación y que al mismo tiempo la incentive, para que
grupos vulnerables tales como jóvenes, mujeres y personas
con discapacidades puedan ser parte del sector con mejores
oportunidades.

En Nueva Alianza comprendemos la importancia del tema
lo que nos lleva a pugnar por una mejor distribución de los
recursos en el sector agrícola y las prontas acciones del go-
bierno para erradicar las desigualdades en el campo mexi-
cano, fomentando la participación de los grupos vulnera-
bles.

Es por ello, que presentamos esta iniciativa con la finalidad
de que los programas de apoyo directo al campo cuenten
con incentivos para aquellos productores que hagan partí-
cipe de sus proyectos a los jóvenes, mujeres y personas con
discapacidad. De esta forma, combatiendo directamente
problemas como la desigualdad, la migración y la falta de
oportunidades en el sector agrícola nacional, impulsaremos
el desarrollo integral del país no solo para lograr que el sec-
tor se vuelva inclusivo, sino que se dé cuenta de una reno-
vación generacional y tecnológica del campo mexicano.

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de dipu-
tada federal, integrante del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
establecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como



en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración del pleno de
esta soberanía, la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 6 de la Ley
Agraria, y el párrafo segundo del artículo 32 de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como si-
gue:

Artículo Primero. Se reforma el artículo 6 de la Ley Agra-
ria, 

Artículo 6o. Las dependencias y entidades competentes de
la administración pública federal buscarán establecer las
condiciones para canalizar recursos de inversión y crediti-
cios que permitan la capitalización del campo; fomentar la
conjunción de predios y parcelas en unidades productivas;
propiciar todo tipo de asociaciones con fines productivos
entre ejidatarios, comuneros y pequeños propietarios y
cualquiera de éstos entre sí; promover la investigación
científica y técnica y la transferencia de sus resultados en-
tre todos los productores rurales; apoyar la capacitación,
organización y asociación de los productores para incre-
mentar la productividad y mejorar la producción, la trans-
formación y la comercialización; asesorar a los trabajado-
res rurales; y llevar a cabo las acciones que propicien el
desarrollo social y regionalmente equilibrado del sector ru-
ral; y fomentar e incentivar la inclusión de los grupos
sociales en situación de vulnerabilidad en toda la cade-
na de producción agrícola.

Segundo.

Artículo 32. Las acciones y programas que se establezcan
para tales propósitos se orientarán a incrementar la produc-
tividad y la competitividad en el ámbito rural, a fin de for-
talecer el empleo y elevar el ingreso de los productores; a
generar condiciones favorables para ampliar los mercados
agropecuarios; a aumentar el capital natural para la pro-
ducción, y a la construcción y consolidación de empresas
rurales, y al fomento a la participación inclusiva de los
grupos sociales en situación de vulnerabilidad en el sec-
tor productivo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Karina Sánchez Ruiz, Alejandro Armenta Mier, Ana Leticia
Carrera Hernández, Andrés Fernández del Valle Laisequilla, Araceli
Saucedo Reyes, Armando Luna Canales, Armando Soto Espino, Blan-
ca Margarita Cuata Domínguez, Carlos Barragán Amador, Carlos Sa-
rabia Camacho, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Claudia Villanueva
Huerta, Cristina Ismene Gaytán Hernández, Cristina Sánchez Coronel,
David Aguilar Robles, David Mercado Ruiz, Delia Guerrero Corona-
do, Erika Irazema Briones Pérez, Eva Florinda Cruz Molina, Flor Án-
gel Jiménez Jiménez, Francisco Alberto Torres Rivas, Guadalupe Gon-
zález Suástegui, Guadalupe Hernández Correa, Heidi Salazar
Espinosa, Irma Rebeca López López, Isaura Ivanova Pool Pech, Iveth
Bernal Casique, J. Guadalupe Hernández Alcalá, Javier Octavio He-
rrera Borunda, José Antonio Estefan Garfias, Leonardo Amador Ro-
dríguez, Luis de León Martínez Sánchez, María del Carmen Pinete
Vargas, María García Pérez, María Gloria Hernández Madrid, María
Luisa Beltrán Reyes, María Monserrath Sobreyra Santos, María Sole-
dad Sandoval Martínez, Natalia Karina Barón Ortiz, Omar Noé Ber-
nardino Vargas, Ramón Bañales Arámbula, Rosa Guadalupe Chávez
Acosta, Sasil Dora Luz de León Villard, Timoteo Villa Ramírez, Tomás
Octaviano Félix, Virgilio Mendoza Amezcua, Yarith Tannos Cruz, Yo-
landa de la Torre Valdez (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Sánchez. Túrnese a las Comisiones
de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural, para dicta-
men.

La diputada Natalia Karina Barón Ortiz (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Karina.

La diputada Natalia Karina Barón Ortiz (desde la cu-
rul): Muchas gracias, diputado. Pedirle permiso a la dipu-
tada Karina, que acaba de presentar esta importante inicia-
tiva, que mucho va a contribuir para evitar el tema de
migración en las zonas rurales del país y fortalecer preci-
samente a los productores para que tengan mejores ingre-
sos y que los agronegocios lleguen y el campo pueda ser
negocio.

Si me lo permite, quisiera adherirme a su iniciativa, dipu-
tada Karina.

La diputada Karina Sánchez Ruiz (desde la curul): Por
supuesto, diputada.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
La diputada proponente manifiesta su asentimiento, dipu-
tada Barón, y entonces está a disposición aquí para quienes
quieran suscribirla en la Secretaría de la Mesa Directiva.
Gracias.

La diputada Eva Florinda Cruz Molina (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Igualmente, sonido en la curul de la diputada Eva Cruz.

La diputada Eva Florinda Cruz Molina (desde la curul):
Gracias, señor presidente. También para lo mismo, para
sumarnos con la diputada Karina. Y Oaxaca necesita tanto
y así como los demás diputados que estamos aquí, que per-
tenecemos al sur sureste, vamos juntos para el campo de
todos los estados donde más cosechan y tengan buen pre-
supuesto los campesinos, para darles buena cosecha, por-
que es de donde nosotros los mexicanos nos alimentamos,
de las cosechas del campo. La del Huipil, estamos contigo,
Karina. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Cruz.

El diputado Leonardo Rafael Guirao Aguilar (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Leonardo Guirao.

El diputado Leonardo Rafael Guirao Aguilar (desde la
curul): Me adhiero a la propuesta, mencionando que la pla-
taforma de vida de los mexicanos es el campo, que el gran
granero en donde nosotros no somos mazorcas es lo mis-
mo. Y no es que el campo esté envejeciendo, sino que los
que labran los surcos no tienen otra alternativa. Gracias.

La diputada Rosa Guadalupe Chávez Acosta (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. Sonido en la curul de la diputada Guadalupe Chá-
vez.

La diputada Rosa Guadalupe Chávez Acosta (desde la
curul): Primero que nada felicitar a la diputada Karina por
este importante tema, y a nombre de los migrantes hidal-

guenses me sumo y le pido me permita adherirme a su pro-
puesta. Es cuanto, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Chávez. Estando manifiesto el asenti-
miento de la diputada proponente, reiteramos que en la
Mesa Directiva, en la Secretaría, está a disposición de quie-
nes quieran suscribirla.

Proceda la Secretaría a dar lectura al acuerdo de la Junta de
Coordinación Política.

ACUERDOS DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos. — Cá-
mara de Diputados.— LXIII Legislatura.— Junta de Coor-
dinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se
aprueban diversas actividades durante el mes de octubre,
con motivo de la sensibilización sobre el cáncer de mama.

La Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 33,
numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, presenta a consideración del
Pleno el siguiente:

Acuerdo

Único. Con el propósito de sumarse a la conmemoración
del mes de la sensibilización sobre el cáncer de mama, es-
ta soberanía instruye a la Secretaría General para que, du-
rante el mes de octubre, instale en el recinto legislativo uni-
dades médicas móviles para la realización gratuita de
mastografías, e implemente programas de carácter perma-
nente para la prevención, atención y detección oportuna del
cáncer de mama, en beneficio de todas las mujeres que la-
boran en esta Cámara de Diputados.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de
2015.— Diputado César Octavio Camacho Quiroz (rúbrica), Presiden-
te y  Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; diputado Marko Antonio Cortés Mendoza (rúbrica p.a.),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;



diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica), Coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; diputado Je-
sús Sesma Suárez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México; diputada Norma Rocío Nahle
García (rúbrica), Coordinadora del Grupo Parlamentario de Movi-
miento de Regeneración Nacional; diputado José Clemente Castañeda
Hoeflich (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano; diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbrica),
Coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; diputado
Alejandro González Murillo (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Par-
lamentario del Partido Encuentro Social.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Consulte la Secretaría a la asamblea en votación económi-
ca si se aprueba.

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: En
votación económica se pregunta si se aprueba. Las diputa-
das y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse ma-
nifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría
por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado. Comuníquese. 

Sonido en la curul de la diputada Karina Padilla por favor.

La diputada Karina Padilla Ávila (desde la curul): Gra-
cias, presidente. Hacer un reconocimiento y agradecer la
sensibilidad a la Junta de Coordinación por el apoyo a este
acuerdo, que fue una solicitud que realicé a nombre de la
fracción del Partido Acción Nacional. Así también como
hacer el reconocimiento a la solidaridad y el apoyo de to-
das las mujeres de esta Cámara. Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Padilla.

Damos la bienvenida a amigos provenientes de los munici-
pios de Ciudad de Hidalgo e Irimbo, Michoacán, invitados
por el diputado Antonio Martínez Soto; igualmente a alum-
nos y profesores del Instituto para la Educación Integral del
Bachiller, del municipio de Toluca, invitados por la dipu-
tada Martha Hilda González Calderón; y también saluda-
mos la presencia del presidente municipal de Tuxpan, Na-
yarit, Salvador Saldaña Barrera, invitado por el diputado
Gianni Raúl Ramírez Ocampo. Sean todas y todos ustedes
bienvenidos a este recinto parlamentario.

INICIATIVAS

LEY FEDERAL DE DERECHOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada Érika Lo-
rena Arroyo Bello, del Grupo Parlamentario del PRI, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 23 de la Ley Federal de Derechos.

La diputada Érika Lorena Arroyo Bello: Muchas gra-
cias, señor presidente. Con las potestades que me otorga la
ley y con su venia. Acudo a esta máxima tribuna a presen-
tar una iniciativa de reforma a la Ley de Derechos, misma
que permitirá extender las bondades de Septiembre Mes
del Testamento, a los mexicanos que se encuentran en el
extranjero.

El testamento es un instrumento que deja constancia de la
voluntad de una persona al momento de fallecer. En él los
propietarios de los bienes disponen y los distribuyen con-
forme a sus deseos. Como lo define el Código Civil, es un
acto personalísimo, revocable y libre.

Muchas son las bondades que tiene suscribir un testamen-
to: el otorgar certeza jurídica sobre los bienes, el evitar
conflictos familiares, así como el de respetar la voluntad
del testador.

En los últimos años a través de la iniciativa del gobierno
federal y los colegios de notarios, a quien debo reconocer
su esfuerzo, se ha implementado en septiembre el Mes del
Testamento, en el cual los fedatarios públicos reducen los
costos para quienes suscriben su última voluntad.

Derivado de lo anterior, en el año 2012, más de 230 mil
personas dieron avisos por testamentos, de los cuales, la
mitad se realizaron en los meses de septiembre y octubre.
Esto nos demuestra que los mexicanos hemos respondido
al estímulo que atinadamente se diseñó.

Es importante reforzar esfuerzos para que todos los mexi-
canos y las mexicanas donde quiera que se encuentren, ten-
gan las facilidades para realizar su testamento, que las
fronteras materiales no sean obstáculo para brindar seguri-
dad jurídica y certeza sobre los bienes de las personas, y
ello nos hace pensar en los más de 12 de millones de pai-
sanos que radican en otro país, y esto con base a los que
han acudido a realizar algún trámite oficial, seguramente
son mucho más.
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Ellos y ellas también merecen tener las facilidades y los es-
tímulos para plantar su última voluntad. Si bien, nuestras
oficinas consulares están facultadas para prestar servicios
notariales, poco ha permeado esta práctica.

Los procesos testamentarios en el extranjero son servicios
que prestar los cónsules a los connacionales en nombre del
Estado mexicano, en estos procesos los representantes con-
sulares fungen como fedatarios públicos, dando validez a
los testamentos, caso en el cual el cobro de derechos viene
estipulado en la ley federal.

Por tanto, para poder hacer extensivos los beneficios de los
que gozan en territorio nacional y para invitar a ser parte de
esta responsable práctica, es que se hace necesario refor-
mar la Ley Federal de Derechos, en su artículo 23.

Segura estoy que con esta modificación y con un atinada
estrategia de difusión, se podrá lograr que más paisanos y
paisanas suscriban un testamento. Cabe mencionar que la
Ley del Servicio Exterior determina que los recursos reca-
bados por estos conceptos, se instrumentan en un fondo pa-
ra programas de repatriación a personas en condiciones
vulnerables, atención y asesoría jurídica, así como de pro-
tección consulares.

De igual manera, en campañas de seguridad para migran-
tes, así que de incrementarse los suscriptores, se aumenta-
rían también los montos obtenidos, y de igual manera los
que pueden aplicar a los programas mencionados, sin per-
der de vista el punto principal, el de brindar certeza y jurí-
dica, no solamente a los migrantes, sino también a sus fa-
milias. Hagamos lo posible. Es cuanto, señor presidente.
Pido se incluya el texto íntegro de la iniciativa.

«Iniciativa que reforma el artículo 23 de la Ley Federal de
Derechos, a cargo de la diputada Érika Lorena Arroyo Be-
llo, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada Erika Arroyo Bello, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo establecido por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea, el siguiente pro-
yecto de decreto por el que se modifica el artículo 23 de la
Ley Federal de Derechos, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El testamento es un instrumento que deja constancia de la
voluntad de una persona al momento de fallecer. En él, los
propietarios de los bienes disponen y los distribuyen con-
forme sus deseos. Como lo define el Código Civil, es un
acto personalísimo, revocable y libre.

El que la población cuente con un testamento, permite a
sus beneficiarios eliminar la incertidumbre de lo qué suce-
derá con sus bienes, y reduce las posibilidades de juicios
por la definición del destino de sus pertenencias.

En los últimos años, a través de la iniciativa del Gobierno
Federal y los Colegios de Notarios, se ha implementado el
Mes del Testamento, celebrado en septiembre, en donde los
fedatarios públicos reducen sus costos para la inscripción
de los testamentos.

A través de una campaña masiva de difusión, los mexica-
nos hemos adoptado esta práctica para realizar o modificar
nuestro testamento. Durante el año 2012, se dieron Avisos
de Testamentos por más de 230,000, de los cuales, entre
septiembre y octubre se realizaron la mitad de ellos.

Ello demuestra la importancia de reforzar los esfuerzos pa-
ra que todos los mexicanos, donde quiera que se encuen-
tren, tengan facilidades para realizar su testamento.

Nuestras oficinas consulares en el mundo permiten realizar
la prestación de servicios notariales, para todos aquellos
conciudadanos que se encuentren fuera del país y requieran
de los mismos. En el rubro de los testamentos, poco he per-
meado en la población mexicana en el extranjero el reali-
zar su testamento en las oficinas consulares.

Los procesos testamentarios en el extranjero, son servicios
que prestan los cónsules a los connacionales en nombre del
Estado Mexicano. En estos procesos, los representantes
consulares fungen como fedatarios públicos, dando validez
a los testamentos.

Como funcionarios del Ejecutivo Federal, los Cónsules de-
ben de acatar las disposiciones legales aplicables. En el ca-
so de servicios notariales en oficinas consulares, el cobro
de derechos viene estipulado en la Ley Federal.

Una de las barreras que impiden difundir esta campaña se
relaciona con los costos por los cuales los mexicanos deben
de pagar por servicios notariales. La Ley Federal de Dere-



chos establece los montos que deben cobrar. Por lo tanto,
para ser congruentes e impulsar esta estrategia fuera del pa-
ís, es necesaria la modificación de la citada ley, a fin de fa-
cultar a los Consulados a reducir los costos por la presta-
ción de servicios notariales en las oficinas consulares.

El motivo de nuestra propuesta radica en establecer, dentro
de la Ley, el que las oficinas consulares cobrarán la mitad
de los derechos por servicios consulares relacionados con
los procesos testamentarios durante el mes de septiembre.

Con esta modificación, estamos seguros que el gobierno
federal podrá realizar un esfuerzo hacia nuestros connacio-
nales, para difundir los beneficios de realizar un testamen-
to.

Como se ha estipulado anteriormente, la promoción y difu-
sión de esta campaña en el territorio nacional, ha permiti-
do el incremento en las solicitudes de testamento. El mes
de septiembre de 2014, las oficinas consulares tramitaron
solo 43 servicios testamentarios. Con esta modificación,
permitiríamos incrementar los servicios, y junto con ellos,
el cobro de derechos.

Cabe recordar que la Ley del Servicio Exterior, determina
que los recursos recabados por estos conceptos, se instru-
mentan en un fondo para programas e repatriación a perso-
nas vulnerables, atención y asesoría jurídica y de protec-
ción consulares, campañas de seguridad para el migrante.

Con esta modificación, aumentaríamos los montos para es-
tos programas, así como dar certeza jurídica a las familias
de nuestros connacionales.

Por lo anteriormente expuesto, someto a su consideración
el siguiente proyecto de

DECRETO

Único. Se agrega un párrafo segundo, recorriendo los sub-
secuentes, al artículo 23 de la Ley Federal de Derechos pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 23.- …

I al VIII.- …

Para efectos de este artículo, durante el mes de sep-
tiembre, el pago de derechos tendrá una reducción
del 50% de las cuotas establecidas en las fracciones

III, V y VI.

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entra en vigor el día de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

México, DF, a 22 de septiembre de 2015.— Diputados: Erika Arroyo
Bello, Alejandro Armenta Mier, Alejandro Juraidini Villaseñor, Carlos
Barragán Amador, Carlos Federico Quinto Guillén, David Mercado
Ruiz, Edith Anabel Alvarado Varela, Elvia Graciela Palomares Ramí-
rez, Erick Alejandro Lagos Hernández, Heidi Salazar Espinosa, Jasmi-
ne María Bugarín Rodríguez, Julieta Fernández Márquez, María del
Carmen Pinete Vargas, María Verónica Muñoz Parra, Mariela Emilse
Etcheverry Aranda, Miriam Dennis Ibarra Rangel, Montserrat Alicia
Arcos Velázquez, Olga María Esquivel Hernández, Ricardo Ramírez
Nieto, Ricardo Taja Ramírez, Timoteo Villa Ramírez, Xitlalic Ceja
García, Yolanda de la Torre Valdez (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada. Túrnese a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, para su dictamen.

El diputado Omar Noé Bernardino Vargas (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: ¿Con qué objeto, diputado Bernardino? 

El diputado Omar Noé Bernardino Vargas (desde la cu-
rul): Con el objeto de que si me permiten adherirme a esta
iniciativa, preguntarle a la diputada Arroyo.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Diputada Arroyo.

La diputada Erika Lorena Arroyo Bello (desde la curul):
Sí, diputado.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Asiste. Bueno, queda a su disposición en la Se-
cretaría de la Mesa Directiva para las adhesiones corres-
pondientes. 
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La diputada Edith Anabel Alvarado Varela (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: ¿Con qué objeto, diputada Alvarado?

La diputada Edith Anabel Alvarado Varela (desde la cu-
rul): Muchas gracias, señor presidente. Para preguntarle a
mi compañera, la diputada Arroyo, si nos permite a un gru-
po de diputadas de Nayarit, de Puebla, de Aguascalientes y
de Tlaxcala suscribir su iniciativa.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Le comento, ya está a su disposición, la dipu-
tada ha asistido, está a disposición en la Secretaría de la
Mesa Directiva para las adhesiones correspondientes.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra por cinco minutos el diputado
José Máximo García López, del Grupo Parlamentario del
PAN, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 186 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

El diputado José Máximo García López: Muchas gra-
cias, diputado presidente. A nombre de los diputados Cris-
tina Trujillo, Verónica Agundis, el diputado Wenceslao
Martínez y, su servidor, el diputado José Máximo García
López, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, correspondiente a la LXIII Legislatura, y con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
presento ante esta soberanía la iniciativa con proyecto de
decreto en materia de estímulos fiscales al tenor de la si-
guiente exposición de motivos.

En México el derecho a tener un trabajo digno y bien re-
munerado está respaldado por diferentes ordenamientos,
entre ellos nuestra Carta Magna. La Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos señala en su artículo 123
que toda persona tiene el derecho al trabajo digno y social-
mente útil, por lo que es obligación del Estado promover la
creación de empleos y la organización social del trabajo en
el marco de la ley. Además, el artículo 1o prohíbe cualquier

tipo de discriminación incluyendo la relacionada con la
edad de las personas.

Por otro lado, la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores establece como obligación del Estado mexica-
no que éste garantice el ejercicio de los derechos de las per-
sonas adultas mayores mediante la regulación, entre otros
temas, de políticas públicas de orden nacional.

No obstante lo anterior, la historia nos muestra que el Esta-
do no ha cumplido a cabalidad con la responsabilidad que
establecen las diferentes leyes, de tal manera que hoy son es-
casas las oportunidades de empleo en sectores bien identifi-
cados de la población, además de que existe una seria dis-
criminación en el mercado laboral por temas como la edad.

En la actualidad el mercado laboral en nuestro país ha cam-
biado tanto que se ha convertido en un sector altamente
restringido no sólo para los adultos mayores, también para
aquellas personas que han llegado a la edad de los 40 años
y que ven limitadas sus aspiraciones a tener un empleo aun
y cuando se encuentran en plena etapa productiva, de tal
forma que las oportunidades de acceder a un trabajo se
complican conforme se tiene más edad.

De acuerdo a la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
de 2015, elaborada por el INEGI, al segundo trimestre del
año existe una población de 15 años o más en edad de tra-
bajar, de 8.2 millones de personas, de las cuales la pobla-
ción económicamente activa es poco más de 52.6 millones
de personas. El 96 por ciento de ellas se encuentra ocupa-
da, 50.3 millones, en tanto que el restante 4 por ciento, 2.3
millones, está desocupada.

Si analizamos a la población desocupada por grupos de
edad es posible observar que los estímulos para la contra-
tación de personas de 65 años o más establecidas en la Ley
del Impuesto sobre la Renta, atienden sólo al 1 por ciento
de la población.

Si analizamos a la población desocupada por grupos de
edad, sobre todo los mayores de 65 años que se encuentran
ya estimulados en la Ley del ISR vigente, que establece en
su artículo 186 que los patrones pueden ser sujetos de estí-
mulos fiscales siempre y cuando contraten a personas ma-
yores de 65 años.

No obstante que reconocemos los beneficios que tiene el
estímulo, éste deja prácticamente fuera al grueso de la po-
blación que se encuentra en estado de desocupación. Es de-



cir, el resto de la población desocupada de entre 40 y 64
años se encuentra en estado de indefensión, por lo que no
existen políticas públicas efectivas que combatan el des-
empleo y, por si fuera poco, en las leyes fiscales no existen
estímulos que abonen a su contratación.

Por ejemplo, de acuerdo a la ENOE el mayor número de
personas desempleadas se concentra en la edad entre 40 a
54 años, sobre todo generando un desempleo. Esto repre-
senta en estas personas de 40 a 54 un 18 por ciento del to-
tal de la población desocupada. Y por otro lado, las perso-
nas cuya edad oscila entre 55 y 64, suman alrededor de 131
mil, que representan apenas el 6 por ciento. Es decir, la es-
tadística indica que personas cuya edad es de 40 años, tie-
nen altas probabilidades de sumarse a la cifra de desempleo
que hay en nuestro país.

Por esta razón, la presente iniciativa tiene como objeto ata-
car el problema del desempleo en las personas que aún se
encuentran en edad productiva desde la perspectiva fiscal,
en el entendido de que el Estado sigue fallando al imple-
mentar políticas públicas eficientes en el combate al des-
empleo.

Es decir, debido a que entendemos que una política fiscal
dirigida a grupos vulnerables debe tener su base en los
principios de equidad tributaria, estímulos sobre todo para
aquellas personas que se encuentran desempleadas.

Para el Partido Acción Nacional es importante establecer
que en coincidencia con la diputada Verónica Delgadillo y
que es importante que se sumen todas las fuerzas políticas
representadas en este Honorable Congreso, nos sumemos
al esfuerzo de incentivar y por ello, en esa coincidencia que
existe en incentivar a las empresas que contraten personas
mayores de 40 años y personas mayores de 65, presenta-
mos una iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 186, que establece que se otorgará un estímulo fis-
cal a quien contrate personas a partir de los 40 años y más
consistente en los equivalente al salario efectivamente pa-
gado a las mismas, conforme a la siguiente tabla: de 40 a
54 años, el 20 por ciento del impuesto sobre la renta; de 55
a 64, el 15 por ciento, y sostener el porcentaje del 25 por
ciento a personas mayores de 65 años y más.

Para estos efectos se deberá considerar la totalidad del sa-
lario que sirva de base para calcular en el ejercicio que co-
rresponda las retenciones del impuesto sobre la renta del
trabajador que se trate, en los términos del artículo 96 de
esta ley. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 186 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, a cargo del diputado José Máximo
García López, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado federal José Máximo García López,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, co-
rrespondiente a la LXIII Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta ante esta soberanía inicia-
tiva con proyecto de decreto en materia de estímulos fisca-
les, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, el derecho a tener un trabajo digno y bien re-
munerado está respaldado por diferentes ordenamientos,
entre ellos nuestra Carta Magna.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
señala en su artículo 123 que toda persona tiene derecho al
trabajo digno y socialmente útil por lo que es obligación
del Estado promover la creación de empleos y la organiza-
ción social de trabajo en el marco de la ley.

Además, el artículo 1o. prohíbe cualquier tipo de discrimi-
nación incluyendo la relacionada con la edad de las perso-
nas.

Por otro lado, la Ley de los Derechos de Personas Adultas
Mayores establece como obligación del Estado mexicano
que éste garantice el ejercicio de los derechos de las perso-
nas adultas mayores mediante la regulación, entre otros te-
mas, de políticas públicas de orden nacional.

No obstante lo anterior, la historia nos muestra que el Es-
tado no ha cumplido a cabalidad con la responsabilidad que
establecen las diferentes leyes, de tal manera que hoy día
son escasas las oportunidades de empleo en sectores bien
identificados de la población además de que existe una se-
ría discriminación en el mercado laboral por temas como la
edad.

En la actualidad el mercado laboral en nuestro país ha cam-
biado tanto, que se ha convertido un sector altamente res-
tringido no sólo para los adultos mayores, también para
aquellas personas que han llegado a la edad de los 40 años
y que ven limitados sus aspiraciones a tener un empleo aun
cuando se encuentran en plena etapa productiva. De tal for-
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ma que las oportunidades de acceder a un trabajo se com-
plican conforme se tiene más edad.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y Em-
pleo (ENOE) 2015 elaborada por el Inegi, al segundo tri-
mestre del año existe una población en de 15 años o más en
edad de trabajar de 8.2 millones de personas, de las cuales,
la Población Económicamente Activa (PEA) es poco más
de 52.6 millones personas. El 96 por ciento de ellas se en-
cuentra ocupada (50.3 millones) en tanto que el restante 4
por ciento (2.3 millones) está desocupada.

Si analizamos a la población desocupada por grupos de
edad, es posible observar que los estímulos para la contra-
tación de personas de 65 años y más  establecidas en la Ley
del Impuesto Sobre la Renta atienden solo al 1 por ciento
de la población desocupada.

La ley del ISR vigente, establece en su artículo 186 que los
patrones pueden ser sujetos de un estímulo fiscal siempre y
cuando contraten a personas de 65 años y más. El estímulo
consiste en que a quien contrate adultos mayores, podrá ha-
cer efectivo dicho estímulo consistente en el equivalente al
25 por ciento del salario efectivamente pagado a esas perso-
nas. 

No obstante que reconocemos los beneficios que tiene el es-
tímulo, éste deja prácticamente fuera al grueso de la pobla-
ción que se encuentra en estado de desocupación. Es decir,
el resto de la población desocupada (personas entre 40 y 64
años)  se encuentra en un estado de indefensión porque el
Gobierno Federal no tiene políticas públicas efectivas que
combatan el desempleo, y por si fuera poco, en las leyes fis-
cales no existen estímulos que abonen a su contratación

Por ejemplo, de acuerdo a la ENOE el mayor número de
personas desempleadas se concentra entre la edad de 40 a
54 años al sumar un total de 421 mil que representan el 18
por ciento del total de la población desocupada. Por otro la-
do, las personas cuya edad oscila entre 55 y 64 años suman
131 mil que representa apenas el 6 por ciento.

Es decir, la estadística indica que una persona cuya edad es
de 40 años tiene altas probabilidades de sumarse a la cifra
de desempleo que hay en el país.

Por esta razón, la presente iniciativa tiene como objetivo
atacar el problema del desempleo en las personas (que aún
se encuentran edad productiva) desde la perspectiva fiscal
en el entendido de que el Estado sigue fallando en imple-

mentar políticas públicas eficientes que combatan el des-
empleo.

Es decir, debido a que entendemos que una política fiscal
dirigida a grupos vulnerables debe tener su base en los
principios de equidad tributaria, el primer planteamiento
que hacemos es mantener el estímulo fiscal original para
adultos mayores de 65 años establecida en el impuesto so-
bre la renta del 25 por ciento sobre el equivalente al ISR.

Por otro lado, el objetivo es reformar la ley del ISR para
que también se aplique un estímulo fiscal al patrón que
contrate a personas de 40 a 64 años mediante la incorpora-
ción de nuevas equivalencias porcentuales de acuerdo a la
edad en la citada ley.

Estas equivalencias porcentuales se aplicarán de acuerdo a
tamaño de la población que se encuentra desocupada con la
idea central de atacar primeramente el problema en los
grupos de personas desocupadas con mayor vulnerabilidad.

Además de que el proyecto que presento a partir de susten-
tarse en la equidad tributaria, busca hacer cumplir el man-
dato Constitucional de generar empleos. Además, debemos
entender que el problema social que representa el desem-
pleo y que con nuestra iniciativa buscamos atacar, comul-
ga con los objetivos planteados en el Plan Nacional de De-
sarrollo 2013-2018 presentado por el gobierno de la
Republica. 

En concordancia con la preocupación que mi partido ha
mostrado sobre el desempeño de la economía, ya que no
hay crecimiento, no hay desarrollo y las perspectivas eco-
nómicas para los próximos años no son nada alentadoras,
esta iniciativa busca saldar una deuda con un sector de la
población. Un mecanismo para blindar al grupo de perso-
nas desempleadas con mayor vulnerabilidad, puede ser el
fiscal.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto que reforma el Título del Capítulo II y adicio-
na un tercer párrafo al artículo 186 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta

Artículo Único. Se reforma el título del Capítulo II y se re-
forma el segundo párrafo del artículo 186 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, para quedar como sigue:



Capítulo II
De los patrones que contraten 

personas que padezcan discapacidad, 
personas entre 40 y 64 años y adultos mayores

Artículo 186. …

Se otorgará un estímulo fiscal a quien contrate personas a
partir de los 40 años y más, consistente en los equiva-
lentes del salario efectivamente pagado a las mismas con-
forme a la siguiente: 

Para estos efectos, se deberá considerar la totalidad del sa-
lario que sirva de base para calcular, en el ejercicio que co-
rresponda, las retenciones del impuesto sobre la renta del
trabajador de que se trate, en los términos del artículo 96 de
esta Ley.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de
2015. — Diputados: José Máximo García López, Alejandra Noemí
Reynoso Sánchez, Alfredo Miguel Herrera Deras, Brenda Velázquez
Valdez, Eloisa Chavarrias Barajas, José Everardo López Córdova,
Francisco Ricardo Shelfield Padilla, Gerardo Gabriel Cuanalo Santos,
Guadalupe González Suástegui, Ingrid Krasopani Schemelensky Cas-
tro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Jacqueline Nava Mouett, Jorge Ra-
mos Hernández, José Erandi Bermúdez Méndez, José Teodoro Barra-
za López, Juan Corral Mier, Leticia Amparano Gamez, Lorena del
Carmen Alfaro García, Luis de León Martínez Sánchez, Luz Argelia
Paniagua Figueroa, María del Rosario Rodríguez Rubio, María García
Pérez, María Luisa Beltrán Reyes, María Luisa Sánchez Meza, María
Verónica Agundis Estrada, Martha Cristina Jiménez Márquez, Mayra
Angélica Enríquez Vanderkam, Miguel Ángel Huepa Pérez, Patricia
García García, Pedro Garza Treviño, Rocío Matesanz Santamaría, Te-
resa de Jesús Lizárraga Figueroa (rúbricas).»
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El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado García. Túrnese a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para su dicta-
men.

Damos la bienvenida a los alumnos de sexto año de la es-
cuela primaria Josué Mirlo, del municipio de Nezahualcó-
yotl, invitados por el diputado Carlos Iriarte Mercado.
Bienvenidos.

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra por cinco minutos el diputado
Carlos Hernández Mirón, del Grupo Parlamentario del
PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Co-
ordinación Fiscal.

El diputado Carlos Hernández Mirón: Muchas gracias,
diputado presidente, con su venia. Amigas y amigos dipu-
tados, la presente iniciativa está motivada fundamental-
mente en términos de la asignación de recursos, debido a
que el Distrito Federal es el espacio de convivencia de los
tres Poderes de la Unión y con mayor tradición histórica
dentro de la vida pública de México.

De igual manera, concentra las 164 embajadas y residente
de todo el cuerpo diplomático, más de 100 mil inmuebles
pertenecientes a la administración pública, 80 edificios de
entidades paraestatales y organismos desconcentrados de la
administración pública federal, así como los comités eje-
cutivos, nacionales de todos los partidos políticos.

Así también, como el Aeropuerto Internacional de la Ciu-
dad de México, día con día la capital recibe un flujo im-
portante de ciudadanos de México, así como también el
arribo de cada semana de diputadas y diputados de distin-
tos estados de la república.

Las finanzas públicas de la capital del país tienen impor-
tantes presiones y para afrontarlas es necesario llegar a un
punto de equilibrio entre el número de beneficiarios de los
servicios públicos, las políticas públicas y los costos eco-
nómicos que realmente se erogan para hacerlos llegar a su
población objetivo.

El proyecto de Presupuesto de Egresos de la federación,
enviado por el Ejecutivo federal, es aprobado cada año por
la Cámara de Diputados, dicho presupuesto se encuentra
normado, entre otros ordenamientos, por la Ley de Coordi-
nación Fiscal que determina la conformación de ciertos
fondos de aportaciones, que son los vehículos mediante los
cuales la federación orienta los recursos económicos a las
entidades.

El esquema de compensación de los costos de capitalidad,
que es el espíritu de esta iniciativa que el de la voz presen-
ta, va directamente dirigido a algunos ejemplos que hemos
tenido en otros lugares.

Me refiero específicamente como los casos más conocidos
quizá, España, pero ciudades también como Berlín, París,
Brasilia, incluso Washington en los Estados Unidos aplican
algún tipo de compensación para retribuir a sus ciudades
capital los gastos operativos en los que incurren, generan-
do corresponsabilidad entre los gobiernos locales y el go-
bierno federal.

Es importante mencionar que el Ejercicio Fiscal 2014 se
reconoció el concepto de capitalidad al Distrito Federal y
se le otorgaron 3 mil millones de pesos para compensar
gastos que se generan por ser la capital del país. Mismos
que fueron insuficientes. Importante acción de la LXII Le-
gislatura pero se necesita un poco más.

Además de que al no estar establecido este fondo en la Ley
de Coordinación Fiscal lo sujeta a una negociación anual
que no genera certidumbre jurídica y presupuestal al Dis-
trito Federal.

Aunado a lo anterior, el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2015 conside-
ra un monto total de 2 mil millones de pesos por concepto
de Fondo de Capitalidad. Es decir, mil millones menos que
el considerando del Ejercicio del 2014, lo que después de
las negociaciones respectivas se acordó que se asignara un
fondo de referencia de 3 mil 500 millones, y el proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio
fiscal.

Compañeras y compañeros diputados, estamos hablando
del espacio en donde todos convivimos, no solamente las y
los capitalinos sino también ciudadanas y ciudadanos de
todas las entidades de la República Mexicana es donde re-
alizan una gran actividad, es donde las capitalinas y capi-



talinos también recienten la situación de inconformidad
que sucede en otros estados.

Es por ello que solicitamos en el sentido de que no está es-
tablecido el concepto de capitalidad en la Ley de Coordi-
nación Fiscal, se sujete a una negociación anual que no ge-
nera certidumbre jurídica.

Motivo por el cual se presenta esta iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona la fracción IX del artícu-
lo 25, así como los artículos 47 Bis, 47 Ter a la Ley de Co-
ordinación Fiscal.

Ya se ha planteado en este tema y en la propia Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, todas las fracciones parla-
mentarias en la Asamblea Legislativa han estado de acuer-
do en elevar a rango de ley el Fondo de Capitalidad.

Esperamos, diputadas y diputados, contar con su apoyo pa-
ra que esta iniciativa pueda crecer, se pueda consolidar y
téngalo por seguro que las y los capitalinos reconoceremos
el trabajo que se hace en esta Cámara de Diputados. Es
cuanto, y muchas gracias, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Car-
los Hernández Mirón, del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, diputado Carlos Hernández Mirón, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática en la LXIII Legislatura del Congreso de
la Unión y con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77,
numeral 1, y 78 numeral 1 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del Pleno de la Cámara
de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, la si-
guiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, para crear el fondo de capitalidad.

Planteamiento del Problema

Desde que en 1980 se creó el Sistema Nacional de Coordi-
nación Fiscal, el Distrito Federal ha sido subsidiario de los
Estados más pobres del país, pues aporta más de lo que re-
cibe y, en cambio, eroga recursos muy por encima de otras
entidades.

El Distrito Federal es la Entidad que más contribuye al PIB
Nacional: históricamente más del 20% del total, equivalen-
te a lo que generan juntos los estados de San Luis Potosí,
Hidalgo, Oaxaca, Guerrero, Quintana Roo, Yucatán, Du-
rango, Aguascalientes, Morelos, Zacatecas, Baja California
Sur, Colima, Nayarit y Tlaxcala. Es la Entidad con la ma-
yor proporción de ingresos propios en el país, práctica-
mente la mitad de sus recursos se deben a recaudación pro-
pia, por lo que es la Entidad menos dependiente de la
federación. 

La presente iniciativa está motivada en que, en términos de
asignación de recursos, el Distrito Federal sufre año con
año de una pérdida presupuestaria. 

El Distrito Federal es el espacio público de convivencia de
los tres Poderes de la Unión y con mayor tradición históri-
ca dentro de la vida pública de México, concentra más de
164 embajadas y residencias diplomáticas; más de 100 in-
muebles pertenecientes a la Administración Pública, 80
edificios de entidades paraestatales y organismos descen-
tralizados de la Administración Pública Federal, así como
los Comités Ejecutivos Nacionales de todos los Partidos
Políticos, el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de Mé-
xico, entre otros. Lo anterior significa para el DF una ero-
gación de alrededor de 12 mil millones de pesos anuales,
de este costo, casi una cuarta parte, es decir entre dos y tres
mil millones de pesos, corresponde al predial que no pagan
estas instancias, pues son beneficiadas con una exención
constitucional. 

Adicionalmente hay que mencionar los costos operativos
que genera a la Ciudad la administración de servicios a la
“población flotante”1 que diariamente confluye en la mis-
ma, ya que millones de mexicanos de todas partes tienen
empleo, comercio, estudios, esparcimiento, atención médi-
ca, etc., precisamente en este espacio geográfico. 

Sí bien los montos asignados por concepto de transferen-
cias federales son significativos, hay que tener en cuenta
que para la población objeto de los servicios que se prestan
en el D.F., aun son marginales para atender con calidad y
suficiencia las necesidades de los capitalinos, los cuales
muchas veces padecen un fenómeno de exclusión de servi-
cios precisamente por esta población flotante.

Las finanzas públicas de la capital del país tienen impor-
tantes presiones y para afrontarlas es necesario llegar a un
punto de equilibrio entre el número de beneficiarios de los
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servicios públicos, las políticas públicas y los costos eco-
nómicos que realmente se erogan para hacerlos llegar a su
población objetivo. 

Aunado a lo anterior, el círculo presupuestal del DF tiene
importantes distorsiones provocadas, por su particular es-
tatus jurídico, el cual no es el de una entidad federativa. Sin
embargo, la ciudad es el referente nacional en cuanto a ca-
lidad de vida por acceso, promoción y protección de dere-
chos fundamentales consagrados en el texto constitucional
como son: salud, educación, cultura, entretenimiento y li-
bertad. 

El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
enviado por el Ejecutivo federal es aprobado cada año por
la Cámara de Diputados, dicho presupuesto se encuentra
normado entre otros ordenamientos, por la Ley de Coordi-
nación Fiscal, que determina la conformación de ciertos
Fondos de Aportaciones, que son los vehículos mediante
los cuales la Federación orienta recursos económicos a las
entidades. 

Pese a todo el esfuerzo que realiza la administración del
Distrito Federal para ser la entidad número uno en recau-
dación no recibe un estímulo, sino al contrario, es castiga-
da ya que de las participaciones que le corresponden del to-
tal recaudado por impuestos federales como ISR e IVA,
recibe únicamente doce centavos aproximadamente por ca-
da peso recaudado, en contraste con otras entidades que re-
ciben más recursos aun cuando no cuentan con los progra-
mas sociales que el gobierno del Distrito Federal aplica en
beneficio de sus habitantes. A pesar de destacar en la ins-
trumentación de medidas de eficiencia recaudatoria, de ser
pionero en el diseño y puesta en práctica de mecanismos y
sistemas modernos de recaudación y control de su padrón
de contribuyentes, ha sido excluido en la asignación de di-
versos fondos de recursos federales.

El esquema de compensación de los costos de capitalidad
planteado es utilizado de forma efectiva en varios países.
Los casos más conocidos son quizás los de España, pero
ciudades como Berlín, París, Brasilia e incluso Washington
en los Estados Unidos aplican algún tipo de compensación
para retribuir a sus ciudades capitales los gastos operativos
en los que incurren, generando corresponsabilidad entre
gobierno federal y gobierno local. 

El costo de capitalidad, incrementa la inequidad presu-
puestal que ha venido sufriendo el Distrito Federal, ya que
no sólo no tiene un ingreso que lo compense, sino que ha

sufrido disminuciones en su presupuesto por el cambio de
fórmula para la distribución de las participaciones federa-
les desde 2008, fórmula que no considera a la población
flotante y le ha generado pérdidas al Distrito Federal de
2008 a 2012 del orden de 11 mil 500 millones de pesos y
que para el 2013 se estimó en 3 mil 500 millones de pesos
la pérdida. 

Con dichos recursos se garantizarían más servicios y mejor
calidad de vida, además de derechos plenos a los ciudada-
nos del Distrito Federal, los cuales muchas veces padecen
un fenómeno de exclusión de servicios precisamente por
esta importante población flotante. A su vez, a la población
flotante se le estaría dando la seguridad de disfrutar de es-
tos mismos servicios con mayor efectividad, calidad y su-
ficiencia. 

Es importante mencionar que en el ejercicio fiscal 2014 se
reconoció el concepto de “Capitalidad” al Distrito Federal
y se le otorgaron 3 mil millones de pesos para compensar
gastos que se generan por ser la capital del país, mismos
que fueron insuficientes, además de que al no estar esta-
blecido este fondo en la Ley de Coordinación Fiscal, lo su-
jeta a una negociación anual que no genera certidumbre ju-
rídica y presupuestal al Distrito Federal.

Aunado a lo anterior, el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el ejercicio fiscal 2015 (PPEF
2015), consideraba un monto total de 2 mil millones de pe-
sos por concepto de “Fondo de Capitalidad”, es decir, mil
millones menos que el considerado para el ejercicio 2014,
lo que después de las negociaciones respectivas se acordó
que se asignaran al fondo de referencia 3,500 millones, y
en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el ejercicio fiscal 2016 (PPEF 2016), considera 2 mil
500 millones de pesos, es decir mil millones menos que lo
asignado en el ejercicio fiscal 2015, lo que sin duda im-
pactará en la calidad de los servicios que gozan los que ha-
bitan o transitan por el Distrito Federal y que se desarrolla-
ron con cargo a los recursos de dicho fondo . 

El objetivo es resolver la creciente necesidad que tiene el
Distrito Federal en materia de suficiencia presupuestaría, a
través de la creación de un Fondo para la Capitalidad2 den-
tro del Presupuesto de Egresos de la Federación, Ramo Ge-
neral 33, con el objetivo de continuar, potenciar y mante-
ner políticas públicas, subsidios y programas dentro de la
ciudad en que residen los poderes de la unión con los be-
neficios que ya reciben en materia de contribuciones e in-
fraestructura de servicios, sin discriminar a una población



flotante en la Ciudad de México cercana a los cinco millo-
nes de personas y que generan importantes presiones fi-
nancieras. Así también que apoye a resarcir los costos que
generan a la ciudad, las marchas y plantones que por ser se-
de de los poderes federales asentados en esta capital, se re-
alizan en el Distrito Federal desde los diferentes estados y
municipios de la República. 

La ciudad requiere de un apoyo extraordinario y perma-
nente que le permita seguir atendiendo la creciente deman-
da social que como capital del país recibe. Esta iniciativa
propone que se cree a partir del Presupuesto de Egresos de
la Federación para el ejercicio fiscal 2016 el “Fondo para
la Capitalidad” como un Fondo adicional integrante del
Ramo General 33, “Aportaciones Federales para Entidades
Federativas y Municipios”, a efecto de resarcir, en un acto
de justicia, al Distrito Federal los importantes costos de ca-
pitalidad expuestos con anterioridad, generados por la ofer-
ta de bienes y servicios de los que no sólo se benefician sus
residentes, sino los ciudadanos de otros municipios y enti-
dades federativas que los consumen y disfrutan sin que
contribuyan a su financiamiento. 

Argumentación

El artículo 44 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece el carácter jurídico de la Ciu-
dad de México, como sede de los Poderes de la Unión y ca-
pital de los Estados Unidos Mexicanos.

Esta característica conlleva costos adicionales que no tie-
nen otras entidades federativas y que son aquellos que se
generan cuando una ciudad centro ofrece bienes y servicios
públicos de los que no sólo se benefician sus residentes, si-
no que como consecuencia de múltiples factores, también
los ciudadanos de otros estados y municipios, (población
flotante) que los consumen sin contribuir a su financia-
miento, como son salud, trasporte, seguridad, tráfico, in-
fraestructura física, electricidad, medio ambiente, etcétera
y que se estima en más de cinco millones de personas. 

Aunado a lo antes enunciado, preexisten las razones jurídi-
cas que frecuentemente se invocan en materia de federalis-
mo y que encuentran su mejor camino de concreción en es-
ta propuesta de un nuevo Fondo para la Capitalidad y que
son las siguientes: un arreglo de orden federal donde tanto
estados como federación tienen competencias diferencia-
das, pero armónicas, con base en el texto constitucional, si-
tuación que se observa actualmente; la sede de los poderes
federales no necesariamente sitúa a la Federación en un es-

pacio determinado consistente en edificios, monumentos o
funcionarios, esto es relevante porque permite separar el
espacio público de la sede federal lo que evidencia que no
se pueden soslayar las necesidades presupuestales de ese
territorio con independencia de los ingresos federales. El
arreglo federal requiere corresponsabilidad y sensibilidad a
las presiones presupuestales del espacio en donde se asien-
tan estas instituciones del estado mexicano, una vez más
este Fondo parece ser una solución armónica y no gravosa
en términos de modificación normativa. 

Por tanto, es necesario regular situaciones, circunstancias o
hechos que de facto ya suceden o que puede preverse que
acontecerán en un futuro inmediato como consecuencia de
un riesgo sistémico por colapso financiero, lo cual impli-
caría un menoscabo para el patrimonio público federal ra-
dicado en el Distrito Federal. Como ejemplo de lo anterior,
se encuentra la tarifa del Metro, organismo que para ga-
rantizar que siga manteniendo la atención a los millones de
usuarios que diariamente se benefician de él, ha tenido que
estar generando para el gobierno del Distrito Federal un dé-
ficit de operación de más de 6,000 mil millones de pesos al
año, costo absorbido por el presupuesto del Distrito Fede-
ral, ya que el precio del boleto del metro se encuentra sub-
sidiado para todos los usuarios, sean población local o flo-
tante. Lo que hace necesario conciliar en el fuero local
políticas públicas coordinadas pero diferenciadas como el
caso de las autonomías del modelo español que efectiva-
mente estimulen el desarrollo regional y que apuntalen el
crecimiento total nacional, mantener pues un subsidio al
Metro es una cuestión de verdadera inversión pública con
un valor de retorno inmediato en la cadena económica y
que como único esquema alternativo de inversión estaría
comprometiendo parte de este Fondo para la Capitalidad. 

Es de mencionar que el presupuesto del DF tiene impor-
tantes distorsiones provocadas por su particular estatus ju-
rídico, el cual no es el de una entidad federativa, lo cual im-
plica que no pueda acceder a algunas transferencias
federales que se encuentran reservadas a los Estados inte-
grantes dela República, tal es el caso del Fondo de Aporta-
ciones Múltiples (FAM) en cuanto a recursos para la in-
fraestructura de educación básica.

Ahora bien, es importante precisar que el esquema de com-
pensación de los Costos de Capitalidad planteado es utili-
zado de forma efectiva en otros países, por ejemplo, Ber-
lín, París, Brasilia e incluso Washington en los Estados
Unidos.
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Es conveniente recordar que la LXII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados aprobó incluir por vez primera, como
parte del proceso de discusión del presupuesto de egresos
de la federación para el ejercicio fiscal 2014, al denomina-
do Fondo de Capitalidad en reconocimiento al costo que
para la Ciudad de México implica ser sede de los poderes
de la unión y capital de la república. Tal y como se afirma
en la página XXIV del dictamen de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública al proyecto de decreto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal
2014 en el que establece:

“Se propone adicionar una fracción III al artículo 11,
con un nuevo fondo denominado Fondo de Capitalidad
para el Distrito Federal, el cual tendrá por objeto apoyar
al Distrito Federal, en consideración a su condición de
sede de los Poderes de la Unión y capital de los Estados
Unidos Mexicanos, en términos del artículo 44 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos”.

De modo que a partir de dicho año, el 2014, se han asigna-
do al Distrito Federal por concepto de Fondo de Capitali-
dad las siguientes cantidades: 3 mil millones de pesos en
2014, 3 mil 500 millones de pesos en 2015 y para 2016 se
contemplan en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación 2 mil 500 millones de pesos, lo que como se ha
referido con anterioridad significan mil millones menos de
lo asignado en el ejercicio fiscal 2015. En este sentido exis-
te una amplia coincidencia en que esta merma de recursos
impactará en la calidad de los servicios que gozan los ciu-
dadanos que habitan y/o transitan por el territorio del Dis-
trito Federal.

Sin embargo, a pesar de lo anterior, el promovente posee
razón en cuanto al argumento vertido en el sentido de al no
estar establecido el concepto de “Capitalidad” en la Ley de
Coordinación Fiscal, lo sujeta a una negociación anual que
no genera certidumbre jurídica y presupuestal al Distrito
Federal; motivo por el cual se presenta la presente iniciati-
va con proyecto de 

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal a efecto de crear el
Fondo de Capitalidad para el Distrito Federal 

Fundamento Legal

Artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77,

numeral 1, y 78 numeral 1 del Reglamento de la Cámara de
Diputados.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley de Coordinación
Fiscal a Efecto de crear el Fondo de Capitalidad para el
Distrito Federal.

Ordenamientos a modificar

Único. Se Adiciona una fracción IX al artículo 25, así co-
mo los artículos 47 Bis y 47 Ter a la Ley de Coordinación
Fiscal para quedar como sigue: 

Artículo 25. … 

I. a VIII. …

… 

IX. Fondo de Capitalidad para el Distrito Federal

… 

… 

Artículo 47 Bis. El Fondo de Capitalidad para el Distri-
to Federal se determinará anualmente en el Presupues-
to de Egresos de la Federación con recursos federales
por un monto equivalente, sólo para efectos de referen-
cia al .65 por ciento de la recaudación federal partici-
pable a que se refiere el artículo 2 de esta ley, según es-
timación que de la misma se realice en el propio
presupuesto, con base en lo que al efecto establezca la
Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio co-
rrespondiente. Este Fondo se enterará mensualmente,
en los primeros 10 meses del año por partes iguales al
Distrito Federal, por conducto de la federación de ma-
nera ágil y directa, sin más limitaciones ni restricciones,
incluyendo las de carácter administrativo, que las co-
rrespondientes a los fines que se establecen en el Artí-
culo 47 Ter de esta Ley. 

Artículo 47 Ter. Las aportaciones federales que por
concepto de Fondo de Capitalidad reciba el Distrito Fe-
deral, se destinarán principalmente a la recuperación
de los costos que por concepto de capital del país eroga
el Distrito Federal y sus Demarcaciones Territoriales,



por los servicios que presta a la población flotante pro-
veniente del resto de las entidades federativas que dia-
riamente transita en el Distrito Federal, como son: 

a) Servicios de Transporte público; 

b) Seguridad pública; 

c) Mantenimiento de carpeta asfáltica; 

d) Agua potable; 

e) Drenaje; y 

f) El resto de servicios relativos que se prestan a la
población flotante. 

Transitorios

Primero. El Fondo de Capitalidad para el Distrito Federal
será incluido en el Presupuesto de Egresos de la Federación
que apruebe la Cámara de Diputados cada año y se inclui-
rá dentro del Ramo General 33, “Aportaciones Federales
para Entidades Federativas y Municipios”. 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación. 

Notas:

1 Contingente demográfico compuesto por aquellas personas que, aun
no estando oficialmente inscritas en el censo de población de la comu-
nidad, residen temporal o permanentemente en un ámbito geográfico
comunitario, en este caso, la Ciudad de México.

2 Capitalidad es la cualidad de ser una población cabeza o capital de
provincia, región o estado.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de octubre de 2015.— Dipu-
tados: Carlos Hernández Mirón, Armando Soto Espino, Erik Juárez
Blanquet, Francisco Martínez Neri, María Concepción Valdés Ramí-
rez, María Luisa Beltrán Reyes (rúbricas).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Mirón. Túrnese a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra, por cinco minutos, la dipu-
tada María Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos: Gracias,
presidente. Compañeras, compañeros, el día de hoy pre-
sento una iniciativa porque desde la aprobación el primero
de febrero de 2007 con la expedición de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, co-
mo un instrumento jurídico para diseñar y coordinar políti-
cas públicas entre las instituciones y dependencias de los
tres niveles de gobierno para la prevención, atención y
erradicación de la violencia contra las mujeres.

Se consideró necesario crear un mecanismo denominado
Alerta de Género, cuyo objetivo, una vez declarada y de
acuerdo a la exposición de motivos de la ley es situar las
zonas del territorio nacional con mayor índice de violencia
hacia las mujeres.

No obstante que el 25 de noviembre de 2013 se modificó
el Reglamento con el propósito de eliminar algunas dispo-
siciones como el requisito de integrar un grupo interinsti-
tucional y multidisciplinario para el estudio y análisis de la
posible emisión de alerta de violencia de género.

Esta iniciativa que proponemos el día de hoy, se plantea
una reestructuración de este mecanismo con la intención de
dotarle de una mayor eficacia, de tal manera que las modi-
ficaciones y adiciones que proponemos en esta iniciativa
contemplan cambios en la regulación de este mecanismo
en cuanto a las atribuciones y obligaciones del Poder Eje-
cutivo y las bases de coordinación entre éste, las entidades
federativas, así como los municipios, para su ejecución.

Proponemos una reforma que tiene los siguientes objeti-
vos: que se amplié el grupo de funcionarias y funcionarios
públicos que seleccionaran al grupo de expertas; que la se-
lección del comité de expertas sea mediante convocatoria
pública; que se clarifiquen las causas por las que pueden
presentar las solicitudes de alerta de género por dos moti-
vos. Por violencia estructural en contra de las mujeres y las
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niñas; y por agravio comparado ostensible en un ordena-
miento jurídico vigente y/o política pública.

También creemos que es muy importante crear la facultad
de iniciar de oficio el procedimiento de investigación de la
alerta de género cuando ocurran hechos públicos y notorios
de violencia contra las mujeres para la Comisión Nacional
de Derechos Humanos o los organismos públicos de dere-
chos humanos de las entidades federativas, así como para
el Inmujeres.

Por ello estamos proponiendo un ordenamiento y modifi-
car y adicional del Título Primero el Capítulo Uno que di-
ce: Disposiciones generales.

Se adicionan en el artículo 4o. las fracciones I y II.

En el Capítulo Quinto se reforma el artículo 22; se adicio-
nan las fracciones I, II, IV y VII.

Se deroga el artículo 24.

Se adiciona también una sección primera denominada Del
comité de selección y del comité de expertas que inicia con
el artículo 25 A al 25 H.

Creemos que la alerta de género no solamente debe gene-
rar mecanismos de atención, promoción, erradicación y
sanción del feminicidio. Ayer presentamos un punto de
acuerdo en donde espero que todas y todos ustedes lo
aprueben para hacer un exhorto al Ejecutivo federal y que
se cree un banco de datos sobre feminicidio.

Es increíble que a casi ocho años de la Ley de Acceso no
tenemos un banco sobre este tema y cada estado, a pesar de
que está el Banavim, cada estado decide su sube o no sus
datos a este banco. Por eso es muy importante que aprobe-
mos ese punto de acuerdo.

Por otro lado, también exhortar al Ejecutivo federal y a las
entidades federativas para que desarrollen un programa de
prevención y otorgamiento de medidas de protección al Po-
der Judicial para eliminar el feminicidio y sancionar el mis-
mo. Tenemos una gran cantidad de casos que no se sancio-
nan porque no se han procesado desde el Poder Ejecutivo
y las procuradurías. 

Por otro lado, consideramos que es muy importante, y eso
lo digo yo permanentemente, que está en peligro la vida de
las mujeres, la vida de quienes estamos aquí, la vida de las

que están afuera, que además son hijas, esposas o compa-
ñeras de hombres; por favor les pido y les conmino a que
aprobemos estas iniciativas que son muy importantes. Las
mujeres representamos la mitad de la humanidad. Muchas
gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, a cargo de la diputada María Candelaria
Ochoa Ávalos, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos, integrante del
Grupo Parlamentario del Movimiento Ciudadano que con-
forma la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, en
ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y artículos 6, apartado 1, fracción I; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete al ple-
no de esta Cámara de Diputados la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, con fundamento en
la siguiente

Exposición de Motivos

El 1 de febrero de 2007 se expidió la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (en ade-
lante: LGAMVLV), como el instrumento jurídico para di-
señar y coordinar políticas públicas entre las instituciones
y dependencias de los tres niveles de gobierno para la pre-
vención, atención y erradicación de la violencia contra las
mujeres; dentro de la ley se consideró necesario crear un
mecanismo denominado “Alerta de Violencia de Género”,
cuyo objetivo, una vez declarada y de acuerdo a la exposi-
ción de motivos de la ley, es situar las zonas del territorio
nacional con mayor índice de violencia hacia las mujeres,
detectar en qué órdenes de gobierno no se cumple la ley,
además de la zona en la que más se violentan los derechos
de la mujer y con ello, tener mecanismos para sancionar a
quienes la transgredan, es decir es un mecanismo ideado
para implementar acciones que desalienten la violencia, y
cuya función, de acuerdo a la ley, es reactiva.

Desde la creación del mecanismo hasta al año 2012, en el
marco del Sistema Nacional para Prevenir, Atender, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (en ade-
lante: Sistema Nacional), se presentaron cuatro solicitudes
de investigación sobre la procedencia de declaratoria de



alerta de violencia de género en los estado de Chiapas
(2009), Guanajuato (2009), estado de México (2010) y
Nuevo León (2012).

A pesar de la gravedad del panorama de la desaparición de
mujeres y la violencia feminicida en varias zonas del país,
en todos los casos el Sistema resolvió, en su momento, re-
chazar por mayoría de votos las solicitudes hasta entonces
presentadas; sin embargo, ante esta reiterada negativa al-
gunas de las organizaciones civiles solicitantes se vieron
obligadas a acudir a juzgados federales para combatir la re-
solución que sin fundamento ni motivación se había decre-
tado para rechazar dichas solicitudes, a la postre, el Siste-
ma Nacional finalmente aceptó declarar alertas de género
en 11 de los 125 municipios del estado de México y para 8
de los 33 municipios de Morelos.

Tradicionalmente el Sistema Nacional había tenido una po-
sición negativa para todas las solicitudes partiendo de una
evidente posición política fincada en una equivocada pre-
tensión de “proteger” al gobierno en turno, de la localidad
señalada en las solicitudes. A pesar de que la declaratoria
de alerta de violencia de género, es sólo un mecanismo pa-
ra proteger y garantizar los derechos de las mujeres, no pa-
ra sancionar a los gobiernos.

No obstante que el 25 de noviembre de 2013 se modificó
el Reglamento de la LGAMVLV con el propósito de elimi-
nar algunas disposiciones como el requisito de integrar un
grupo interinstitucional y multidisciplinario para el estudio
y análisis de la posible emisión de alerta de violencia de
género contra las mujeres, con la reforma se determinó que
sería el Instituto Nacional de las Mujeres el ente del go-
bierno federal encargado de seleccionar personas expertas
en el tema para conformar un grupo de trabajo que se en-
cargaría del análisis de la situación y emisión del informe,
para ello se implementó un procedimiento que incluye
otorgarle un tiempo al titular del Ejecutivo estatal a fin de
que cumpla con propuestas de acciones preventivas, de se-
guridad y justicia para enfrentar y abatir la violencia femi-
nicida y/o, el agravio comparado; en el caso de que no
cumpla o no acepte cumplir, se emitirá la alerta de género,
esta pauta que se otorga a las autoridades estatales minimi-
za la gravedad y el impacto de la declaración de alerta por-
que, si la autoridad estatal no cumplió inicialmente ¿en qué
condiciones se le va a constreñir a cumplir después de emi-
tir la alerta de género?

Aún con la última reforma al Reglamento de la
LGAMVLV, se advierte que siguen existiendo requisitos

de difícil aplicación o acreditación para que procedan las
solicitudes de declaración de la alerta de género de violen-
cia contra las mujeres. Por ejemplo, la verificación de la
existencia del agravio comparado y que estas circunstan-
cias sean suficientes para que sea la sociedad, en su con-
junto, en abstracto, quien reclame la existencia de delitos
del orden común contra la vida, la libertad, la integridad y
la seguridad de las mujeres, y que, además, perturben la
paz social en un territorio determinado, como lo señala la
fracción IV del artículo 33 del actual Reglamento.

En la historia desde la implementación de este mecanismo,
ha sido una queja constante de las organizaciones civiles
interesadas en la defensa y protección de los derechos hu-
manos de las mujeres, que el procedimiento queda al arbi-
trio de servidoras o servidores públicos, cuyo trabajo em-
pírico y voluntad política en el tema puede ser cuestionado;
queda en manos de representantes del gobierno federal, en
este caso, la selección de las personas que integrarían el
grupo de trabajo cuya responsabilidad es analizar la situa-
ción que guarda el territorio sobre el que se señala que
existe violación a los derechos humanos de las mujeres; pa-
ra darle nitidez e imparcialidad a la selección de las perso-
nas que finalmente habrán de investigar la solicitud de aler-
ta, se propone en esta iniciativa que exista un Comité de
Selección más amplio que tendría como objetivo elegir a
las integrantes del Comité de Expertas, quienes, como gru-
po de trabajo, quienes deberán ser electas posterior a con-
vocatoria pública.

Además, en esta iniciativa se plantea una reestructuración
del mecanismo con la intención de dotarle de mayor efica-
cia de tal manera que las modificaciones y adiciones que se
proponen en esta iniciativa contemplan cambios en la re-
gulación de este mecanismo en cuanto a las atribuciones y
obligaciones del Poder Ejecutivo federal y las bases de co-
ordinación entre éste, las entidades federativas y los muni-
cipios, para su ejecución.

La propuesta de esta iniciativa que se presenta, se apuntala
con las observaciones que realizó el Comité para la Elimi-
nación de la Discriminación contra la Mujer,
CEDAW/C/MEX/CO/7-8 del 7 agosto de 2012, a través de
su informe denominado: Observaciones finales del Comité
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,
mediante el cual emitió ciertas recomendaciones al Estado
mexicano, expresando su preocupación por las ineficacias
en el procedimiento que impiden la activación del meca-
nismo de la Alerta de Género,  en el sentido de:
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a) Revisar los mecanismos nacionales existentes para abor-
dar la violencia contra las mujeres, con miras a simplificar
los procesos y mejorar la coordinación entre sus miembros
y fortalecer su capacidad, en los ámbitos federal, estatal y
municipal, proporcionando recursos humanos, técnicos y
financieros suficientes, para aumentar su eficacia en la eje-
cución de su mandato general para prevenir, tratar, sancio-
nar y erradicar la violencia contra la mujer;

b) Con urgencia abordar los obstáculos que limitan la acti-
vación del mecanismo de alerta de género.

Es importante resaltar que diputadas de la LXII Legislatu-
ra presentaron una iniciativa, sin que se haya dictaminado,
cuyo contenido se refrenda en esta propuesta, misma que
se fortalece con adiciones con el propósito de apuntalar el
procedimiento para que las y los solicitantes de una decla-
ración de alerta de violencia de género contra las mujeres,
tengan expedita la respuesta de las autoridades en benefi-
cio de la prevención, atención, sanción y erradicación de la
violencia que viven gran parte de las mujeres.

Por lo anteriormente expuesto, la suscrita, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 1o., 4o. y 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
artículo 6, apartado 1., fracción I, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, me permito poner a la consideración de
esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia.

Artículo Único.

a) Ordenamientos a  modificar y adicionar:

Del Título I, Capítulo I, Disposiciones Generales, se adi-
cionan en el artículo 4 las fracciones I y II, se elimina la
actual III y se recorren las siguientes, y en el artículo 5 las
fracciones VI, XII y XIII; del Título II, Capítulo V, se re-
forma en su totalidad el artículo 22, se adicionan los artí-
culos 22 A, 22 B y 22 C; se reforma el 23, se adicionan
las fracciones I y II, IV y VII; se deroga el artículo 24, se
adiciona una Sección Primera, denominada: “Del Comité
de Selección y del Comité de Expertas” , que inicia con el
artículo 25 A al 25 H ; se adiciona una Sección Segunda,
denominada: “Disposiciones Generales para la Solicitud de
la Declaratoria de Alerta por Violencia contra las Mujeres”,

que inicia con el artículo 25 I al 25 L ; se adiciona una Sec-
ción Tercera, denominada: “Del procedimiento para la de-
claratoria de alerta por violencia estructural contra las mu-
jeres”, que inicia con el artículo 25 M al 25 O; se adiciona
una Sección Cuarta, denominada: “De la Declaratoria de
Alerta de Violencia contra las Mujeres por Agravio Com-
parado”, con un sólo artículo 25 P; se adiciona una Sec-
ción Quinta, denominada: “De las obligaciones de la Se-
cretaría de Gobernación ante la Declaratoria por Violencia
contra las Mujeres”, que inicia con el artículo 25 Q al 25 V;
se adiciona una Sección Sexta, denominada: “Seguimien-
to a la Alerta por Violencia contras las Mujeres”, que inicia
con el artículo 25 V AL 25 Z.

b) Para quedar como sigue:

Artículo 4. Los principios rectores para el acceso de todas
las mujeres a una vida libre de violencia que deberán ser
observados en la elaboración y ejecución de las políticas
públicas federales y locales son

I. La Igualdad Sustantiva.

II. La perspectiva de género.

III. El respeto a la dignidad de las mujeres.

IV. […]

Artículo 5. Para los efectos de la presente ley se entende-
rá por:

I. a la V. […]

VI. Agravio Comparado: Es el daño, menoscabo, no
reconocimiento, impedimento de goce o ejercicio de los
derechos de las mujeres, a causa de la sola vigencia o
aplicación de una norma o política pública que trans-
grede sus derechos humanos, que puede actualizarse
cuando un ordenamiento jurídico vigente y/o política
pública contenga alguno de los siguientes supuestos: 

a) Distinciones, restricciones o disposiciones espe-
cíficas que discriminen a las mujeres y las niñas,
siempre y cuando no cumplan con los principios de
igualdad, legalidad, idoneidad, necesidad y propor-
cionalidad. 

b) Que propicie o incremente la brecha de desigual-
dad entre mujeres y hombres al brindar un trato des-



igual frente al acceso y ejercicio de los derechos hu-
manos universales, ya sea en una entidad federativa
frente a otra o el Distrito Federal, en el Distrito Fe-
deral frente a otra entidad federativa, en un munici-
pio frente a otro o una delegación política, en dele-
gación política frente a otra u otro municipio, o
incluso en el territorio nacional a través de normas
legales discriminatorias. 

c) Que contravenga o no cumpla con los estándares
establecidos en el derecho internacional de los dere-
chos humanos. 

d) Que el resultado discrimine o profundice la des-
igualdad entre mujeres y hombres. 

VII a la XI  […]

XII. Igualdad Sustantiva: Condiciones estructurales y
objetivas en las que la mujer tenga las mismas oportu-
nidades desde un primer momento y que disponga de un
entorno que le permita conseguir la igualdad de resulta-
dos. Deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas
que hay entre la mujer y el hombre y las diferencias que
la sociedad y la cultura han creado; incluye, en ciertas
circunstancias,  un trato no idéntico de mujeres y hom-
bres para equilibrar esas diferencias. El logro del objeti-
vo de la igualdad sustantiva también exige una estrate-
gia eficaz encaminada a corregir la representación
insuficiente de la mujer y una redistribución de los re-
cursos y el poder entre el hombre y la mujer. 

XIII. Violencia estructural contra las mujeres: Es to-
da acción u omisión que mediante la realización de uno
o varios tipos de violencia cause daño o sufrimiento a
las mujeres, tanto en el ámbito público como privado en
un contexto de permisividad social o institucional.

Se refiere a conductas ejercidas por las personas, el Estado
y la sociedad, así como la ejercida en comunidades, rela-
ciones humanas, prácticas e instituciones sociales, que el
Estado reproduce y tolera al no garantizar la igualdad sus-
tantiva, al perpetuar formas jurídicas, judiciales, políticas,
económicas y sociales androcéntricas y de jerarquía de gé-
nero; así como al no dar garantías de seguridad a las muje-
res durante todas las etapas de su vida. 

Se manifiesta en conductas asociadas con la exclusión, la
subordinación, la discriminación, la marginación y la ex-

plotación, consustanciales a la dominación estructural de
género masculina, afectando los derechos de las mujeres. 

Artículos del 6 al 21  […]

Artículo 22. La alerta por violencia contra las mujeres, es
el mecanismo de protección colectivo, emergente y tempo-
ral, que concentra las acciones coordinadas de los gobier-
nos federal, estatal y municipal, para garantizar una vida li-
bre de violencia a las mujeres, en un territorio determinado. 

La alerta por violencia contra las mujeres procede bajo dos
supuestos: 

I. Por violencia estructural en contra de las mujeres y ni-
ñas; y, 

II. Por agravio comparado, ostensible en un ordena-
miento jurídico aprobado o vigente y/o política pública. 

Artículo 22 A. En el mecanismo de alerta por violencia
contra las mujeres intervienen: 

1) La persona o personas que interponen la solicitud, or-
ganizaciones de la sociedad civil, instituciones acadé-
micas, organismos públicos de derechos humanos na-
cional o de las entidades federativas y organismos
internacionales. 

2) El Inmujeres en su calidad de Secretaría Ejecutiva del
Sistema Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y
Erradicar la Violencia contra las Mujeres; 

3) El Comité de Selección; y, 

4) El Comité de Expertas. 

Artículo 22 B. La solicitud de declaratoria de alerta por
violencia contra las mujeres podrá ser presentada ante la
Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional para Prevenir,
Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mu-
jeres por: 

I. Organizaciones o colectivos de la sociedad civil. 

II. Comisiones de derechos humanos y/o organismos de
protección de los derechos humanos. 

III. Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación.
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IV. Organismos internacionales de defensa y promoción
de los derechos humanos; y, 

V. Mecanismos para el adelanto de las mujeres federa-
les, estatales y municipales. 

Las solicitudes de declaratoria de alerta por violencia no
serán excluyentes entre sí pudiendo ser presentadas simul-
táneamente, por los mismos u otros hechos diferentes, así
como por una o más instancias de las mencionadas en este
artículo. 

Artículo 22 C. Cuando ocurran hechos públicos y notorios
de violencia contra las mujeres, aunque no se hubiese pre-
sentado la solicitud de Alerta por Violencia, la Comisión
Nacional de Derechos Humanos o los organismos públicos
de derechos humanos de las entidades federativas, así co-
mo el Inmujeres, deberán actuar de oficio para iniciar un
procedimiento de Declaratoria de Alerta de Violencia. 

Artículo 23. La alerta de violencia de género contra las
mujeres tendrá como objetivo fundamental garantizar la
seguridad y acceso a la justicia de las mismas en condi-
ciones de igualdad sustantiva, la revisión de indicadores
de impacto, desempeño y resultado del sistema de justi-
cia para verificar el cumplimiento efectivo de los dere-
chos humanos de las mujeres víctimas, el cese de la vio-
lencia en su contra y/o eliminar las desigualdades
producidas por una legislación que agravia sus dere-
chos humanos, por lo que se deberá:

I. Conformar un Comité de Selección;

II. Establecer un Comité de Expertas;

III. Implementar las acciones preventivas de seguridad
y justicia, para enfrentar y abatir la violencia feminici-
da; 

IV. Impulsar acciones de formación de estudiantes
de licenciatura de derecho y servidores públicos del
sistema de justicia, en el conocimiento de los dere-
chos humanos de las mujeres y la perspectiva de gé-
nero;

V. Elaborar reportes especiales sobre la zona y el com-
portamiento de los indicadores de la violencia contra las
mujeres; 

VI. Asignar los recursos presupuestales necesarios para
hacer frente a la contingencia de alerta de violencia de
género contra las mujeres, 

VII. Impulsar una política pública de rendición de
cuentas, deslinde de responsabilidades y su corres-
pondiente sanción a quienes por omisión, abuso o ne-
gligencia promovieron la impunidad, y

VIII. Hacer del conocimiento público el motivo de la
alerta de violencia de género contra las mujeres, las ac-
ciones propuestas al ejecutivo estatal  y la zona territo-
rial que abarcan las medidas a implementar.

Se deroga el artículo 24:

Artículo 25.  […]

Sección Primera
Del Comité de Selección y del Comité de Expertas

Artículo 25 A. Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva del
Sistema conformar el Comité de Selección, el cual se inte-
grará por: 

I. La titular del Instituto Nacional de las Mujeres. 

II. La titular de la Comisión Nacional para Prevenir y
Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

III. Una persona invitada de la representación en Méxi-
co de ONU Mujeres. 

IV. Una persona invitada representante del Poder Judi-
cial de la Federación, preferentemente de la Unidad de
Igualdad de Género de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación; 

V. Una representante de la Fiscalía Especial para los De-
litos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Perso-
nas de la Procuraduría General de la República.

VI. Una persona representante de alguna institución
académica universitaria de alto prestigio en estudios de
género o derechos humanos de las mujeres; y, 

VII. La persona titular del Programa de Asuntos de la
Mujer y de Igualdad entre Mujeres y Hombres de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos. 



Las personas integrantes contarán voz y voto en condicio-
nes de igualdad. 

El Comité de Selección tiene como objetivo evaluar y se-
leccionar a las integrantes del Comité de Expertas, para lo
cual contará con 30 días naturales improrrogables para el
proceso de selección. 

Artículo 25 B. El Comité de Expertas es un cuerpo técni-
co, colegiado con independencia de decisión, responsable
de la recepción, análisis, evaluación, investigación, infor-
mación y la emisión de un informe en el que se determinen
las violaciones a derechos humanos de las mujeres de
acuerdo con los conceptos de la alerta de género, y se emi-
tan las respectivas recomendaciones relativas al mecanis-
mo de la Alerta de Violencia de Género contra las mujeres
y niñas. 

Las expertas que conformen el Comité serán elegidas me-
diante convocatoria pública, con cobertura nacional, que
emitirá la Secretaría de Gobernación debiendo reunir los
siguientes requisitos: 

I. No contar con inhabilitación en el servicio público o
con recomendaciones de los organismos públicos de
protección de los derechos humanos. 

II. No ocupar un cargo público. 

III. Que no se encuentre enfrentando proceso penal por
delito grave. 

IV. Contar con reconocida experiencia y conocimientos
en perspectiva de género y derechos humanos de las
mujeres; y, 

V. Demostrar trayectoria profesional de por lo menos 5
años en alguna o varias de las siguientes áreas: atención,
defensa, promoción, acceso y procuración de justicia
con perspectiva de género, para la erradicación de la
violencia contra las mujeres, así como en la elaboración
de políticas públicas, estudios e investigaciones relacio-
nadas con estos temas. 

Artículo 25 C. La duración del encargo de experta del co-
mité, será por un período de dos años, pudiendo reelegirse
por una ocasión por otro periodo igual, garantizando la ro-
tación de las integrantes de forma escalonada conforme al
reglamento de la presente ley. 

Artículo 25 D. Una vez concluido el proceso de selección
e integración, el Comité de Expertas quedará conformado
por cinco mujeres que reúnan preferentemente los siguien-
tes perfiles: 

I. Una experta en derecho internacional, nacional y lo-
cal de los derechos humanos de las mujeres y las niñas;

II. Una defensora, con amplia y reconocida trayectoria,
de los derechos humanos de las mujeres y las niñas; 

III. Una experta en evaluación, diseño y reorientación
de políticas públicas; así como en evaluación de la efi-
ciencia institucional. 

IV. Una experta en procuración y administración de jus-
ticia, con reconocida trayectoria por su trabajo en el ac-
ceso a la justicia para las mujeres; y, 

V. Una experta en seguridad ciudadana con enfoque de
seguridad humana. 

Artículo 25 E. La Secretaría de Gobernación otorgará las
facilidades, remuneración y recursos para su funciona-
miento, conforme lo establecen los ordenamientos corres-
pondientes. 

Lo anterior no implicará una relación laboral ni de subor-
dinación entre la Secretaría de Gobernación y las integran-
tes del Comité de Expertas. 

El comité podrá solicitar a la autoridad correspondiente las
medidas de protección necesarias para salvaguardar su in-
tegridad en el ejercicio de sus funciones, así como para so-
licitar las medidas necesarias para proteger a las presuntas
víctimas durante la revisión de los casos. 

Artículo 25 F. El Comité de Expertas deberá sesionar for-
malmente para conocer de manera inmediata, en un térmi-
no no mayor a 5 días naturales, las solicitudes de alerta por
violencia contra las mujeres presentadas, ante la Secretaría
Ejecutiva. 

Artículo 25 G. El Comité de Expertas, determinará la me-
todología que emplearán para dar respuesta a cada una de
las solicitudes, cumpliendo con el procedimiento estableci-
do en esta Ley. Recibirá, analizará y emitirá un informe y
la o las recomendaciones correspondientes de todas las so-
licitudes de Alerta por Violencia contra las mujeres que re-
ciba. 
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Artículo 25 H. El Comité de expertas elegirá de entre sus
integrantes y preferentemente por consenso, a su Coordi-
nadora y su suplente, quien colaborará con la Coordinado-
ra para el mejor desempeño de sus funciones; durarán en su
cargo un año, con opción a ser reelectas por un año más. En
caso de ausencia temporal o impedimento de la Coordina-
dora, la sustituirá la suplente y el Comité elegirá a una nue-
va suplente. 

El Comité tiene facultades para apoyarse en la opinión de
otras personas especialistas o instituciones académicas y o
educativas nacionales, estatales y o municipales, cuando
así lo consideren necesario, así como para designar y coor-
dinar los equipos técnicos que se requieran para dar cum-
plimiento a las labores para las que fueron electas. 

Sección Segunda
Disposiciones generales para la 

solicitud de la declaratoria de alerta 
por violencia contra las mujeres

Artículo 25 I. La solicitud de declaratoria de Alerta por
Violencia contra las mujeres, se presentará por escrito o
bien, a través de correo electrónico, en la oficina de la titu-
lar de la Secretaría Ejecutiva; una vez admitida dará cono-
cimiento al Sistema Nacional para Prevenir, Atender, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres y la
turnará inmediatamente al Comité de Expertas. 

Artículo 25 J. La solicitud de alerta por violencia contra
las mujeres, deberá contener los siguientes requisitos: 

I. Nombre o razón social de quien promueva. 

II. Los documentos que sean necesarios para acreditar
su personalidad jurídica. 

III. Domicilio para recibir notificaciones, así como
nombre de la persona o personas autorizadas para reci-
birlas. 

IV. Narración de los hechos violatorios de los derechos
humanos de las mujeres y o por agravio comparado, en
un territorio determinado; y 

V. Los elementos con los que se cuente para fundamen-
tar su petición. 

Las solicitudes contendrán información constitutiva de in-
dicios. Será labor del Comité de Expertas, la integración de

la documentación y de la información relativa a la solicitud
de alerta por violencia contra las mujeres, realizar las in-
vestigaciones necesarias para determinar o no la existencia
de cualquier tipo y o modalidad de violencia en contra de
las mujeres  y niñas que constituya violencia estructural,
así como la existencia o no de agravio comparado.

Cuando la solicitud no contenga los requisitos del presente
artículo, la Secretaría Ejecutiva del sistema deberá preve-
nir a quien solicita por escrito, por una sola vez, para que
subsane la omisión dentro del plazo de cinco días hábiles.
Transcurrido el plazo sin que se desahogue la prevención,
se desechará el trámite. Una vez desahogada la prevención,
se continuará con el análisis de la solicitud. 

Artículo 25 K. Las autoridades federales, estatales, del
Distrito Federal y o municipales, deberán proporcionar to-
do tipo de información y documentación que tenga relación
con los hechos que se afirman en la solicitud, o en su caso,
brindar el apoyo necesario para la realización de la investi-
gación correspondiente. 

La falta de cooperación o la negativa de proporcionar in-
formación por parte de las autoridades, presumirá la vera-
cidad de los hechos alegados en la solicitud. 

Artículo 25 L. La documentación y demás información
que genere el Comité de Expertas observará lo dispuesto en
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, la Ley Federal de Datos Persona-
les en Posesión de Particulares y demás normatividad apli-
cable en esta materia. 

Sección Tercera
Del procedimiento para la declaratoria de alerta 

por violencia estructural contra las mujeres

Artículo 25 M. En el proceso de investigación para la de-
claratoria de la alerta por violencia contra las mujeres, so-
licitado bajo el supuesto de la fracción I del artículo 22, el
Comité de Expertas deberá incluir los siguientes elemen-
tos: 

I. Descripción de los hechos que incluya: 

a) La situación de violencia contra las mujeres y las
niñas, haciendo énfasis en el estado que guarda el
derecho de acceso a la justicia.



b) El lugar o territorio donde acontecieron los he-
chos. 

II. La metodología de revisión del caso: 

a) Análisis e interpretación de la información. 

b) Fuentes de información, personas y o institucio-
nes consultadas para ampliar la investigación. 

III. Conclusiones. Consideraciones de hecho y de dere-
cho que resulten del análisis de los casos, los elementos
que lleven a determinar si procede o no una declaratoria
de alerta por violencia contra las mujeres. 

IV. Recomendaciones:

a) La propuesta de reparación del daño con perspec-
tiva de género y con base a jurisprudencia nacional
y de la Corte Interamericana de Derechos Humano a
víctimas directas o indirectas, si fuera procedente; 

b) La procedencia en los casos donde sea pertinente
de solicitar el inicio e investigación de las responsa-
bilidades administrativas y/o penales de las y los
servidores públicos involucrados. 

c) Las acciones integrales de emergencia, preventi-
vas, de atención, procuración de justicia y sanción
de servidoras o servidores públicos, dirigidas a las
instituciones y dependencias responsables del orden
federal, estatal, del Distrito Federal y/o municipal
respectivamente, estableciendo los plazos para su
cumplimiento; y, 

d) La propuesta de plazos para el cumplimiento de
las recomendaciones.

Artículo 25 N. Las solicitudes de información que se re-
quieran a las autoridades federales, estatales, del Distrito
Federal y o municipales por parte del Comité de Expertas,
se realizará por conducto de la Secretaría de Gobernación. 

La Secretaría de Gobernación deberá brindar todas las fa-
cilidades para contar la información de manera pronta y
expedita.

Artículo 25 O. El Comité de Expertas, dispondrá de 45 dí-
as naturales prorrogable por el mismo periodo y por una

sola ocasión, para integrar una investigación sobre los he-
chos y emitir un informe y sus recomendaciones. 

Sección Cuarta
De la declaratoria de alerta de violencia contra 

las mujeres por agravio comparado

Artículo 25 P. Para el proceso de investigación para la de-
claratoria de la alerta por violencia contra las mujeres, so-
licitado bajo el supuesto de la fracción II del artículo 22,
deberá incluir los siguientes elementos: 

I. Descripción de los hechos que incluya: 

a) La situación de violencia contra las mujeres y las
niñas. 

b) El lugar o territorio donde acontecieron los he-
chos. 

c) Descripción de los elementos que constituyan el
agravio comparado, y, 

d) Las afectaciones que la norma o política pública,
con base en los más altos estándares internacionales
de protección de los derechos humanos de las muje-
res, el principio pro persona y la perspectiva de gé-
nero, ha generado en agravio de las niñas o mujeres
de la colectividad. 

II. La metodología de revisión de esta modalidad de vio-
lencia, la cual implica: 

a) El análisis e interpretación de los informes apor-
tados por el solicitante, si lo hiciere, la autoridad res-
ponsable y cualquier otro alternativo que sirva para
formar criterio; y, 

b) Fuentes de información, personas y o institucio-
nes consultadas para ampliar la investigación, salva-
guardando los datos personales. 

III. Conclusiones 

a) Las medidas recomendadas para eliminar la vio-
lencia contra las mujeres y las niñas por agravio
comparado. 
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b) La sanción a servidoras o servidores públicos si
fuera procedente 

c) Las propuestas de adición, modificación o dero-
gación de la ley o política pública de que se trate. 

d) Las acciones integrales de emergencia, preventi-
vas, de atención y sanción dirigidas a las institucio-
nes y dependencias encargadas de su ejecución. 

e) La propuesta de reparación del daño, con pers-
pectiva de género y en base a jurisprudencia nacio-
nal y de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
mano; y, 

f) La propuesta de plazos para su cumplimiento. 

Sección Quinta
De las obligaciones de la 

Secretaría de Gobernación ante la declaratoria por
violencia contra las mujeres

Artículo 25 Q. Corresponderá a la Secretaría de Goberna-
ción en su calidad de dependencia que preside el Sistema
Nacional para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra las Mujeres, declarar o negar la Alerta por
Violencia contra las Mujeres, debiendo fundar y motivar su
resolución, considerando de manera integral el informe y
las recomendaciones emitidas por el Comité de Expertas. 

El procedimiento que corresponde a la declaración de la
alerta de violencia contra las mujeres,  deberá regirse bajo
los principios de: 

I. Pro persona 

II. Debida diligencia 

III. Igualdad sustantiva

II. Perspectiva de género 

III. Mayor protección. 

IV. Interés superior de la niñez. 

Artículo 25 R. La Secretaría de Gobernación habiendo re-
cibido el informe y las recomendaciones del Comité de Ex-
pertas determinará en un plazo de 15 días hábiles impro-
rrogables la procedencia o improcedencia de la emisión de

la alerta por violencia estructural contra las mujeres o por
agravio comparado. 

En ambos casos deberá notificar a las autoridades respon-
sables, en su caso, a quien presentó la solicitud y al Siste-
ma Nacional en un plazo no mayor a 10 días hábiles. 

Artículo 25 S. La declaratoria de alerta por violencia es-
tructural contra las mujeres que emita la Secretaría de Go-
bernación deberá contener: 

I. Las políticas, acciones y demás formas de coordina-
ción. 

II. Monto de los recursos presupuestales para hacer
frente a la contingencia; y, 

III. Explicitar los plazos en que se realizarán las accio-
nes, identificando acciones inmediatas, a mediano, lar-
go plazo y permanentes, atendiendo al diseño y aplica-
ción de indicadores de resultados, desempeño de las y
los funcionarios públicos involucrados e impacto, con-
siderando los plazos sugeridos por el Comité de Exper-
tas. 

Artículo 25 T. La declaratoria de alerta por violencia con-
tra las mujeres por agravio comparado que emita la Secre-
taría de Gobernación, deberá contener: 

I. La propuesta de modificación, reforma, adición, dero-
gación y/o abrogación de ordenamientos jurídicos. 

II. Todas aquellas propuestas de modificación y elimi-
nación de políticas públicas discriminatorias; y, 

III. Explicitar los plazos en que se realizarán las accio-
nes, identificando acciones inmediatas, a mediano, lar-
go plazo y permanentes, considerando los plazos suge-
ridos por el Comité de Expertas. 

Artículo 25 U. En ambos supuestos, la declaratoria de aler-
ta por violencia deberá publicarse en el Diario Oficial de la
Federación, en los periódicos o gacetas oficiales estatales,
en los medios impresos y electrónicos de mayor audiencia
nacional, de las entidades federativas o del Distrito Federal
de que se trate; así como en los sitios electrónicos oficiales
de las dependencias involucradas.

Artículo 25 V. Una vez notificada, las autoridades señala-
das en el informe contarán con un plazo de treinta días há-
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biles para iniciar el desahogo de las medidas recomenda-
das, rindiendo informes trimestrales sobre el avance en el
cumplimiento a la Secretaría de Gobernación. 

La Secretaría de Gobernación deberá hacer público estos
informes y enviarlos a las instituciones que integran el Sis-
tema Nacional. 

Sección Sexta
Seguimiento a la alerta 

por violencia contras las mujeres

Artículo 25 W. La Secretaría de Gobernación, en coordi-
nación con la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional,
dará seguimiento al cumplimiento de las medidas que se
hayan emitido para hacer frente a la contingencia motivo
de la alerta por violencia. 

Artículo 25 X. Una vez recibidos los informes finales la
Secretaría de Gobernación determinará la procedencia del
levantamiento de la alerta. 

Esta determinación se hará del conocimiento público por
los mismos medios de difusión que se dio a conocer la de-
claratoria de alerta. 

Artículo 25 Y. En caso de que la Secretaría de Goberna-
ción determine la improcedencia de levantar la declaratoria
de alerta, las autoridades responsables deberán continuar
con la aplicación de las medidas recomendadas hasta que
cesen los efectos que motivaron la alerta. 

Artículo 25 Z. Las autoridades federales, estatales, del
Distrito Federal y municipales que correspondan, estarán
obligadas en términos de esta Ley a dar cumplimiento a los
requerimientos de información, apoyo y determinaciones
que se emitan para hacer frente a la contingencia de Alerta
por Violencia, en el entendido de que sus omisiones, obs-
taculizaciones o negativas serán causa de responsabilidad
jurídica a la que haya lugar

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Quedará sin efecto cualquier disposi-
ción que se oponga al presente ordenamiento.

Artículo Tercero. El Ejecutivo federal, en un plazo que no
exceda de 90 noventa días naturales después de publicado
el presente decreto, deberá reformar el reglamento de la
Ley en aquellas partes que resulten necesarias para la im-
plantación de este ordenamiento.

Artículo Cuarto. La Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, deberá mantener y garantizar la progresividad
de la asignación presupuestaria para la ejecución de la pre-
sente ley.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de 2015.— Diputada
María Candelaria Ochoa Avalos (rúbrica).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada Ochoa. Túrnese a la Co-
misión de Igualdad de Género, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD Y LEY GENERAL DE LOS
DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra por cinco minutos la diputada
Carmen Victoria Campa, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, y de la Ley General de Derechos de
Niñas y Niños y Adolescentes.

La diputada Carmen Victoria Campa Almaral: Con su
permiso, señor presidente, compañeras y compañeros le-
gisladores, quiero empezar mi presentación pidiéndoles
que recuerden si en su familia ha ocurrido un accidente au-
tomovilístico, que estoy segura que la mayoría de nosotros
conocemos algún caso o peor aún, hemos sufrido un per-
cance de esta índole. Por ese motivo estoy convencida de
que acompañarán la propuesta que hoy vengo a presentar-
les. 

Algunos datos estadísticos: según el Consejo Nacional pa-
ra la Prevención de Accidentes, Conapra, entre el 2012 y e
l 2013 se presentaron a nivel nacional, 406 mil 508 acci-
dentes viales. La mayoría de estos eventos se dieron en zo-
nas urbanas y suburbanas.

La totalidad de accidentes viales en el 2013 dejó 15 mil
386 personas fallecidas. El número de heridos graves fue
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de 31 mil 772. La mayoría, 12 mil 362, eran ocupantes del
vehículo.

Los accidentes de tránsito son una de las principales causas
de la discapacidad motriz. Tan sólo el 23.8 por ciento de los
conductores accidentados, según datos del propio Conapra,
portaban el cinturón de seguridad.

La tasa de mortalidad por accidentes viales en los grupos
de población de cero a nueve años de edad, fue del 3.3 por
ciento.

La primera causa de muerte de niños y niñas entre cuatro y
doce años, es por accidentes de tránsito, constituyendo
también la segunda causa de orfandad en el país. Estas ci-
fras nos dan una panorámica general de la dimensión del
problema de seguridad vial en todo el país. Sin duda, se
han presentado mejoras y avances en esta materia, pero es-
tamos aún muy lejos del ideal en cuanto al desarrollo de
políticas públicas eficaces para la prevención de accidentes
viales.

La prevención, como sucede en la mayoría de los proble-
mas de salud pública, es la clave para disminuir el número
de accidentes y, sobre todo para proteger a los pequeños
que viajan en los vehículos.

Lamentablemente en la actualidad, la obligación de contar
con asientos especiales para menores, no está estipulada en
forma clara en la ley, razón por la cual los sistemas de re-
tención infantil, es decir, los asientos especiales para niños
no son obligatorios en algunas entidades del país.

En otros estados, como es el caso de Nuevo León, la facul-
tad de regular la materia, es solamente municipal. Otros co-
mo Durango y Guanajuato no hacen obligatorio el uso de
estos asientos.

Del mismo modo, la disparidad en la edad de los menores
para utilizar los asientos especiales es sumamente variable,
de una entidad a otra. Basta citar el ejemplo del Distrito Fe-
deral en que la edad máxima del uso es de 12 años, mien-
tras que en el estado de Coahuila, es solamente de dos
años.

Sólo en tres entidades federativas en todo el país cumplen
con los cuatro parámetros de seguridad vial para niñas y ni-
ños, Distrito Federal, Jalisco y Sinaloa, mi estado. ¿Cuáles
son estos parámetros? Según el Conapra son: establecer co-
mo máximo de edad los 12 años para el uso del sistema de

retención infantil, establecer el peso como criterio de uso
del asiento, hacer obligatorio para los conductores el uso
de estos asientos e imponer una sanción por el incumpli-
miento de la norma.

Es por ello que en Nueva Alianza, estamos decididos a mo-
dificar esta disparidad, y proponemos una solución para la
indiferencia que en temas como éste, le merecen a muchas
entidades federativas.

Para remediar esta situación, propongo esta iniciativa, a fin
de sancionar la falta de uso de sillas o asientos infantiles en
vehículos automotores que transporten a niños menores, de
cero a 12 años de edad.

En Nueva Alianza queremos cambiar al país con acciones,
y una de esas acciones es fortalecer las políticas públicas
en materia de accidentes. La seguridad de todos los niños y
todas las niñas de México tiene la misma importancia que
la seguridad de nuestras hijas y de nuestros hijos, no debe
haber diferencias en la protección de los menores. Es nues-
tra responsabilidad fortalecer el marco normativo para que
esto suceda.

¿No se merece la misma protección una niña o un niño de
Guadalajara a uno que vive en Pachuca? Este cambio que
parece minúsculo en la ley puede significar la vida del hi-
jo o de la hija de cada uno de nosotros.

Vale la pena el esfuerzo, compañeros. Soy una convencida
de que salvar vidas para prevenir lo que es efectivamente
prevenible es un privilegio que debemos honrar, y espero
que con esta idea en mente acompañen mi propuesta. Por
su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Generales de Salud; y de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la diputada Carmen
Victoria Campa Almaral, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza

La suscrita, Carmen Victoria Campa Almaral, diputada fe-
deral de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario Nueva Alianza,
con fundamento en el artículo 71, fracción II de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; 76, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
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nes de la Ley General de Salud y de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en materia de
asientos infantiles, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

En todo el mundo las niñas y los niños son los pasajeros
más vulnerables dentro de los automóviles, en consecuen-
cia tenemos la obligación de garantizarles plena aplicación
de sus derechos humanos, cimentados en garantías de pro-
tección y seguridad.

Una de las principales causas de mortalidad infantil son los
accidentes de tránsito, causados principalmente por las si-
guientes razones: I) Porque los papás piensan que con sos-
tener en brazos al pequeño estará seguro, y II) Por la falta
de medios de retención infantil.

A pesar de que los automóviles cuentan con medidas de se-
guridad estandarizadas, como son los cinturones de seguri-
dad, dichos instrumentos, por sí solos no son adecuados y
seguros para un niño, ya que están diseñados específica-
mente para la seguridad de los adultos.

Al respecto, la Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos, OCDE, ha recomendado hacer uso
de asientos o sillas infantiles, toda vez que resultan ser los
más idóneos para que viajen seguros los menores dentro de
los automóviles, ya que deben cumplir con los principios
de asegurar la contención del infante, su protección y una
mejor retención en caso de accidente, así como las normas
técnicas internacionales.

La OCDE ha insistido en brindar protección a todos los ni-
ños, por ello recomendó que todos los ocupantes, sin ex-
cepción, deben viajar protegidos con cinturones de seguri-
dad o sillas infantiles adecuadas a su edad y tamaño.

Alrededor del mundo, diversos países han adaptado sus le-
gislaciones a estos lineamientos, como por ejemplo la
Unión Europea, España y diversos países de Latinoaméri-
ca y el Caribe.

La Unión Europea a través de la Directiva 2003/20/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, modificó la Directi-
va 91/671/CEE del Consejo relativa a la aproximación
de las legislaciones de los Estados miembros sobre el
uso obligatorio de cinturones de seguridad en vehículos
de menos de 3.5 toneladas”1. En dicho documento se se-
ñalan como normas obligatorias: I)…prohibir que los niños

menores de tres años viajen en cualquier vehículo sin un
asiento o sillita infantil adecuada para su edad y peso;
II)…los niños de más de tres años de edad y cuya estatura
sea inferior a 150 cm deberán estar sujetos por un disposi-
tivo de retención para niños, y III)…los niños de más de
tres años de edad y cuya estatura sea inferior a 150 cm só-
lo podrán viajar en los asientos delanteros de los vehículos
si utilizan asientos infantiles.

Por su parte, España, creó la Ley 17/20052 la cual estable-
ce en su artículo 11, numeral 4, que: “…queda prohibido
circular con menores de 12 años situados en los asientos
delanteros del vehículo, salvo que utilicen dispositivos ho-
mologados al efecto. Asimismo, queda prohibido circular
con niños menores de tres años situados en los asientos tra-
seros del vehículo, salvo que utilicen para ello un sistema
de sujeción homologado adaptado a su talla y a su peso con
las excepciones que se establezcan reglamentariamente”.
Un dato que resalta es que el 46 por ciento de los menores
de entre 0 y 14 años fallecieron en accidentes de tránsito
entre 2008 y 2010, sin hacer uso de ningún sistema de re-
tención infantil, según datos de la Dirección General de
Tráfico.

En Latinoamérica y el Caribe, los países de Argentina, Bra-
sil, Chile, Colombia, Costa Rica, Nicaragua, Panamá,
Puerto Rico y Venezuela coinciden al integrar en sus legis-
laciones nacionales que los menores de edad deben viajar
en los asientos traseros de los automóviles, además de ha-
cer obligatorio el uso de sillas infantiles o dispositivos de
retención infantil. Caso contrario sucede en las naciones de
Ecuador, el Salvador, Guatemala, Honduras, Perú, Uru-
guay y México donde no existe norma a nivel nacional que
garantice la protección de los menores de edad al viajar en
automóviles.

Es de destacar, el caso particular de Puerto Rico, en el que
el Departamento de Estado suministra de un asiento pro-
tector a toda persona que así lo solicite, siempre y cuando
demuestre no contar con los recursos necesarios para poder
comprarlo.

Por último, en nuestro país no existe regulación o legisla-
ción nacional que tenga en cuenta este problema, solo te-
nemos municipios o estados que han implementado en sus
leyes o reglamentos el uso de asientos infantiles, cabe des-
tacar que a pesar de estos esfuerzos aún se encuentran ale-
jados de los criterios estandarizados a nivel internacional,
primero porque difieren al considerar la estatura o edad
obligatoria para su uso, y segundo por el tipo de denomi-
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nación técnica del dispositivo de retención infantil. Empe-
ro diversas propuestas legislativas han tratado de integrar
el uso de estos instrumentos de seguridad, pero han con-
cluido sin éxito.

Argumentación

El Informe “Situación Mundial de la Seguridad Vial
2013”3, señala que la cifra total de víctimas mortales por
accidentes de tránsito asciende a más de 1.24 millones por
año en 182 países, entre ellos México, quien tiende a colo-
carse en séptimo lugar. Es de resaltar que solo 28 países de
la población mundial, tienen leyes en materia de seguridad
vial, mismas que contemplan temas de prevención como:
prohibición del uso de bebidas alcohólicas, exceso de ve-
locidad, uso de cascos para conductores de motocicleta,
sistemas de sujeción infantil y uso de cinturón de seguri-
dad.

Un dato que no debe pasarse por alto, es la situación de que
México y Brasil acumulan alrededor del 50 por ciento de
todos los niños fallecidos en los países de Latinoamérica y
el Caribe.

Al respecto, el Consejo Nacional para la Prevención de Ac-
cidentes (Conapra), ha expuesto que la primera causa de
muerte en niños de entre cuatro y 12 años es por acciden-
tes de tránsito, provocando ser la segunda causa de orfan-
dad en México.

Guanajuato –durante 2004– presentó 25 decesos por acci-
dentes de tránsito en niños de edad preescolar, y 53 en me-
nores de entre 5 y 14 años de edad, lo que arrojo un total
de 78 niños muertos en ese año.

De igual forma, la organización Safe Kids México, ha se-
ñalado que menos del 30 por ciento de los menores de cin-
co años utiliza un asiento infantil y menos de 20 por cien-
to de los mayores de cinco años es protegido con estos
equipos y que alrededor de 900 menores de edad en Méxi-
co mueren cada año por accidentes vehiculares.

Ante esas consideraciones, creemos que en México existe
una gran falta de cultura de prevención y protección de las
garantías de los menores, por eso reflexionamos en que es
necesario y obligatorio, el uso de los asientos o sillas in-
fantiles.

En un recorrido por la legislación nacional, respecto al te-
ma central, encontramos que diversos estados de la repú-

blica se han esforzado por implementar en su normativi-
dad, la obligatoriedad del uso de estos instrumentos de se-
guridad.

A continuación indicaremos los municipios que han inclui-
do en su legislación el tema y la forma en que establecie-
ron dicha regulación.

El Reglamento de Tránsito del estado de México establece
en su artículo. 34. …los conductores se harán acreedores a
una infracción por no contar con el equipo, sistema, dispo-
sitivos y accesorios de seguridad…”

Por su parte, el Reglamento de Vialidad y Tránsito del mu-
nicipio de Monterrey señala en el “artículo. 9. …que se
considerará como infracción al presente reglamento y se
sancionará con multa al conductor que incurra en… no uti-
lizar porta bebé o asiento de seguridad para los infantes de
hasta 5 años de edad”

Por último, la Ley de Tránsito y Vialidad de Yucatán expo-
ne en su articulo 18. … Los vehículos que transiten en las
vías públicas del Estado, deberán encontrarse en condicio-
nes satisfactorias de funcionamiento y estar provistos, al
menos, de los siguientes dispositivos: j) Silla porta-infante,
en caso de transportar a niños menores de 5 años…”.

A pesar de los esfuerzos hechos por estos estados y muni-
cipios, se demuestra un abismo entre el uso y su obligato-
riedad a nivel nacional. Esta situación denota omisión de
las autoridades correspondientes para hacer cumplir las ga-
rantías constitucionales de prevención y protección de las
niñas, niños y adolescentes.

Bajo esa situación, Nueva Alianza propone introducir en la
Ley General de Salud y en la Ley General de los Derechos
de las Niñas, Niños y Adolescentes disposiciones que
vuelvan obligatorio el uso de los asientos o sillas infantiles.

En Nueva Alianza, nos parece primordial garantizar y prote-
ger de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, por
esa razón trabajamos con el ímpetu de implementar medidas
de prevención de accidentes de menores, con el fin de redu-
cir entre un 50 y un 90 por ciento todas las lesiones infanti-
les graves y mortales causadas por accidentes de tránsito.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de diputada federal integrante del Grupo Parlamentario
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de Nueva Alianza a la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en el artículo 71, fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos
6, numeral 1, fracción I; 76, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta So-
beranía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud y de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes, en materia de asientos infantiles

Artículo Primero. Se reforma el artículo 164 de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 164. La Secretaría de Salud coordinará sus acti-
vidades con la Secretaría del Trabajo y Previsión Social así
como con la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y
en general, con las dependencias y entidades públicas y
con los gobiernos de las entidades federativas, para la in-
vestigación, prevención y control de accidentes.

La Secretaría de Salud deberá realizar convenios con los
gobiernos de las entidades federativas para determinar los
exámenes psicofísicos integrales que se practicarán como
requisito previo para la emisión o revalidación de licencias
de conducir, así como para establecer otras medidas de pre-
vención de accidentes, tales como el uso obligatorio de si-
llas o asientos infantiles en todo vehículo automotor que
transporte a menores de 0 a 12 años, entre otras.

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción XIII Bis del ar-
tículo 50 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como a re-
cibir la prestación de servicios de atención médica gratuita
y de calidad de conformidad con la legislación aplicable,
con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud. Las au-
toridades federales, de las entidades federativas, municipa-
les y de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal,
en el ámbito de sus respectivas competencias, en relación
con los derechos de niñas, niños y adolescentes, se coordi-
narán a fin de:

I. a XIII. …

XIII Bis. Prohibir y sancionar la falta de uso de sillas
o asientos infantiles en vehículos automotores que
transporten a menores de 0 a 12 años de edad;

XIV. a XVIII. …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el siguiente día
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 http://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/TXT/?uri=celex:32003
L0020

2 http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/l17-2005.html

3 http://who.int/violence_injury_prevention/road_safety_status/2013/
report/summary_es.pdf?ua=1

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de
2015.— Diputados: Carmen Victoria Campa Almaral, Daniela de
los Santos Torres,  Heidi Salazar Espinosa, Jonadab Martínez García,
Jorge Ramos Hernández, María del Carmen Pinete Vargas, Pedro Gar-
za Treviño, Ramón Bañales Arámbula (rúbricas).» 

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada Campa. Túrnese a las
Comisiones Unidas de Salud y de Derechos de la Niñez,
para su dictamen.

El diputado Jonadab Martínez García (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Sonido en la curul del diputado Martínez García.

El diputado Jonadab Martínez García (desde la curul):
Con su venia, señor presidente. Quiero felicitar a la dipu-
tada Carmen Victoria Campa con esta iniciativa y quiero
hacer un re apunte nada más.

Hoy los jóvenes en nuestro país no mueren por el narcotrá-
fico solamente o por la delincuencia organizada, sino los
jóvenes de nuestro país están muriendo por factores y por
falta de prevención de accidentes viales por diferentes fac-
tores: por el alcohol y el no uso del cinturón de seguridad,
los niños por sistemas de retención infantil, y cosas por el
estilo.
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Por eso, quiero felicitar a la diputada por esta iniciativa y
pedirle permiso para poder suscribir esta propuesta porque
me parece muy importante para prevenir accidentes viales,
muertes de jóvenes y una inmensa población que adquiere
una discapacidad y que lamentablemente tiene que vivir
con ella. Muchas gracias, señor presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Diputada, ¿Está de acuerdo en la adhesión?

La diputada Carmen Victoria Campa Almaral (desde la
curul): Sí, por supuesto, presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Con todo gusto. Está a su disposición en la Se-
cretaría de la Mesa Directiva para su adhesión correspon-
diente. 

Esta Presidencia saluda a presidentes municipales y dipu-
tados locales del estado de Zacatecas, invitados por el
diputado Marko Antonio Cortés Mendoza y el diputado Le-
onel Gerardo Cordero Lerma, del Partido Acción Nacional.
Sean ustedes bienvenidos.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Tiene la palabra por cinco minutos, el diputado
Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de More-
na, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

El diputado Juan Romero Tenorio: Con su venia, señor
presidente. Diputadas y diputados, el día de hoy presenta-
mos un proyecto para reformar la Ley del Impuesto sobre
la Renta. Es importante el tema más aún cuando contamos
solamente con ocho días para dictaminar la Ley de Ingre-
sos y aprobar las propuestas de reforma a las leyes vincu-
ladas con los ingresos de la Federación.

De nueva cuenta la inercia y las prisas consumen la opor-
tunidad de hacer una buena Ley de Ingresos y de presentar
una buena propuesta que atienda a los diversos sectores
económicos de nuestro país.

El 8 de septiembre se entregó el paquete económico, el 8
de octubre se integraron, el día de hoy se instala y sesiona

por primera vez la Comisión de Hacienda. Ésta fue instala-
da el día de ayer. Tenemos de plazo al 20 de octubre para
aprobar la Ley de Ingresos  y las leyes vinculadas con la
misma, son ocho días y descontamos los días inhábiles sá-
bado y domingo para hacer este trabajo que es de vital im-
portancia para la nación.

En su comparecencia, Videgaray señalaba que el régimen
de incorporación fiscal iba en buena marcha, que tenemos
incorporados a este régimen 4.4 millones de contribuyen-
tes, un millón más por encima de la cifra registrada antes
de la reforma fiscal de 2013.

Quiero decirle al señor secretario que las cuentas no son
tan alegres. Si en 2013 teníamos 14.47 millones en la in-
formalidad, pequeños comerciantes y medianos comer-
ciantes en la informalidad, quiere decir que solamente se
ha avanzado en el 6.8 por ciento de ese universo.

Existe un problema en el registro de contribuyentes, y es
un problema que no deriva por la evasión o la elusión que
quiera hacer el ciudadano, es un problema de la fórmula
para registrarlos y hacerlos parte de la contribución en es-
te país.

En 2013 se logró rescatar el régimen simplificado para el
campo y el régimen cooperativista, pero no se tuvo la in-
tención política ni la fuerza para impedir la desaparición de
Repecos con la sustitución del régimen de incorporación
fiscal.

La propuesta del Ejecutivo, aprobada por el Congreso, im-
pone diversas obligaciones normativas que resultan de
complejo cumplimento para el grueso de la mayoría de los
comerciantes en un sector social marcado por la pobreza.
Difícilmente están en capacidad de emitir facturas electró-
nicas o solicitar facturas electrónicas y cumplir con las for-
malidades de aportar datos y registro en el sistema que tie-
ne el SAT en Internet.

Aunado a ello tenemos que tomar en cuenta la falta de ac-
cesibilidad de Internet de un grueso de la población de
nuestro país.

La dificultad que atraviesan estos sectores de la economía
informal que pertenecen al sector más vulnerable de nues-
tra economía, propicia que estos encuentren siempre un
obstáculo para cumplir con sus obligaciones fiscales, con-
siderando que 53.2 millones de mexicanos se encuentran
en pobreza.
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Existe una desvinculación entre la propuesta que hace el
Ejecutivo, a través de la ley fiscal para administrar la ha-
cienda y para ingresar nuevos contribuyentes con la políti-
ca económica y con las consecuencias que estas tienen en
diversos sectores sociales.

El problema de recaudación no es responsabilidad fiscal de
los pequeños y medianos comerciantes. Tenemos que hacer
un cambio en la administración para facilitar el registro y
el pago de impuestos para inducir a la formalidad y romper
la informalidad de los millones de ciudadanos que tienen
una economía de subsistencia y, consecuentemente, se en-
cuentran imposibilitados para cumplir con las formalidades
que exige el régimen de incorporación fiscal.

Proponemos una reforma a los artículos 111 y 112 de la
Ley del Impuesto, para facilitar el registro de pequeños
contribuyentes ante la autoridad fiscal mediante el uso de
documentos oficiales, como el CURP.

También proponemos un acceso más fácil para los ciuda-
danos e incentivos fiscales que fomenten este sector de la
economía social, el sector de la economía de la clase cata-
logada como pobre, que tiene actividades económicas de
subsistencia.

Es importante dar un paso en este proceso de integración
de la Ley de Ingresos y de las reformas a las leyes vincula-
das para generar un mayor número de contribuyentes, faci-
litando el ingreso y el reporte de sus utilidades para efectos
de pago de impuestos.

La propuesta está presentada, esperemos que en estos ocho
días que tenemos para dictaminar las iniciativas que se han
presentado, sean suficientes y exista voluntad para atender
a este sector de la población que demanda su ingreso con
reglas fáciles. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado
Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Juan Romero Tenorio, en carácter de dipu-
tado federal de la LXIII Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, perteneciente al Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por el artículo 6, párrafo 1,
fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración de esta soberanía iniciati-

va con proyecto de decreto que reforma los artículos 105,
111, 112 y 113 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

I. De los pequeños contribuyentes

La presente iniciativa se propone establecer el marco nor-
mativo que permita a las personas físicas que realizan acti-
vidades empresariales recuperar su carácter de contribu-
yentes con baja capacidad administrativa y económica, el
cual estaba integrado en el régimen de pequeños contribu-
yentes (Repecos), en los artículos 137 y 138, de la Ley que
fue abrogada en 2013.

Dicho régimen tuvo en sus orígenes en la reforma a la Ley
del Impuesto sobre la Renta para el ejercicio fiscal de
1998, la cual tenía el propósito de incorporar al fisco a los
vendedores de mercancías de uso generalizado, quienes
operaban en baja escala y de los cuales muchos estaban en
el sector informal de la economía. 

Hasta diciembre de 2013, este régimen fiscal aplicaba a las
personas físicas dedicadas al comercio, la industria, el
transporte y a las actividades agropecuarias y ganaderas,
con la condición de que únicamente enajenaran bienes o
prestaran servicios al público en general.

Las personas físicas registrada en este régimen podían op-
tar por pagar el ISR como pequeños contribuyentes, siem-
pre y cuando los ingresos propios de su actividad empresa-
rial y los intereses obtenidos en el año anterior al que
declaraban fueran una suma inferior a 2 millones de pesos.
Se consideraba un régimen opcional, porque el contribu-
yente podía optar por tributar en el régimen intermedio o
en el de actividades empresariales.

Estas personas físicas debían pagar el impuesto sobre la
renta, ISR, así como el impuesto al valor agregado, IVA, y
el impuesto empresarial a tasa única, IETU. No obstante,
mientras las entidades federativas evaluaban la cuota del
IETU, éste ya formaba parte de la determinación estimati-
va para los efectos del ISR. Básicamente, el marco legal
aplicable al régimen de pequeños contribuyentes se encon-
traba establecido en los artículos 137 al 140 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, LISR, en el numeral 2-C de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, LIVA, y el artículo 17
de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, LIETU,
que ya fue abrogado.
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Todos estos impuestos se enteraban mediante el pago de
una cuota fija en las oficinas recaudadoras (tesorería o se-
cretaría de finanzas) de la entidad federativa donde los con-
tribuyentes de este régimen obtenían sus ingresos, para que
les determinaran de manera sencilla y rápida una cuota fi-
ja, integrada con los impuestos referidos.

De acuerdo con la exposición de motivos con la que el Eje-
cutivo presentó su iniciativa de nueva Ley del Impuesto so-
bre la Renta y el régimen de incorporación fiscal, el régi-
men de pequeños contribuyente se diseñó como un
esquema simplificado que facilitaba el cumplimiento de las
obligaciones fiscales. Entre las facilidades otorgadas a es-
tos contribuyentes, se les dejaba exentos de conservar com-
probantes de sus proveedores y de emitir facturas de sus
ventas.

No obstante, desde la visión de la autoridad, esa facilidad
propició el rompimiento de la cadena de comprobación fis-
cal, dando lugar a espacios para la evasión y la elusión fis-
cales. Por ejemplo, señaló el ejecutivo, esas facilidades ha-
bían sido aprovechadas por algunos contribuyentes que
indebidamente tributaban como Repecos, cuando en reali-
dad la escala de sus operaciones era mayor. También, apun-
tó, se dan casos de contribuyentes del régimen general que
interactuaban con Repecos, que aprovechaban las menores
obligaciones de comprobación fiscal de éstos, para reducir
el pago de sus propios impuestos.

Por su parte, un estudio de la Procuraduría de la Defensa
del Contribuyente, Prodecon, argumentó que también se
habían descubierto Repecos que “dividían” la percepción
de sus ingresos entre otros sujetos y así lo declaraban ante
las autoridades fiscales, disminuyendo la suma de los im-
puestos en comparación con sus impuestos correspondien-
tes al ingreso global. Además, agregaba, hay quienes fran-
camente evadían el pago de sus impuestos y no hacía
declaraciones. A lo anterior se suman, como es de suponer,
los millones de trabajadores independientes quienes ni si-
quiera están en el Registro Federal de Contribuyentes.

2. Régimen de incorporación fiscal

Para hacer frente a esa situación, el gobierno federal, con
el argumento de que uno de sus objetivos prioritarios es al-
canzar un incremento generalizado de la productividad y,
para ello, señala, la productividad se encuentra estrecha-
mente vinculada con el fenómeno de la informalidad.

Es más, el Ejecutivo argumenta que la facilidad en el cum-
plimiento del pago de impuestos representa un factor esen-
cial para que los negocios que se van creando en una eco-
nomía, particularmente los de menor escala, se incorporen
de inmediato a la formalidad en la esfera tributaria y por
ello, propuso una serie de cambios que implicaban la desa-
parición del régimen simplificado en el campo, del régi-
men cooperativista y del Régimen de Pequeños Contribu-
yentes, en este último caso, para sustituir los diversos
regímenes fiscales aplicables a las personas físicas con ac-
tividades empresariales por un solo régimen, el Régimen
de Incorporación para quienes obtuvieran ingresos por un
millón de pesos.

En la discusión sobre la reforma hacendaria promovida por
el Ejecutivo en 2013, se logró rescatar al régimen simplifi-
cado para el campo y el régimen cooperativista, pero no se
contó con la con la fuerza para frenar la propuesta del Eje-
cutivo de imponer el régimen de incorporación fiscal, RIF.

Según la propuesta presidencial, a través del régimen de
incorporación se pretende que las personas físicas con ac-
tividades empresariales y que prestan servicios, inicien el
cumplimiento de sus obligaciones fiscales en un esquema
que les permita cumplir fácilmente, decían, con sus obliga-
ciones tributarias. El problema es que en los propósitos de
la Secretaría de Hacienda, al reducir el tope de ingresos,
automáticamente los trasladaba al régimen general, lo que
se aseguraba al establecer el límite de su permanencia en el
régimen simplificado por sólo seis años. Para convencerlos
de las bondades de tributar en el nuevo régimen, les ofre-
ció incorporarlos a servicios de seguridad social. Final-
mente, la propuesta del Ejecutivo imponía una serie de
obligaciones normativas que resultaban muy complejas pa-
ra ser administradas por los pequeños contribuyentes.

Por todo ello, la simplificación ofrecida no era sostenible.

Cabe recordar que en las negociaciones a finales de 2013
se logró elevar el tope para los pequeños contribuyentes, al
nivel que estaba en la legislación anterior, en 2 millones de
pesos, a lo que se agregaba el hecho de que la propuesta
original del Ejecutivo contemplaba el descuentos en el ISR
del 100 por ciento del pago, durante el primer año.

3. Dificultad para evaluar

No hay duda acerca de la necesidad de establecer esquemas
que faciliten el cumplimiento de las obligaciones fiscales y
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más en aquellos contribuyentes –pequeños comercios, mi-
croempresas, profesionistas independientes, pequeños pro-
ductores– que por su tamaño, por lo reducido de sus inver-
siones y de sus operaciones, requieren que se apliquen
medidas para facilitarles su operación.

Al respecto, en la propuesta original del Ejecutivo se ad-
vertía que “una comparación de los esquemas aplicados a
pequeños contribuyentes en distintos países refleja que el
límite de 2 millones de pesos es muy amplio, lo que fo-
menta el enanismo fiscal al ser aprovechado por unidades
económicas con mayor capacidad contributiva”.

Conviene mencionar el “Estudio de Evasión Fiscal en el
Régimen de Pequeños Contribuyentes”, disponible en la
página del Servicio de Administración Tributaria, hace una
revisión de los esquemas simplificados en diferentes paí-
ses. Aunque no establece una relación entre los niveles de
ingreso medio en cada una de esas economías, con los lí-
mites de ingresos máximos para recibir los beneficios de
un esquema de ese tipo, se observa que, efectivamente, con
los ejemplos que analiza, el tope de 2 millones de pesos
anuales vigentes en México supera a la mayoría de los es-
quemas revisados, incluso en países como Estados Unidos
y Canadá. No obstante, en el caso de España se advierte
que el esquema aplica para rangos de 8 a 10 millones de
pesos (aplicando un tipo de cambio de 13 pesos por dólar),
muy superior al que se propone en México.

Más que tomarlo como una referencia concluyente para
afirmar que el tope en el caso de México es muy amplio, en
la revisión realizada por ese estudio confirma la intención
de la mayoría de las autoridades hacendarias de establecer
sistemas fiscales que otorguen un trato diferente para quie-
nes por sus condiciones de operación y por las restriccio-
nes que les impone el contexto, no están en posibilidades
de cubrir los costos de una contabilidad muy compleja, a lo
que se suma que su dispersión y número complicaría y en-
carecería de manera sensible la administración de la recau-
dación de esos recursos, distrayendo la posibilidad de me-
jorar la recaudación en el caso de los medianos y grandes
contribuyentes.

De hecho, no se puede dejar de lado el reconocimiento im-
plícito del Ejecutivo, en el sentido de que el propósito del
RIF es identificar a los proveedores que utilizan a los pe-
queños contribuyentes para evadir impuestos. Esto es, pre-
tenden aprovechar la información de millones de pequeños
contribuyentes, para fiscalizar a las decenas de miles de
empresas, para no auditarlas directamente. 

Cabe señalar que de acuerdo con los Indicadores de Re-
caudación contenido en los Informes sobre la Situación
Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), entre
2003 y 2013 la recaudación del ISR en personas morales y
físicas creció a una tasa media anual de 6.4 por ciento en
términos reales, pasando de 322,421.6 millones de pesos
corrientes en 2003 a 906,839.2 millones de pesos en 2013. 
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Por su parte, la aportación de las personas físicas o mora-
les que obtienen ingresos inferiores a 5 millones de pesos
anuales, Repecos o no Repecos, en 2013 sumó 58 mil
704.6 millones de pesos corrientes, que representaron 6.5
por ciento de la recaudación en ese año. Tomando en cuen-
ta la información de Hacienda, la aportación de ese grupo
de contribuyentes tuvo una tasa de crecimiento promedio
anual, en términos reales, de 0.2 por ciento, la menor en el
conjunto y su participación en la recaudación del ISR cayó
de 11.8 por ciento en 2003, a 6.5 por ciento en 2014.

Sin embargo, eso no se puede atribuir a un esfuerzo de eva-
sión por parte de los Pequeños Contribuyentes y en gene-
ral de quienes tienen ingresos inferiores a cinco millones
de pesos, sino a las dificultades que han debido atravesar
los sectores más vulnerables de la economía nacional, en el
contexto de una política pública que propicia la concentra-
ción del ingreso, al tiempo que erosiona las condiciones de
operación y de sobrevivencia en la formalidad, de los tra-
bajadores independientes y los micronegocios.

Cabe recordar que entre 2003 y 2013 el producto interno
bruto (PIB) del país tuvo un crecimiento promedio anual,
en términos reales, de apenas 2.6 por ciento, en tanto que
el PIB per cápita lo hizo a una tasa media anual de sólo 1.3
por ciento. El problema está en que esas cifras se refieren
a los promedios, por lo que a ese mínimo crecimiento se
debe añadir un intenso proceso de concentración del ingre-
so, de modo que, las cifras más recientes del Consejo Na-
cional de Evaluación (Coneval) nos informan que entre
2008 y 2012 la población en condiciones de pobreza en el
país creció de 49.5 millones de personas a 53.2 millones de
mexicanos.

Por eso no se puede esperar que la aportación de los secto-
res con ingresos inferiores a cinco millones de pesos crez-
ca al mismo ritmo que los estratos de ingresos más altos.

Por ejemplo, según la información de Hacienda, la contri-
bución de los que obtuvieron entre 5.1 y 20 millones de pe-
sos creció a una tasa media anual en términos reales de 5.2
por ciento. El estrato de 20.1 a 100 millones de pesos lo hi-
zo a un ritmo de 7.4 por ciento y así los demás.

Además, la información de la Secretaría de Hacienda de-
muestra la dificultad por la que atraviesan los diferentes
sectores de contribuyentes y la misma autoridad para lograr
un mayor porcentaje de cumplimiento de obligaciones fis-
cales.

Por ejemplo, según los informes trimestrales, en 2003 esta-
ban dados de alta 530 mil 602 personas morales, pero sólo
presentaron declaración de ISR 171 mil 851, es decir, ape-
nas 32.4 por ciento de los contribuyentes obligados.

En los años siguientes el total de contribuyentes personas
morales creció progresivamente, hasta llegar a 1.59 millo-
nes. Y el porcentaje de personas morales que presentó de-
claración aumentó hasta alcanzar un máximo de 62.8 por
ciento en 2005; a partir de ese año, aunque aumentó un po-
co el número de personas morales que presentaron declara-
ción, se estancó debajo de los 500,000, por lo que el por-
centaje de las que presentaron declaración respecto al total
de las personas morales disminuyó continuamente, hasta
quedar en sólo 30.3 por ciento.

Sin duda, para las autoridades y para los legisladores ese
comportamiento debería ser motivo de preocupación, ya
que del universo de millón 599 mil 267 personas morales,
contribuyentes activos registrados, reportadas por la Secre-
taría de Hacienda en 2013, sólo presentaron declaración
484 mil 318 empresas.

Probablemente muchas de esas personas morales son em-
presas fracasadas, que no lograron mantenerse en opera-
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ción. Sin embargo, lo burocratizado que están los trámites
para darse de alta o para darse de baja, propician que la
misma autoridad no tenga claridad acerca de cómo mejorar
la recaudación.

Algo semejante ocurre con las personas físicas con activi-
dad empresarial, en las que el informe trimestral afirma que
pasaron de 5.2 millones en 2003, a 7.3 millones en 2013;
sin embargo, las persona físicas que presentaron declara-
ción, después de alcanzar un máximo de 2.4 millones en
2005, comenzó a descender, hasta llegar a 1.4 millones en
2013. Así, la participación de las personas físicas con acti-
vidad empresarial que presentaron declaración, pasaron de
representar un máximo de 22.8 por ciento en 2003, a 16.5
por ciento en 2013.

Como se observa, hay una gran desvinculación entre el uni-
verso de contribuyentes que administra Hacienda y la rea-
lidad de quienes pueden presentar declaración en el con-
texto de la actual política económica.

Y eso es más grave cuando se analizan otras cifras del sec-
tor hacendario, como el dato de que la declaración del IVA
del sector manufacturero en 2013, donde hay 130 mil 563
personas morales registradas, fue negativa en 84 mil 769
millones de pesos, que es una cifra muy llamativa porque
no significa que hayan dejado de pagar, sino que el fisco les
pagó a ellos.

Nuevamente, eso es consecuencia de una política que ha
destruido la planta productiva nacional que abastecía al
mercado interno, en tanto que la que opera es la manufac-
tura trasnacional dedicada a exportar, por lo cual reciben
devolución de impuestos. Esto debe preocupar mucho más
que el hecho de que los 8.5 millones de potenciales Repe-
cos, que identificó el estudio mencionado anteriormente,
que si cumplieran con el 100 por ciento de su contribución
aportarían 71 mil 537 millones de pesos.
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Esto demuestra, como ya señalamos, que en realidad el
problema de la recaudación y de responsabilidad fiscal no
se localiza en los Repecos, y sí, más bien, urge un cambio
en la administración fiscal, para facilitar el pago de im-
puestos, para inducir a la formalidad, pero con estrategias
claras, no como la reforma laboral que erosiona el mundo
laboral formal, o con la política comercial, que legitima la
competencia desleal del exterior y destruye la capacidad
productiva del país.

Asimismo, es necesario mejorar la calidad de la informa-
ción fiscal, porque esta que analizamos en esta iniciativa,
demuestra que aún es necesario mejorar el conocimiento
del universo de contribuyentes, eliminar duplicidades y di-
señar políticas que permitan fortalecer la actividad econó-
mica y con ello la recaudación.

Es por eso que presentamos esta iniciativa que en esencia
busca recuperar en la nueva Ley del Impuesto sobre la
Renta, los beneficios de los que disponían los Pequeños
Contribuyentes en la Ley anterior.

4. Descripción de la reforma

La iniciativa que se pone a consideración reforma los artícu-
los 111 y 112 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que se
encuentra vigente. En esta reforma se propone facilitar el re-
gistro del pequeño contribuyente ante la autoridad fiscal,
mediante el uso de documentos oficiales como la CURP.

Se propone también, a partir de las propuestas de los pro-
pios pequeños contribuyentes, el cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 29 del Código Fiscal de la Federación,
en el sentido de llevar el registro de entradas y salidas, uti-
lizando el medio o la tecnología que les resulte más senci-
llo para cumplir sus obligaciones. Para ellos llevar la con-
tabilidad en un libro de ingresos y egresos y un detalle de
las inversiones que se realizan es un elemento de informa-
ción que es una garantía para la autoridad.

Asimismo contempla la posibilidad de emitir facturas im-
presas o electrónicas, también en función de su accesibili-
dad a los diferentes esquema tecnológicos, con el propósi-
to de que el cliente tenga la posibilidad de hacerlo
deducible. Cabe recordar lo que establece actualmente el
Artículo 29 –A del Código Fiscal de la Federación:

Artículo 29-A. Los comprobantes fiscales digitales a
que se refiere el artículo 29 de este Código, deberán
contener los siguientes requisitos:

I. La clave del registro federal de contribuyentes de
quien los expida y el régimen fiscal en que tributen con-
forme a la Ley del Impuesto sobre la Renta. Tratándose
de contribuyentes que tengan más de un local o estable-
cimiento, se deberá señalar el domicilio del local o esta-
blecimiento en el que se expidan los comprobantes fis-
cales.

II. El número de folio y el sello digital del Servicio de
Administración Tributaria, referidos en la fracción IV,
incisos b) y c) del artículo 29 de este Código, así como
el sello digital del contribuyente que lo expide.

III. El lugar y fecha de expedición.

Posibilidad de pagar con efectivo las compras que realicen
los pequeños negocios, por un monto de hasta 10 mil pe-
sos, conservando la factura correspondiente, pero sin caer
en la obligación de bancarizar sus pagos con tarjeta o che-
que, a menos que así convenga al contribuyente.

La iniciativa considera la posibilidad de deducir hasta 40
salarios mínimos al bimestre, en semejanza a lo aplicado
en el régimen simplificado, así como seis salarios mínimos,
para la creación de nuevos empleos. En cuanto al tope de
referencia, los 6 millones de pesos corresponden a la cifra
redondeada de los 2 millones establecidos en 1997, a cifras
actualizadas desde enero de ese año a agosto de 2015.

Se elimina la definitividad de las declaraciones para estos
contribuyentes, para mantener abierta la posibilidad de ha-
cer declaraciones correctivas, a la autocorrección, y evitar
multas que eliminen sus posibilidades de mantenerse en
operación. También se elimina la condición de que los pe-
queños contribuyentes no cuenten con título profesional.

Se incluye la posibilidad de que el domicilio fiscal sea el
lugar en el que el contribuyente realice su actividad gene-
radora de ingresos, y no su domicilio particular, lo que ge-
nera incertidumbre y rechazo a la obligación que pretende
imponer la autoridad hacendaria.

Finalmente, se propone la aplicación directa de la tabla de
ingresos para hacer el pago del impuesto. 

Comparativo de la propuesta de reforma en comparación
con el régimen de incorporación fiscal y la Sección III de-
rogada.
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Por lo antes expuesto y con fundamento en las disposicio-
nes invocadas en el proemio, sometemos a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 105, 111, 112 y 113 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta

Primero. Se reforman los artículos 111, 112 y 113 y se adi-
ciona un artículo 113 bis de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta, para quedar como sigue:

Artículo 111. Los contribuyentes personas físicas o mora-
les, que realicen actividades empresariales de producción,
enajenación y adquisición de bienes y servicios o bien,
que enajenen a título oneroso bienes muebles o inmuebles
o presten servicios de cualquier índole, pagarán el impues-
to sobre la renta en los términos y condiciones establecidos
en esta Sección, excepto aquéllos cuyos ingresos propios
por la actividad empresarial o profesional obtenidos du-
rante el ejercicio fiscal inmediato anterior, hubieran exce-
dido de la cantidad de seis millones de pesos.

…

…

…

I. Los socios o trabajadores de personas morales con
fines lucrativos o cuando sean partes relacionadas en los
términos del artículo 90 de esta Ley. También estarán li-
mitadas a tributar en los términos del régimen fiscal re-
gulado en esta Sección, aquellas personas que de con-
formidad con el artículo antes citado se encuentren
vinculadas con personas que hubieran tributado en los
términos de esta Sección.

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. Los contribuyentes que obtengan más del veinte
por ciento de sus ingresos por la enajenación onerosa
de mercancías de procedencia extranjera. En este su-

puesto, los contribuyentes deberán conservar la docu-
mentación comprobatoria de la adquisición de la mer-
cancía de procedencia extranjera, misma que deberá
reunir los requisitos establecidos en el artículo 29-A del
Código Fiscal de la Federación.

Los contribuyentes que deban realizar el pago del im-
puesto con apego a lo dispuesto en esta Sección, debe-
rán calcular y enterar el impuesto bimestralmente a
más tardar el día 17 de los meses de marzo, mayo, julio,
septiembre, noviembre y enero posteriores al bimestre
correspondiente, aplicando la siguiente tabla:

Tabla Bimestral

Para estos efectos, la utilidad fiscal del bimestre de que se
trate, se determinará por la diferencia que resulte de dismi-
nuir al total de los ingresos que obtengan en el bimestre
que corresponda, en efectivo, en bienes o en servicios, los
gastos y compras necesarios e indispensables para la reali-
zación de su actividad o el equivalente de cuarenta salarios
mínimos elevados al bimestre, además de las erogaciones
efectivamente realizadas en el mismo periodo para la
adquisición de activos, gastos y cargos diferidos y la
participación de los trabajadores en las utilidades de las
empresas pagada en el ejercicio, en los términos del ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

En el caso que se generen nuevos empleos se otorgará
una deducción adicional de seis (6) salarios mínimos vi-
gentes, por cada uno de los empleos generados.

…

Para los efectos de la participación de los trabajadores en
las utilidades de las empresas, la renta gravable a que se re-
fiere el artículo 123, fracción IX, inciso e) de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artí-
culos 120 y 127 de la Ley Federal del Trabajo, será la
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cantidad que resulte de multiplicar el importe que el
contribuyente deberá pagar por concepto del impuesto
sobre la renta por el factor 7.35.

…

…

En el supuesto en que los contribuyentes efectúen los
pagos del impuesto sobre la renta en una temporalidad
diversa a la expresada en el párrafo anterior, previo
cumplimiento de las formalidades que establece esta
Ley, los ingresos y la disminución que les corresponda
en los términos del párrafo anterior deberán multipli-
carse por el número de meses al que corresponda el pa-
go.

Los ingresos que deriven de la realización de cualquier
tipo de operaciones en crédito se considerarán para
efectos del pago del impuesto sobre la renta cuando se-
an debidamente cobrados en efectivo, en bienes o en
servicios.

La cantidad límite a la que los contribuyentes deberán
sujetarse para poder realizar el pago del impuesto so-
bre la renta en los términos y condiciones descritos en
esta sección, se actualizará anualmente de conformidad
con el Índice Nacional de Precios al Consumidor que
emita el Instituto Nacional de Estadística y Geografía.

(Se deroga)

(Se deroga)

Artículo 112. …

I. Solicitar su inscripción en el Registro Federal de
Contribuyentes con la identificación oficial, su Clave
Única de Registro de Población (CURP) y un com-
probante de domicilio donde haya radicado en los úl-
timos seis meses.

II. …

III. Registrar en un libro de ingresos y egresos o en
su caso en los medios o sistemas electrónicos, los in-
gresos, egresos, inversiones y deducciones del ejerci-
cio correspondiente.

Entregar a sus clientes comprobantes fiscales. Para es-
tos efectos los contribuyentes podrán expedir dichos
comprobantes en forma impresa o por vía electrónica,
con la posibilidad de utilizar para ello la herramienta
electrónica de servicio de generación gratuita de factura
electrónica que se encuentra en la página de Internet del
Servicio de Administración Tributaria.

V. Efectuar el pago de las erogaciones relativas a sus in-
versiones, cuyo importe sea superior a $10,000.00, me-
diante cheque, tarjeta de crédito, débito o de servicios.

…

VI. Presentar a más tardar el día 17 del mes inmediato
posterior a aquel al que corresponda el pago del im-
puesto sobre la renta, mediante declaraciones bimestra-
les en las que se determinará y pagará el importe de la
citada contribución en los términos y condiciones es-
tablecidos en el artículo 111 de esta Ley. Los pagos
bimestrales a que se refiere esta fracción, tendrán el
carácter de definitivos o en su caso pago provisional,
si se llegara a requerir una declaración complemen-
taria.

Los pagos a que se refiere esta fracción se enterarán
ante las oficinas autorizadas de la entidad federativa
en la cual el contribuyente obtenga sus ingresos,
siempre y cuando dicha entidad federativa tenga ce-
lebrado un convenio de coordinación para adminis-
trar el impuesto materia de esta Ley, y en los térmi-
nos y condiciones establecidos en esta sección. En el
supuesto en que la entidad federativa en donde per-
ciba sus ingresos el contribuyente no celebre el cita-
do convenio de coordinación, o bien, haya llegado el
término del mismo, los pagos correspondientes del
impuesto materia de esta ley se realizarán ante las
oficinas autorizadas por las autoridades fiscales fe-
derales.

Si los contribuyentes a que se refiere el párrafo pri-
mero de este artículo tienen establecimientos, sucur-
sales o agencias en dos o más entidades federativas,
enterarán el impuesto sobre la renta bimestralmen-
te, en la o las entidades federativas que corresponda,
considerando la cantidad que resulte por concepto
del impuesto referido en relación con los ingresos ob-
tenidos en cada una de ellas.
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El Servicio de Administración Tributaria, y en su ca-
so, las entidades federativas con las que medie con-
venio de coordinación para la administración de la
contribución materia de esta Ley, podrán ampliar
los periodos de pago a períodos trimestrales, cuatri-
mestrales o semestralmente, teniendo en cuenta la
rama de la actividad económica, así como la circuns-
cripción territorial de los contribuyentes. 

Las entidades federativas con las que la Federación
celebre convenio de coordinación para la adminis-
tración del impuesto en los términos establecidos en
esta Sección, podrán estimar el ingreso gravable del
contribuyente y determinar las cuotas fijas para el
cobro del impuesto respectivo.

VII. …

VIII. No podrán declarar en los términos de esta sec-
ción, los contribuyentes cuyos ingresos propios de la
actividad empresarial adicionados de los intereses,
obtenidos por el contribuyente en el periodo trans-
currido desde el inicio del ejercicio y hasta el mes de
que se trate, excedan de la cantidad señalada en el
primer párrafo del artículo de esta Ley 

Tampoco podrán pagar el impuesto conforme a esta
Sección, los contribuyentes que hubieran tributado
en los términos de las Sección I de este Capítulo, sal-
vo que hubieran tributado en las mencionada Sec-
ción hasta por los dos ejercicios inmediatos anterio-
res, siempre que éstos hubieran comprendido el
ejercicio de inicio de actividades y el siguiente, y que
sus ingresos en cada uno de dichos ejercicios no hu-
biesen excedido de la cantidad señalada en el párra-
fo primero del artículo 111 de esta Ley.

Los contribuyentes a que se refiere el párrafo ante-
rior, continuarán |llevando la contabilidad de con-
formidad con el Código Fiscal de la Federación, su
Reglamento y el Reglamento de esta Ley, durante el
primer ejercicio en que se ejerza la opción a que se
refiere el párrafo anterior. Cuando los ingresos en el
primer semestre del ejercicio en el que ejerzan la op-
ción sean superiores a la cantidad límite señalada en
el primer párrafo del artículo 111 de esta Ley dividi-
da entre dos, dejarán de tributar en términos de es-
ta Sección y pagarán el impuesto conforme a las Sec-
ción I del presente Capítulo, debiendo efectuar el
entero de los pagos provisionales que le hubieran co-

rrespondido conforme a esta última Sección, con la
actualización y recargos correspondientes al impues-
to determinado en cada uno de los pagos.

Los contribuyentes a que se refiere el segundo pá-
rrafo de esta fracción que en el primer semestre no
rebasen el límite de ingresos a que se refiere el pá-
rrafo anterior y obtengan en el ejercicio ingresos su-
periores a la cantidad señalada en el primer párrafo
del artículo 111 de esta Ley, pagarán el impuesto del
ejercicio de acuerdo a lo establecido en las Sección I
de este Capítulo, pudiendo acreditar contra el im-
puesto que resulte a su cargo, los pagos que por el
mismo ejercicio, hubieran realizado en los términos
de esta Sección. Adicionalmente, deberán pagar la
actualización y recargos correspondientes a la dife-
rencia entre los pagos provisionales que les hubieran
correspondido en términos de las Sección I de este
Capítulo y los pagos que se hayan efectuado confor-
me a esta Sección III; en este caso no podrán volver
a tributar en esta Sección.

IX. Conservar comprobantes que reúnan requisitos
fiscales, por las compras de bienes nuevos de activo
fijo que usen en su negocio cuando el precio sea su-
perior a $2,000.00.

X. Entregar a sus clientes copias de las notas de ven-
ta y conservar originales de las mismas. Estas notas
deberán reunir los requisitos a que se refieren las
fracciones I, II y III del artículo 29-A del Código Fis-
cal de la Federación y el importe total de la opera-
ción en número o letra. 

En los casos en que los contribuyentes utilicen má-
quinas registradoras de comprobación fiscal, podrán
expedir como comprobantes, Fiscales la copia de la
parte de los registros de auditoría de dichas máqui-
nas en la que aparezca el importe de la operación de
que se trate.

El Servicio de Administración Tributaria, mediante
reglas de carácter general, podrá liberar de la obli-
gación de expedir dichos comprobantes tratándose
de operaciones menores a $100.00.

XI. No realizar actividades a través de fideicomisos.

Artículo 113. Cuando los contribuyentes enajenen a tí-
tulo oneroso la totalidad de la negociación, activos, gas-
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tos y cargos diferidos, el adquirente no podrá ser suje-
to del Régimen de regulado en esta Sección, y en conse-
cuencia, deberá enterar el impuesto con apego al régi-
men que le corresponda en atención a la naturaleza y la
finalidad de la actividad empresarial o profesional que
desarrolle.

Artículo 113 Bis. Los contribuyentes personas físicas
que perciban ingresos por concepto de cualesquiera de
los ramos de seguro que componen el esquema integral
de seguridad social, así como los beneficiarios de los
programas de salud, asistencia y desarrollo social que
implemente la Federación en coordinación con las ad-
ministraciones de las entidades federativas, municipa-
les, del Distrito Federal y de aquellas zonas en que el
Estado mexicano ejerza su jurisdicción federal, podrán
ser sujetos del Régimen que regula esta Sección, siem-
pre y cuando el monto de los ingresos que perciban por
cualesquiera de las actividades empresariales o profe-
sionales que realicen no rebase de la cantidad señalada
en el párrafo primero del artículo 111 de esta Ley. Asi-
mismo, podrán optar por tributar de conformidad con
este párrafo los contribuyentes que perciban ingresos
de los comprendidos en el Título IV, Capítulo I, frac-
ciones I, II, IV, V, VI y VII, de esta Ley, siempre y cuan-
do estos ingresos no rebasen el monto de cuatrocientos
mil pesos anuales.

Segundo. Se reforman las fracciones IX y XXVI del Artí-
culo Noveno de las Disposiciones Transitorias de la Ley
del Impuesto sobre la Renta señalado en el decreto pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 11 de
diciembre de 2013, para quedar como sigue:

Artículos Primero a Octavo. …

Artículo Noveno. …

I. a VIII. …

IX. Los contribuyentes obligados a presentar declara-
ciones informativas en los términos de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta que se abroga, deberán presentar
las declaraciones correspondientes al ejercicio que con-
cluye el 31 de diciembre de 2013, a más tardar el 15 de
febrero de 2014. Quienes tributaban bajo el Régimen
de Pequeños Contribuyentes y en el nuevo Régimen
de Incorporación Fiscal, quedan exentos de esta dis-
posición.

X. a XXV. …

XXVI. Los contribuyentes que habiendo pagado el
impuesto conforme a lo previsto en esta Sección,
cambien de opción, deberán, a partir de la fecha del
cambio, cumplir con las obligaciones previstas en el
régimen correspondiente.

Cuando los ingresos propios de la actividad empre-
sarial obtenidos por el contribuyente en el periodo
transcurrido desde el inicio del ejercicio y hasta el
mes de que se trate, excedan de la cantidad señalada
en esta sección, o cuando se presente cualquiera de
los supuesto a que se refiere el segundo párrafo de la
fracción VIII de este artículo, el contribuyente deja-
rá de tributar conforme a esta Sección y deberá rea-
lizarlo en los términos de la presente ley en el régi-
men correspondiente, a partir del mes siguiente a
aquél en que se excedió el monto citado o debió pre-
sentarse la declaración a que hace referencia en esta
sección de esta ley, según sea el caso. 

Los contribuyentes que tributen en los términos de
esta sección, y que tengan su domicilio fiscal en po-
blaciones o en zonas rurales, sin servicios de Inter-
net, podrán ser liberados de cumplir con la obliga-
ción de presentar declaraciones, y realizar el registro
de sus operaciones a través de Internet o en medios
electrónicos, siempre que cumplan con los requisitos
que las autoridades fiscales señalen mediante reglas
de carácter general. Deberán cumplir con lo señala-
do en el artículo 112, fracción III, de este régimen.

XXVII. a XLIII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el 1o. de enero
de 2016.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de 2015.— Diputado
Juan Romero Tenorio (rúbrica).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Romero. Túrnese a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

Recibimos al alcalde de Ixtlán del Río, Nayarit, José Anto-
nio Alvarado Valera, invitado por la diputada Jasmine Ma-
ría Bugarín Rodríguez, sea usted bienvenido.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 8 de octubre de 2015205



EFEMERIDE

DÍA MUNDIAL DE LOS DOCENTES

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: El siguiente punto del orden del día es la efe-
méride con motivo del 5 de octubre Día Mundial de los
Docentes. Tiene la palabra para referirse al tema, la dipu-
tada Soralla Bañuelos de la Torre, del Grupo Parlamentario
Nueva Alianza.

La diputada Soralla Bañuelos de la Torre: Con su per-
miso, señor presidente. Compañeras y compañeros dipu-
tados, seguramente muchos de nosotros recordamos el día
de ayer a los maestros que nos auxiliaron con su saber o
con sus consejos, y cuya actitud y ejemplo han dejado una
profunda huella en nuestra vida.

Es maestro el que educa, el que forma. Sin duda nuestra vi-
da ha estado plena de esos nobles ejemplos.

La reforma educativa puso un fuerte énfasis en los maes-
tros y es justo que se les aliente y apoye en aspectos tan
sustanciales como el que cuenten con adecuados estímulos
o que reciban cursos de actualización acordes a la realidad
del país.

Las maestras y los maestros de México son el recurso más
valioso que tiene el sistema educativo para realizar su tarea
transformadora y modernizadora.

Han demostrado ser un profesorado calificado, dedicado y
comprometido. De ello dan cuenta más de 33 millones de
niñas y niños, adolescentes y jóvenes todos los días.

El México moderno y sus instituciones que hoy disfruta-
mos son el resultado también y el fruto de la vocación de
miles de maestras y de maestros que al ejercer su profesión
con tal entrega y compromiso y ejemplo de autoridad, les
han dado la posibilidad de trascender en nosotros y con los
demás.

Ellos han contribuido a forjar mujeres y hombres libres,
autónomos y comprometidos con su entorno.

Con motivo de la celebración del Día Mundial de los Do-
centes, a nombre del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za me enorgullece reconocer la noble labor que realizan día
a día más de 2 millones de maestros y de maestras en nues-
tro país. Muchas gracias.

«Efeméride con motivo del 5 de octubre, Día Mundial de
los Docentes, a cargo del diputado Luis Alfredo Valles
Mendoza, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Quien suscribe, Luis Alfredo Valles Mendoza, diputado del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la LXIII Legis-
latura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artí-
culos 6, numeral 1, fracción XI y 62, numeral 2 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, me permito presentar
ante esta Soberanía la siguiente efeméride, relativa al Día
Internacional del Docente; al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Cualquier ciudadana o ciudadano del país, e inclusive del
orbe, recuerda en más de una ocasión a aquella mujer, a
aquel hombre, que traspasando las fronteras de su ámbito
familiar, le enseñó y auxilió en más de una tarea que fue
definitoria para su vida, y sin lugar a dudas, ese personaje
fue un docente. Aquel que mediante el diálogo no solo
transmite conocimientos, sino que enseña a los demás a
construirlos. 

La o el docente, cuya vocación en la vida es enseñar, cree
en la palabra como piedra angular de su tarea y ocupa este
instrumento con tal pasión y compromiso, que su práctica
se puede equiparar a un apostolado; pero el ejercicio de su
vocación no se trata de un hecho religioso, comparable a
ermitaños o ascetas. Muy al contrario, es un ejercicio de
entrega, que en su continua realización le da la posibilidad
de trascender en los demás. 

La labor de las y los docentes se manifiesta en una colabo-
ración y transmisión de conocimientos y saberes de mane-
ra permanente para que otras personas puedan ver, enten-
der, descomponer, enriquecer, mejorar y preservar
claramente la realidad, la vida, en suma, el contexto en que
se ubican y que han de transformar. 

Por lo tanto, ser docente exige vocación de servicio para
formar futuras ciudadanas y ciudadanos en lo intelectual,
personal, social y emocional; reconociendo, perfeccionan-
do y ampliando sus conocimientos, habilidades, aptitudes,
actitudes y, principalmente, enseñando los métodos y pro-
cedimientos para que cada uno pueda hacerlo por su propia
cuenta, siendo ésta la mayor recompensa: forjar mujeres y
hombres libres, autónomos y comprometidos con su entor-
no. 
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Es digno de reconocer esta entrega; pero hoy a las y los do-
centes hay que ayudarles, apoyarlos y demostrarles nuestro
compromiso, pues su espacio de trabajo como son las es-
cuelas, se han vuelto receptoras de todo lo que pasa en la
sociedad: no están al margen de la conflictividad social, de
la crisis de proyecto a futuro que atraviesan los jóvenes y
del deterioro de los lazos sociales. 

En el pasado, el ejercicio de la profesión docente detenta-
ba una gran dignidad que surgía del saber y del lugar des-
tacado que ocupaba el educador en la sociedad; sin embar-
go, ante los cambios sociales y las transformaciones que
han impulsado las Tecnologías de la Comunicación y la In-
formación, ya no es la escuela el templo del saber y el do-
cente, el “mago” que todo lo sabe. 

El Grupo Parlamentario Nueva Alianza, en el marco del
Día Mundial de los Docentes, celebrado anualmente cada 5
de octubre, por iniciativa de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO), reconocemos su trascendente papel dentro de
la sociedad del conocimiento del siglo XXI, como agente y
recurso más valioso que tiene el sistema educativo para
realizar su tarea transformadora y modernizadora de la so-
ciedad.

El Día Mundial de los Docentes brinda al Gobierno mexi-
cano la oportunidad de refrendar sus compromisos con los
más de dos millones de maestras y maestros de México. La
Reforma Educativa puso un fuerte énfasis en ellos; este es
un momento propicio para apoyar y alentar a los principa-
les actores de la educación.

Ellas y ellos, a pesar de los conflictos y múltiples descali-
ficaciones, han demostrado ser un profesorado calificado,
dedicado y comprometido con la calidad educativa y cada
día, demostrando su vocación y entrega. Refrendan su
compromiso con el futuro de esta Nación: más de 33 mi-
llones de niñas, niños, adolescentes y jóvenes, gracias a es-
te noble apostolado, aprenden a aprender, aprenden a ser,
aprenden a hacer y aprenden a convivir con los demás.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 8 días del mes de octubre de
2015.— Diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbrica).»

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputada Bañuelos.

Se da la bienvenida a los alumnos de la Escuela Primaria
Narciso Mendoza, del Estado de México. Así como del Ins-

tituto Cultural Geos, invitados por la diputada Rocío Díaz
Montaño. Asimismo se da la bienvenida a los presidentes
municipales del estado de Puebla, invitados por el diputado
Miguel Ángel Huepa Pérez. Sean ustedes bienvenidos.

Se ha inscrito para su posicionamiento, los siguientes dipu-
tados, quienes harán uso de la palabra hasta por tres minu-
tos: diputada Mirza Flores Gómez, del Partido Movimien-
to Ciudadano; diputada Delfina Gómez Álvarez, de
Morena; diputado Francisco Alberto Torres Rivas, del Par-
tido Verde Ecologista; diputada Hortensia Aragón Castillo,
del PRD; diputada Rocío Matesanz Santamaría, del PAN;
diputado Matías Nazario Morales, del PRI.

Tiene el uso de la palabra, hasta por tres minutos, la dipu-
tada Mirza Flores Gómez, del Partido Movimiento Ciuda-
dano.

La diputada Mirza Flores Gómez: Con su venia, señor
presidente. Buenas tardes compañeras diputadas y compa-
ñeros diputados, esta efeméride del Día Internacional del
Docente tiene una gran relevancia, nosotros los maestros
docentes tenemos un compromiso con la academia, con
nuestro mayor compromiso es con la educación.

Hoy que celebramos el Día Internacional del Docente fren-
te a ustedes y frente a la nación, me gustaría presentarles
tres reflexiones: 

La primera, el docente tiene reconocimiento social y técni-
co, porque aporta ideas, porque aporta innovación, porque
aporta incentivos para los jóvenes en nuestro país y su es-
fuerzo en este país no ha sido reconocido, ha sido el Esta-
do omiso en observar detenidamente sus aportaciones.

La segunda reflexión que quiero presentarles va en sentido
estricto del presupuesto que se destina y asigna al pago de
los docentes. Mientras hay trabajadores profesionales en
países a los que volteamos a ver y los llamamos países del
primer mundo, como Islandia, Alemania, nuestros países
del norte, Estados Unidos, Canadá. En nuestro país el ta-
bulador del docente tiene 482 variaciones, no gana lo mis-
mo un docente que da una cátedra en un horario y en una
clase, incluso la misma escuela que otro, y varia por razo-
nes que a veces desconocemos.

Por eso pensamos que la reforma educativa no ha termina-
do de cumplir con este objetivo. La tercera reflexión va en
el sentido estricto de la solidaridad que Movimiento Ciu-
dadano y la bancada de diputados ciudadanos hacemos con
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los docentes, pero particularmente debo de decir, un reco-
nocimiento a todos los docentes de Jalisco, a los docentes
de mi distrito 6 federal en Zapopan, porque conozco sus
carencias, conozco sus necesidades. Por eso esta participa-
ción en esta alta tribuna se las dedico.

Hago un exhorto respetuoso para que la Secretaría de Edu-
cación Pública atienda los reclamos de los docentes de mi
distrito, de mi estado y de nuestro país. Por supuesto, hago
una especial felicitación a los docentes que nos acompañan
el día de hoy y a los que el día de hoy también son dipu-
tados. Una sincera felicitación. Muchas gracias, presiden-
te, es cuanto.

Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Flores. Tiene ahora la palabra hasta por
tres minutos la diputada Guadalupe Hernández Correa, del
Grupo Parlamentario de Morena.

La diputada Guadalupe Hernández Correa: Con su per-
miso, señor presidente. Desde hace 21 años la Unesco pro-
clamó el 5 de octubre como el Día Mundial de los Docen-
tes. El tema escogido para esta conmemoración en 2015 es
el de ponderar al profesorado para construir sociedades
sostenbibles.

Sobre este tema, en el Foro Mundial de Educación cele-
brado en mayo de 2015, se emitió una declaración en la que
los participantes se comprometieron a impulsar el empode-
ramiento de los maestros docentes y enseñantes, así como
impulsar a que los maestros sean debidamente contratados
y a que reciban una buena formación.

En la declaración de este Foro Mundial de Educación tam-
bién se acordó impulsar que los maestros tengan la moti-
vación y el apoyo necesario por el sistema educativo de su
país; promover que los sistemas educativos dispongan de
recursos necesarios para alcanzar su propósito, y a impul-
sar que los sistemas sean dirigidos de manera eficaz y efi-
ciente.

En México es claro que la reciente reforma educativa sur-
gida del Pacto por México, va en contra de cualquier em-
poderamiento de los maestros. El empoderamiento de los
maestros es un asunto que no tiene cabida en las categorí-
as y estándares adoptados con la reforma educativa para el
Sistema Educativo Mexicano.

La reforma educativa se ha traducido en el conflicto social
más largo y complejo de este sexenio. Permanentemente se
conoce de ataques de fuerzas policiacas a maestros en dis-
tintas partes del país.

Desde el Ejecutivo federal se ha instrumentado una cruza-
da moral en contra de los maestros. Todos los días se gas-
tan recursos millonarios para anunciarnos que la reforma
educativa eleva la calidad de la educación y respeta los de-
rechos de los maestros; pero a la par se estigmatiza y se se-
ñala negativamente.

La reforma educativa fue aprobada sin el consenso de los
actores principales, a los que está dirigida. Fue aprobada
entre retenes policiacos fuera de este recinto legislativo, en
el Centro Banamex, con un dictamen que fue elaborado en
las mesas secretas del Pacto por México, en las que algu-
nos de los aquí presentes participaban y acordaban.

A pesar de lo que digan sus impulsores sobre la reforma
educativa, ha significado una reforma laboral y administra-
tiva disfrazada que legalizó la posibilidad de despedir a
maestros.

Una verdadera reforma a la educación debe partir del reco-
nocimiento sin condiciones del derecho a todos a la educa-
ción; debe considerar también el respeto a los derechos la-
borales de los trabajadores de la educación, incluyendo del
derecho a la democratización y a sus sindicatos, así como
a la construcción profunda de las instituciones educativas
públicas.

No debe existir en México personas que no puedan acceder
a la educación. El Estado mexicano tiene una deuda con los
maestros y con el derecho a la educación, de todos los me-
xicanos.

Por ello en el marco del Día Mundial de los Docentes, Mo-
rena reivindica que está del lado de los maestros de Méxi-
co. En Morena tenemos un profundo respeto por los do-
centes.

Los maestros son los agentes de cambio social más impor-
tante que tiene el país. Ese ha sido su papel en la historia
de la humanidad y este es el papel que le debemos recono-
cer a los maestros en este país.

El Grupo Parlamentario de Morena reitera en este día que
pugnará por todos los medios a su alcance para revertir es-
te tipo de reformas como lo es la reforma educativa y todas

Año I, Primer Periodo, 8 de octubre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados208



las reformas surgidas del Pacto por México, que han signi-
ficado un retroceso político y social que tienen al país en-
frentado y en conflicto permanente. Es cuanto.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Hernández. Tiene ahora la palabra el
diputado Francisco Alberto Torres Rivas, del Grupo Parla-
mentario del Verde Ecologista, hasta por tres minutos.

El diputado Francisco Alberto Torres Rivas: Con la ve-
nia de la Presidencia. Compañeras y compañeros dipu-
tados, como se refirió en el Plan Nacional de Desarrollo
2013-2018, queda demostrado que los países con mayor
preparación académica aceleran el crecimiento económico
en forma sostenida e incrementan la calidad de vida de su
población.

Para lograrlo, es indispensable proveer una educación de
calidad que potencia el desarrollo de las capacidades y ha-
bilidades integrales de cada ciudadano, por lo cual se lo-
grará a través de la conducción de esfuerzos que permitan
transitar hacia una sociedad competitiva.

Sin duda, la educación es un claro indicador de la brecha
de desigualdad que lamentablemente hoy en día sigue pre-
valeciendo en nuestro país. No obstante, las acciones que
la actual administración ha implementado, da muestras cla-
ras de las grandes posibilidades con la que cuenta nuestro
país para desarrollar e impulsar el potencial humano de los
mexicanos.

Como resultado de los trabajos impulsados por el gobierno
federal, tenemos los avances que se han reflejado en mate-
ria educativa, que hoy garantizan el acceso a la educación
en todas las regiones y sectores de la población, siendo es-
to uno de las cinco metas nacional para lograr un México
con educación de calidad.

Parte importante del trabajo conjunto en materia de educa-
ción, son los docentes, ya que representan el primer y más
importante punto de contacto entre el sistema educativo na-
cional con los niños y los jóvenes.

Estos son los responsables de entablar la relación pedagó-
gica mediante la cual el Estado mexicano contribuye a la
formación intelectual, moral y afectiva de los alumnos, ga-
rantizando con ello el cumplimiento a lo dictado por el ar-
tículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Derivado de la importancia y su participación en uno de los
temas de gran sensibilidad de la sociedad durante décadas
dicha labor fue mal utilizada por personas no calificadas
para la impartición de educación, involucrando el tema
educativo en un conflicto de intereses económicos e inclu-
so políticos en perjuicio de las niñas y de los niños mexi-
canos.

Para ello, la actual administración dirigió importantes es-
fuerzos para definir estrategias que permitan erradicar con-
ductas que perjudiquen el libre desarrollo de las personas,
que por diferencia de intereses se les violenta una de las ga-
rantías fundamentales, como es la educación.

Parte de dichas acciones es la creación del servicio profe-
sional docente, que promueve la formación, selección, ac-
tualización y evaluación del personal dicente. A través de
ello se garantiza que la educación que reciben nuestros ni-
ños y jóvenes mexicanos sea de mejor calidad, lo que abo-
na de manera positiva a la competencia educativa entre
alumnos y la posibilidad de los docentes que por décadas
habían estado impedidos para participar por una oportuni-
dad laboral.

Es por ello que en el marco de la conmemoración del Día
Mundial de los Docentes hacemos un llamado, a todos
aquellos que participan de manera activa en la impartición
de la educación, para redoblar y conjuntar esfuerzos en fa-
vor de una nación más competitiva.

Como cada año, la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura lanza un llama-
do a la concientización respecto de la importante labor de
los docentes.

Este 2015 afirma que se debe empoderar al profesorado pa-
ra construir sociedades sostenibles, ya que es un hecho re-
conocido que los docentes no sólo son un medio para al-
canzar los objetivos de la educación, sino también la llave
de la sostenibilidad y la capacidad nacional para lograr el
aprendizaje y crear sociedades basadas en el conocimiento,
los valores y la ética.

Estamos conscientes de la gran problemática que envuelve
la docencia, la falta de personal, la escasa capacitación y la
baja consideración social, son algunas de las causas. Para
su combate la UNESCO propone que los docentes reciban
una buena formación, estén calificados profesionalmente,
motivados, apoyados y dirigidos de manera eficaz.
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En nuestro país el trabajo en materia educativa es aún inci-
piente, sin embargo, estamos convencidos de que vamos en
la vía correcta. Coincidimos que para lograr convertirnos
en una nación competitiva se deben impulsar las políticas
públicas como las que hoy en día se transita.

Utilicemos el Día Mundial de los Docentes como un recor-
datorio de la labor diaria que todos los actores debemos
desempeñar siendo parte esencial los docentes, a los cuales
debemos empoderar como paso decisivo en la consecuen-
cia de la educación de calidad y las sociedades sostenibles.

Por todo lo manifestado, los integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México nos su-
mamos a la conmemoración del Día Mundial del Docente,
reafirmando nuestro compromiso con la sociedad para di-
rigir los trabajos legislativos que garanticen la protección
de los derechos y consecuentemente una mejor calidad de
vida para los mexicanos. Muchas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Torres. Tiene ahora la palabra hasta por
tres minutos la diputada Hortensia Aragón Castillo, del
Grupo Parlamentario del PRD.

La diputada Hortensia Aragón Castillo: Muchas gracias,
presidente. Compañeros y compañeras diputadas, dipu-
tados, saludamos la celebración del Día Mundial del Do-
cente desde una perspectiva ambivalente, por un lado el
desaliento que produce la existencia en pleno siglo XXI de
miles de escuelas sin la infraestructura necesaria para que
los maestros puedan impartir sus clases de manera adecua-
da y en condiciones dignas para sus alumnos.

Por el otro lado, convencidos y convencidas de que debe-
mos empeñar todos los esfuerzos en alcanzar la educación
de calidad que beneficie a todas y todos los niños, niñas y
jóvenes de México.

Y aunque celebramos sin regateo algunos aspectos de la re-
forma educativa en vías de implementación, en el PRD no
estamos de acuerdo con que exista un régimen laboral de
excepción para los docentes, creado con el pretexto de eli-
minar un cacicazgo sindical, porque esta ha sido la política
del régimen peñista en todas las áreas de la administración
pública.

Estamos de acuerdo, sin embargo, en los procesos de eva-
luación continua para la superación de las deficiencias for-
mativas e informativas de los profesores, a través de pro-

gramas de capacitación permanente. Estamos de acuerdo
en que esta evaluación tome en consideración el contexto y
las condiciones en donde se imparten las clases, así como
las necesidades específicas de la población estudiantil, pa-
ra que la integralidad del proceso de enseñanza-aprendiza-
je pueda llevar al adelanto de las desventajas socioeconó-
micas.

Estamos de acuerdo, pues, en una reforma educativa que
establezca un perfecto balance entre el interés superior de
la niñez y los derechos laborales de magisterio.

Lo anunciamos desde este momento desde la bancada pe-
rredista, en esta Cámara seremos coadyuvantes proactivos
en la implementación de esta reforma educativa, para evi-
tar los tintes punitivos y autoritarios que pudieran preten-
derse. Estamos convencidos y convencidas de que la refor-
ma educativa que México requiere debe ser constructiva y
no persecutoria.

Revisaremos cuidadosamente el proyecto de Presupuesto
de Egresos para el año 2016, priorizando la asignación de
recursos para los programas de capacitación y evaluación
para una educación de calidad, así como los de infraestruc-
tura educativa. Fortaleceremos el programa de Igualdad de
Género e incrementaremos los fondos destinados a las es-
cuelas normales, como formadoras de docentes.

Debemos decirlo claramente, la transformación de la edu-
cación en México para el PRD tiene un solo objetivo, que
la enseñanza vuelva a ser para los jóvenes un instrumento
de movilidad social que elimine la inequidad y las profun-
das desigualdades que México vive.

Con la reforma educativa México no apuesta por el futuro,
se juega el presente, porque el crecimiento de un país debe
ir de la mano del desarrollo integral de su población y del
engrandecimiento de su magisterio.

Estoy convencida de que hay muchos, son muchos más los
buenos maestros y maestras de este país. Soy maestra, me
siento orgullosa de serlo. Muchas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Aragón. Tiene ahora la palabra la dipu-
tada Rocío Matesanz Santamaría, del Grupo Parlamentario
del PAN, hasta por tres minutos.

La diputada Rocío Matesanz Santamaría: Con su per-
miso, diputado presidente. Buenas tardes, compañeras y
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compañeros diputados. Desde 1994, la UNESCO celebra
el 5 de octubre como el Día Mundial de los Docentes, y es-
te año el lema que lleva es “Empoderar al profesorado pa-
ra construir sociedades sostenibles”.

De acuerdo con el informe de este mismo organismo, se-
ñala que se requerirán para el año 2030 más de 27 millones
de docentes en el nivel primaria, pero además menciona
que a nivel mundial se encuentran 58 millones de niños que
no asisten a la escuela y además se menciona que el 40 por
ciento de ellos nunca pondrá un pie en ella. México no es
ajeno a esta problemática.

Sin duda, una de las grandes deudas del Estado mexicano,
durante décadas, ha sido impulsar la educación de calidad
para los estudiantes y procurar el bienestar de sus docentes.

A pesar de las políticas educativas impulsadas en nuestro
país, las zonas rurales y comunidades indígenas siguen pre-
sentando deficiencias en la presencia de profesores, defi-
ciencias en infraestructura escolar, en mantenimiento, en
equipo y sobre todo en materiales.

Por eso, desde esta soberanía debemos impulsar que estas
carencias que se presentan en estas zonas vayan disminu-
yendo día a día.

Quiero hacer una mención especial a los maestros rurales y
felicitarlos por este día. Hombres, mujeres y jóvenes quie-
nes día a día fomentan e impulsan la educación y la ense-
ñanza no solo para quienes están en las aulas sino también
para quienes no cuentan o no tuvieron las mismas oportu-
nidades por sus condiciones económicas, sociales o condi-
ciones culturales.

También, no podemos dejar de lado a los docentes de las
grandes ciudades, quienes a pesar de contar con mayores
herramientas y medios para enfrentar esta gran tarea sufren
actualmente un fuerte fenómeno de descomposición del te-
jido social, que hace de su actividad como docente una di-
fícil tarea no solo para enseñar o educar sino también para
orientar, para ser un referente y un apoyo dentro y fuera del
aula.

Hay que recordar que los docentes son el primer y más im-
portante punto de contacto del sistema educativo con nues-
tros niños y nuestros jóvenes.

En el Grupo Parlamentario del PAN consideramos impe-
rante reivindicar el papel del docente, devolverle la digni-

dad y el rol tan importante que juega dentro de nuestra so-
ciedad.

Compañeras y compañeros diputados, México ha dado un
importante paso tras la reforma educativa de los últimos
años, reforma que va caminando y que debemos seguir for-
taleciendo desde esta soberanía.

Es por eso que hoy el Grupo Parlamentario del PAN res-
ponde y felicita a la labor que realizan todos estos docen-
tes, sin importar, sobre todo, las condiciones donde se des-
empeñan, de aquellos a quienes no les importa la geografía
del lugar, el clima o las condiciones en las que se encuen-
tran sus escuelas. Que están del lado del aprendizaje, que
están del lado de la formación y de la orientación de los ni-
ños y jóvenes de todo nuestro país.

El servicio del docente debe reconocerse más allá de la en-
señanza de una lección y verlo como un orientador que for-
ma parte elemental en el desarrollo y la prosperidad de
nuestras generaciones. Es cuanto, diputado presidente.
Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Matesanz. Tiene ahora la palabra el dipu-
tado Matias Nazario Morales, del Grupo Parlamentario del
PRI, hasta por tres minutos.

El diputado Matias Nazario Morales: Con su venia, se-
ñor presidente. El Grupo Parlamentario del PRI, nos suma-
mos al Día Mundial del Docente.

La función desempeñada por las y los maestros mexicanos,
construye con esfuerzo y calidad la educación de la socie-
dad mexicana que llevará a mejores condiciones de vida.
Este año la Unesco tiene el siguiente lema: Empoderar a
los maestros, clave de la construcción de sociedades soste-
nibles. Este y otros temas relevantes son los encomendados
a los docentes. Muchos son los retos que enfrentan los
maestros, falta de insumos, instalaciones en mal estado, in-
seguridad, entre otros. 

Por ello, el magisterio, el Poder Ejecutivo y el Poder Le-
gislativo están promoviendo los cambios urgentes que re-
quiere el sistema educativo nacional. La fortaleza de la re-
forma educativa impulsada por el presidente de la
República, Enrique Peña Nieto, permite apoyar y actuali-
zar a los maestros para lograr la competitividad y abatir el
rezago educativo y una mayor capacitación de los docen-
tes.
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La mejora de la infraestructura de las escuelas está en mar-
cha: techumbres, canchas, bardas, entre otros avances. Pa-
ra reforzar los cambios positivos, la Cámara de Diputados
aprobó reformas a la Ley General de la Infraestructura Fí-
sica Educativa, para que sean instalados bebederos de agua
potable en cada escuela del país, dichos cambios es para
beneficiar a maestros y a niños; para vencer la obesidad,
que contribuya a una infancia sana, los bebederos de agua
potable mejorarán la salud de los alumnos en todos los rin-
cones de la República.

La matrícula sigue en aumento, el gobierno federal siempre
estará atento a la necesidad de las y los mexicanos, tal co-
mo lo citó el secretario de Educación Pública, Aurelio Nu-
ño Mayer, los maestros no deben de tener miedo, sino al
contrario, nadie puede ser obligado ni a marchar, ni a hacer
cosas que no están en su ámbito.

La evaluación se creó para mejorar las condiciones de los
docentes, que no quede duda, los derechos laborales no es-
tán en riesgo, y sí el reconocimiento a los maestros que día
a día entregan su esfuerzo y cumplen con esa gran labor de
la enseñanza. Cierto es que no podemos continuar con au-
las vacías mientras algunos maestros están en marchas. La
ley debe imperar.

Reconocemos que los maestros que salgan bien evaluados
podrán incrementar sus ingresos hasta en un 220 por cien-
to, dependiendo de la distancia donde desarrollen sus acti-
vidades, porque hay que reconocerles que están en las
montañas, en las selvas, en zonas depauperadas, así como
en las grandes ciudades.

El aula traspasa el edificio y se convierte en una labor co-
tidiana en la cual el Estado ofrece libros de texto gratuitos
a todos y no condiciona en ningún modo la enseñanza. La
educación que ofrece el Estado es pública, laica y gratuita.

Somos una gran familia mexicana que está trabajando para
mejores condiciones educativas y transmitir el conoci-
miento actual que requieren nuestras nuevas generaciones.
Los docentes están apoyados por el Poder Legislativo.
Siempre actualizaremos y construiremos leyes en beneficio
de los maestros.

En el entorno global, México está reconocido en materia
educativa en los rankings mundiales. Los miles y miles de
docentes tienen el apoyo del gobierno federal. Refrenda-
mos el compromiso con ellos y les pedimos vencer todas
las resistencias que operan sin razón.

La reforma educativa es para el beneficio del país, y juntos
lograremos sacar adelante a millones de mexicanas y me-
xicanos que requieren de este gran esfuerzo. La escuela se-
guirá siendo el pilar fuerte y orgullo de todos, donde llegar
al aula siempre puede ser un área de socialización, de
aprendizaje y de sana competencia.

El conocimiento y el entendimiento están en marcha. Los
docentes en la ruta de actualización y evaluación. Para los
maestros y las maestras el gran reconocimiento. Muchas
gracias por habernos preparado. Muchas gracias por prepa-
rar a esas nuevas generaciones. Es cuanto, señor.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Nazario. 

Damos la bienvenida a líderes estudiantiles del estado de
Durango, invitados por la diputada Alicia Guadalupe Gam-
boa Martínez. Igualmente a alumnos y maestros de prepa-
ratoria del Tecnológico de Monterrey, invitados por el
diputado Tomás Roberto Montoya Díaz; bienvenidas, bien-
venidos todas y todos ustedes.

FUNDACIÓN DEL COLEGIO DE MÉXICO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la efeméride con
motivo del 8 de octubre de 1940, día de la Fundación del
Colegio de México, y debo reconocer la presencia, agrade-
cer el que nos acompañen el día de hoy aquí en esta Cá-
mara de Diputados, a los académicos Mario Alberto Palma
Cabrera, secretario académico, y José Luis Árciga, investi-
gador, ambos del Colegio de México. Bienvenidos, ami-
gos, y tiene la palabra para referirse al tema la diputada
Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de
Morena.

La diputada Araceli Damián González: Gracias, señor
presidente. Compañeras diputadas, compañeros diputados.
El Colegio de México, una de las máximas instituciones
públicas de investigación y docencia en ciencias sociales y
humanidades de la nación, celebra este 8 de octubre de
2015 el septuagésimo quinto aniversario de su fundación.

El origen de esta institución se remonta a la reunión cele-
brada a instancias del presidente Lázaro Cárdenas, del Pa-
tronato de la Casa de España, la cual albergaba a los inte-
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lectuales republicanos exiliados a causa de la guerra civil
en aquel país.

En esta participaron el poeta, ensayista, diplomático e inte-
lectual Alfonso Reyes; como su presidente, Eduardo Villa-
señor, subsecretario de Hacienda; en representación del
gobierno Gustavo Baz, rector de la Universidad Nacional;
Enrique Arreguín, en nombre de la Secretaría de Educación
Pública; y Daniel Cosío Villegas.

Dirigido a lo largo de su historia por los más prestigiosos
intelectuales mexicanos como Alfonso Reyes, Daniel Co-
sío Villegas, el historiador Silvio Zavala, el economista
Víctor Urquidi, don Mario Ojeda, Andrés Lira, Javier Gar-
cía Diego, y en la actualidad por la socióloga y demógrafa
Silvia Giorguli.

El Colegio de México fue la primera institución mexicana
en obtener el premio Príncipe de Asturias en Ciencias So-
ciales y Humanidades, en 2001.

Cuenta con la biblioteca más importante de su área en
América Latina, además de impartir en siete centros de es-
tudio: tres licenciaturas, siete maestrías y ocho doctorados,
todos del más alto nivel y competencia internacional.

Cabe resaltar que es una institución pública de alto presti-
gio. La importancia de esta institución para la vida nacio-
nal está dictada en parte por sus académicos y egresados de
los que han surgido intelectuales, poetas, gobernadores,
cancilleres, embajadores, ministros, rectores, alcaldes, se-
cretarios de Estado y diputados, y senadores sin distingo de
partido político alguno.

Sin embargo, la principal contribución del Colegio de Mé-
xico a la nación, es discutir en forma permanente los gran-
des problemas nacionales y proponer soluciones a éstos,
desde una rigurosa perspectiva científica y académica,
viéndose reflejado lo anterior en una vasta cantidad de in-
vestigaciones y publicaciones, de las cuales destacan ante
las circunstancias actuales del país, los 16 volúmenes de
los grandes problemas de México.

Por lo anterior, resulta imperativo que la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión festeje y con-
memore a una de las instituciones académicas más impor-
tantes del continente y que es, a su vez, uno de los
principales logros de la República y el Estado, la educa-
ción pública, el Colegio de México. Es cuanto, señor pre-
sidente.

«Efeméride con motivo del aniversario de la fundación de
El Colegio de México, el 8 de octubre de 1940, a cargo de
la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parla-
mentario de Morena

El Colegio de México, una de las máximas instituciones
públicas de investigación y docencia en ciencias sociales y
humanidades de la nación, celebra este 8 de octubre de
2015, el septuagésimo quinto aniversario de su fundación.
El origen de esta institución se remonta a la reunión cele-
brada, a instancias del Presidente Lázaro Cárdenas, del pa-
tronato de La Casa de España, la cual albergaba a los inte-
lectuales españoles republicanos exiliados en México a
causa de la Guerra Civil en aquel país. En ésta participaron
el poeta, ensayista, diplomático e intelectual Alfonso Re-
yes, como su presidente; “Eduardo Villaseñor, subsecreta-
rio de Hacienda, en representación del Gobierno; Gustavo
Baz, rector de la Universidad Nacional; Enrique Arreguín,
en nombre de la Secretaría de Educación Pública, y Daniel
Cosío Villegas”.1

Dirigido a lo largo de su historia por los más prestigiosos
intelectuales mexicanos, como Alfonso Reyes, Daniel Co-
sío Villegas, el historiador Silvio Zavala, el economista
Víctor Urquidi, don Mario Ojeda, Andrés Lira, Javier Gar-
ciadiego, y en la actualidad por la socióloga y demógrafa
Silvia Giorguli, El Colegio de México fue la primera insti-
tución mexicana en obtener el Premio Príncipe de Asturias
en Ciencias Sociales y Humanidades, en 2001.2 Cuenta
con la biblioteca más importante de su área en América La-
tina, además de impartir, en siete centros de estudio, tres li-
cenciaturas, siete maestrías, y ocho doctorados, todos del
más alto nivel y de competencia internacional.

La importancia de esta institución para la vida nacional, es-
tá dictada en parte por sus ilustres académicos y egresados,
entre los que destacan Silvio Zavala, Antonio Alatorre,
Luis González y González, Margit Frenk, Mario Ojeda,
Gustavo Cabrera, Rodolfo Stavenhagen, Lorenzo Meyer,
Orlandina de Oliveira, Julio Boltvinik, Gustavo Garza, Brí-
gida García, o Martha Schteingart; por haber formado a po-
líticos de las más diversas ideologías, como Adolfo Agui-
lar Zínser, Rosario Green, Claude Heller, Arturo Sarukhán,
Jaime Serra Puche, Enrique Alfaro, Juan Molinar Horcasi-
tas, Alfredo Baranda, o Patricia Espinosa; y a destacados
intelectuales, como Héctor Aguilar Camín, Enrique Krau-
ze, Lauro Zavala y Sergio Aguayo, entre muchos otros.

Sin embargo, la principal contribución de El Colegio de
México a la nación ha sido el haber discutido los grandes
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problemas nacionales y haber propuesto soluciones a éstos,
desde una rigurosa perspectiva científica y académica,
viéndose reflejado lo anterior en una vasta cantidad de in-
vestigaciones y publicaciones. 

En El Colegio se planteó, en el siglo pasado, el problema
del acelerado crecimiento de la población, y desde este es-
pacio se diseñó la exitosa política que se implementó al
respecto. La investigación científica del proceso de urbani-
zación de la nación, de la formación de zonas metropolita-
nas, y los problemas de las grandes ciudades, tuvo su ori-
gen en este espacio a partir de la investigación plasmada en
El Desarrollo Urbano de México.3 Cuenta con centros es-
pecializados en Historia (el más antiguo de la institución),
estudios en Asia y África, relaciones internacionales, lite-
ratura y lingüística, sociología, economía, demografía, y
estudios urbanos y ambientales. En sus aulas se creó tam-
bién el primer programa de posgrado en economía, además
de que se han efectuado centenas de investigaciones en el
tema que han sido decisivas en distintos momentos de la
vida nacional. Resulta imprescindible mencionar, además,
obras colectivas que siguen resultando indispensables para
entender y conocer la realidad nacional, como la Historia
Mínima de México, y de forma más reciente, los amplia-
mente difundidos 16 volúmenes de Los Grandes Proble-
mas de México. 

Por lo anterior, resulta imperativo que la Cámara de Dipu-
tados, del honorable Congreso de la Unión, festeje y con-
memore a una de las instituciones académicas más impor-
tantes del continente, y que es a su vez uno de los
principales logros de la república y el Estado: El Colegio
de México.

Notas:

1 Historia de El Colegio de México, http://www.colmex.mx/index.
php?option=com_content&view=article&id=102&Itemid=87 

2 Fundación Princesa de Asturias, http://www.fpa.es/es/premios-prin-
cesa-de-asturias/premiados/2001-el-colegio-de-mexico-ac-y-juan-
iglesias-santos.html?especifica=0&idCategoria=0&anio=2001&espe-
cifica=0

3 Unikel, Luis, Crescencio Ruíz y Gustavo Garza (1976), El desarro-

llo urbano de México, El Colegio de México, México.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 8 de octubre de
2015.— Diputada Araceli Damián González (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Muchas gracias, diputada Damián, y felicidades a nuestros
amigos trabajadores y maestros, investigadores del Colegio
de México. Felicidades.

FUNDACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA ROO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la efeméride con
motivo de los 41 años de la fundación del estado de Quin-
tana Roo. Tiene la palabra para referirse al tema la diputada
Arlet Mólgora Glover, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

La diputada Arlet Mólgora Glover: Selva, mar, historia
y juventud. Eso es Quintana Roo. Muy buenas tardes, com-
pañeras diputadas y compañeros diputados. Con el permi-
so de la Mesa Directiva y en representación de la fracción
parlamentaria del PRI en nuestro estado, en Quintana Roo,
que la integramos mi compañero diputado José Luis Tole-
do Medina y una servidora.

El día de hoy permítanme reconocerlo: como legisladora
me siento muy afortunada de dirigirme a todos ustedes.
Hago uso de la voz desde ésta, la máxima tribuna de la na-
ción, convencida de que la política es un instrumento de
diálogo y de entendimiento.

Este mes es muy especial para todos los quintanarroenses,
el día de hoy, 8 de octubre, nuestro estado cumple 41 años
de vida libre y soberana; cuatro décadas de vida democrá-
tica, de retos, desafíos y logros que nos hacen trascender
con identidad, pero siempre con una lealtad inquebrantable
al proyecto de nación que día con día se construye en Mé-
xico.

Quintana Roo, sabemos todos, fue primero territorio federal,
cuya existencia decretó el general Porfirio Díaz en 1898.
Tres cuartos de siglo después, el 2 de septiembre de 1974,
para ser exactos, llegó a este recinto parlamentario la inicia-
tiva del presidente de la República Luis Echeverría Álvarez
para que junto con Baja California, y habiéndose cumplido
el proceso legislativo el 8 de octubre, nuestra entidad se con-
virtiera en el 31 estado del pacto federal mexicano.
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Setenta y seis años pasaron entre el porfiriato y el echeve-
rriismo para que Quintana Roo se incorporara como actor
fundamental de su tiempo, tiempos de apertura democráti-
ca y desarrollo económico que hoy cimientan nuestro an-
damiaje institucional. Nuestro territorio fue una zona aisla-
da durante casi décadas del porfiriato, tiempo en el que
hombres y mujeres de principios del siglo XX, con manos
propias de gente cabal, se dedicaron a sacar lo mejor de sí
a nuestra selva, una selva que empezó a forjar a hombres y
mujeres de bien, con la identidad propia que da el trabajo
arduo de sol a sol.

Chicleros, madereros, comerciantes o militares en castigo
enviados al infierno verde son quienes le apostaron todo a
una tierra hasta ese entonces pocas veces vista y soñada.
Hoy, Quintana Roo, como ayer, da paso a hombres y mu-
jeres que en su frente y alma llevan escrito la palabra es-
fuerzo, trabajo, tenacidad y agradecimiento por esta tierra
que nos ha dado todo a todos.

Porque el futuro no se hace solo ni por decreto, compañe-
ros, sino con el esfuerzo de todos los quintanarroenses
abrió poco a poco su imaginación y su desarrollo hacia el
turismo en el último cuarto del siglo XX. En consecuencia
los quintanarroenses somos hijos de las corrientes migrato-
rias de todo el país.

Quintana Roo lleva en la sangre una historia maya orgullo-
sa de compartir de sueños y realidades que incluye huraca-
nes, guerras de castas, crisis económicas, pero también una
historia real de trabajo, de esfuerzo y de talento que suscri-
ben a diario más de un millón de hombres y mujeres naci-
dos ahí, en una tercera parte, mientras que las otras dos ter-
ceras partes provienen de todos los estados que ustedes
representan dignamente en esta Honorable Cámara de
Diputados.

Hoy, Quintana Roo ha dejado de ser ese inhóspito e inco-
municado lugar de nuestra república para ser sin duda un
paraíso para sus habitantes y promesas de desarrollo para
nuestra nación.

México y una parte del mundo están representados en san-
gre y vida en formas de hablar, de pensar, de religiones, en
tradiciones y costumbres y lo más importante, en un senti-
miento de pertenencia. Por cada uno de esos ciudadanos a
los que representamos aquí en esta LXIII Legislatura, tres
diputadas y tres diputados federales, lo digo con toda fran-
queza, la democracia no es la cura de todos nuestros males
sociales, pero sí el principio de la convivencia en paz y en

armonía, guardando diferencia e identidades como algo
propio y no como imposición.

Por eso cuando hemos tenido que enfrentar fenómenos, co-
mo la desigualdad, la inseguridad e incluso desastres natu-
rales, la unidad de los quintanarroenses se ha puesto a
prueba y la hemos superado con democracia, pues la de-
mocracia nos une cada vez más.

Hoy en nuestro estado hay una sólida política pública, di-
reccionada en una generación de empleos. Ocupamos el se-
gundo lugar a nivel nacional entre las entidades del país
con mayor crecimiento en la generación de empleos for-
males.

Los más de 14 millones de turistas que nos visitan al año
refleja un incremento del 10 por ciento que han generado
una derrama económica de más de 119 millones de pesos y
esto es el resultado de un trabajo coordinado con nuestro
presidente de la República, Enrique Peña Nieto, y el go-
bernador del estado, Roberto Borge Angulo.

Los quintanarroenses sabemos de lo que somos capaces,
sabemos que nada nos inhibe al momento de trazar metas
y, desde luego, conquistarlas.

Sirva esta fecha de orgullo y fraternidad republicana para
subrayar que Quintana Roo será siempre, por vocación his-
tórica y por origen federalista, la casa de la costa caribeña
de todas y todos los mexicanos. Felicidades, Quintana Roo.
Muchas gracias. Es cuanto, presidente.

«Efeméride con motivo de los 41 años de la fundación de
Quintana Roo, a cargo de la diputada Arlet Mólgora Glo-
ver, del Grupo Parlamentario del PRI

Selva, mar, historia y juventud

Eso es Quintana Roo

Muy buenas tardes compañeras y compañeros diputados de
todos los grupos parlamentarios: 

El día de hoy, permítanme reconocerlo, como legisladora
me siento muy afortunada de dirigirme a ustedes. 

Hago uso de  la voz desde ésta, la máxima tribuna de la na-
ción, convencida de que la política es un instrumento de
diálogo y de entendimiento. 
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Este mes es muy especial para todos los  quintanarroenses.
El día de hoy, 8 de octubre, nuestro estado cumple 41 años
de vida libre y soberana.

Cuatro décadas de vida democrática, de retos, desafíos y
logros que nos hacen trascender con identidad. Pero siem-
pre, con una lealtad inquebrantable al proyecto de nación
que día con día se construye en México. 

Quintana Roo, sabemos todos, fue primero un territorio fe-
deral cuya existencia decretó el general Porfirio Díaz, en
1898. Tres cuartos de siglo después, el 2 de septiembre de
1974, para ser exactos,  llegó a este recinto parlamentario
la iniciativa del presidente de la República, Luis Echeve-
rría Álvarez, para que junto con Baja California, y habién-
dose cumplido el proceso legislativo en los congresos lo-
cales, el 8 de octubre, nuestra entidad se convirtiera en el
estado 31 del Pacto Federal Mexicano. 

76 años pasaron entre el porfiriato y  el echeverrismo para
que Quintana Roo se incorporara como actor fundamental
de su tiempo. Tiempos de apertura democrática y desarro-
llo económico que hoy cimentan nuestro andamiaje insti-
tucional. 

Nuestro territorio fue una zona aislada durante casi dos dé-
cadas de porfiriato, tiempo en el que hombres y mujeres, de
principios del siglo XX, con manos propias de gente cabal,
se dedicaron a sacar lo mejor de sí a nuestra selva. Una sel-
va que empezó a forjar a hombres y mujeres de bien, con
la  identidad propia que da el trabajo arduo de sol a sol.
Chicleros, madereros, comerciantes o militares en castigo,
enviados al infierno verde, son quienes le apostaron todo a
una tierra, hasta ese entonces, pocas veces vista y soñada. 

Hoy Quintana Roo, como ayer, da paso a hombres y muje-
res que en su frente y alma llevan escrito la palabra esfuer-
zo, trabajo, tenacidad y agradecimiento por esta tierra que
les ha dado todo a todos. 

Porque el futuro no se hace sólo, ni por decreto, sino con el
esfuerzo de todos, Quintana Roo abrió, poco a poco, su
imaginación y su desarrollo hacia el turismo en el último
cuarto del siglo XX. 

En consecuencia, los quintanarroenses somos hijos de las
corrientes migratorias de todo el país.

Esta nueva tierra prometida nos vincula más a México y al
resto del mundo.

Quintana Roo lleva en la sangre una historia maya, orgu-
llosa de compartir, de sueños y realidades que incluye hu-
racanes, guerras de castas, crisis económicas, pero también
una historia real de trabajo, de esfuerzo y de talento que
suscriben a diario más de un millón de hombres y mujeres
nacidos ahí en una tercera parte, mientras que las otras dos
terceras proviene de todos los estados que ustedes repre-
sentan dignamente en esta honorable Cámara de Dipu-
tados. Otro tanto, nació en más de 50 países del mundo. 

Por eso hoy, he querido llamar la atención de todas y todos
ustedes, este ocho de octubre de 2015, pues es importante
decirles que no todo es turismo en la tercera frontera mexi-
cana. 

Hoy Quintana Roo ha dejado de ser ese inhóspito e inco-
municado lugar de nuestra república para ser, sin duda, un
paraíso para sus habitantes y promesa de desarrollo para la
nación.

México y una parte del mundo están representados en san-
gre y vida, en formas de hablar y de pensar, en religiones,
en tradiciones y costumbres, y lo más importante, en un
sentimiento de pertenencia, por cada uno de esos ciudada-
nos a los que representamos aquí, en ésta LXIII Legislatu-
ra, 3 diputadas y 3 diputados federales. 

Lo digo con toda franqueza la democracia no es la cura de
todos nuestros males sociales, pero sí es el principio de la
convivencia en paz y en armonía, guardando diferencias e
identidades como algo propio y no como imposición. Por
eso, cuando hemos tenido que enfrentar fenómenos como
la desigualdad, inseguridad e incluso  desastres naturales;
la unidad de los quintanarroenses se ha puesto a prueba y
las hemos superado con democracia, pues la democracia
nos une, cada vez más.

Siempre vemos un Quintana Roo nuestro, un Quintana Roo
emprendedor, que brinda empleo y bienestar con oportuni-
dades de desarrollo para todos.

Vemos un Quintana Roo que va por más, que va a redoblar
sus logros y metas, y que para 2016, estará de nuevo rom-
piendo records de productividad y competitividad, econó-
mica, turística y de bienestar social, estamos mentalizados
y en acción con la actitud productiva más intensa que la
historia de Quintana Roo tenga registro.

Hoy en nuestro estado  hay una sólida política pública di-
reccionada en la generación de empleos. Ocupamos el se-
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gundo lugar a nivel nacional entre las entidades del país
con mayor crecimiento en la generación de empleos for-
males con el 7.4 por ciento, mientras que la tasa nacional
se ubicó en 4.4 por ciento, de acuerdo a las estadísticas del
Instituto Mexicano del Seguro Social.

Por vocación y visión Quintana Roo es una de las entida-
des federativas emprendedoras por naturaleza. Tan sólo en
2014 rompimos records en el ingreso de turistas a nuestro
territorio. Los 14 millones 769 mil 981 turistas que nos vi-
sitaron, refleja un incremento del 10.6 por ciento, y 21.1
por ciento superior respecto a los últimos 4 años mismos
que han generado una derrama económica de 119 mil 222
millones de pesos, un 9 por ciento más que en 2013.

Los quintanarroenses sabemos de lo somos capaces. 

Sabemos que nada nos inhibe al momento de trazar metas
y conquistarlas. 

Sabemos que Quintana Roo es hoy el mejor lugar para vivir. 

Sirva esta fecha de orgullo cultural y fraternidad republica-
na para subrayar que Quintana Roo será siempre, por vo-
cación histórica y por su origen federalista, la casa de la
costa caribeña de todas y de todos los mexicanos.

¡Enhorabuena Quintana Roo!

Muchas Gracias. 

Atentamente

México, DF, a 8 de octubre de 2015.— Diputada Arlet Mólgora Glo-
ver (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Mólgora. 

Aprovechamos para saludar la presencia de un grupo de in-
vitados de la diputada Mólgora, de compañeros del muni-
cipio de Felipe Carrillo Puerto, corazón de la zona maya de
Quintana Roo. Bienvenidas, bienvenidos, amigos.

La diputada Isaura Ivanova Pool Pech (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sí, saludo ahí. Perdón, también la saludo. Sonido en la cu-
rul de la diputada Pool Pech.

La diputada Isaura Ivanova Pool Pech (desde la curul):
Gracias, presidente. Saludos a todos los compañeros dipu-
tados y diputadas. Me gustaría expresar que la historia de
Quintana Roo, un territorio en resistencia, resistencia del
pueblo maya en contra de la esclavitud y el exterminio y en
defensa de su dignidad cultural, es la historia de hace 41
años del hermoso estado de Quintana Roo.

Quién no ha escuchado hablar de Cancún, de Playa del
Carmen, de Tulum, de los municipios de la zona maya, pe-
ro a pesar de esa abundancia de la naturaleza con las que se
ha bendecido nuestro estado y de la pujante industria hote-
lera, bajo la cual se ha cimentado la vocación económica
de Quintana Roo, los gobernantes de nuestro estado le han
quedado a deber a los ciudadanos.

Quintana Roo, hoy por hoy representa una deuda per cápi-
ta de más de 22 millones de pesos, siendo esto consecuen-
cia de la pésima administración y de la falta de transparen-
cia en la aplicación de los recursos públicos, donde el
Congreso del Estado de Quintana Roo ha sido cómplice
sistemático en la aprobación de las cuentas públicas ma-
quilladas.

Cabe señalar, que fue precisamente en Quintana Roo don-
de se gestó el proyecto denominado Dragon Mart, que con-
tó siempre con el apoyo del gobierno del estado. Que han
privatizado el agua, que han ampliado la concesión a la
empresa Aguakan para privatizar el agua 30 años más en
nuestro municipio, ahí en Cancún, Quintana Roo.

También se ha contado con amenazas al medio ambiente,
devastando zonas naturales para privilegiar los intereses
económicos de unos cuantos.

Es por eso que hago un llamado desde esta tribuna, para
que se ponga especial atención a la situación política y eco-
nómica que impera en el estado de Quintana Roo, ya que
no es posible que siendo un estado tan joven pero con mu-
cha historia, vea mermado su potencial a futuro por las ma-
las decisiones del presente. Es cuanto. Muchas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Como es un tema que no está a discusión, yo le pediría que
hiciera llegar sus comentarios por escrito para integrarlos
al Diario de los Debates.

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
Presidente.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sí, sonido en la curul del diputado Cuitláhuac García, ¿con
qué propósito?

El diputado Cuitláhuac García Jiménez (desde la curul):
Presidente, solamente para hacer la observación de la in-
tervención anterior, que se excedió por cuatro minutos y
que quede evidencia que la fracción parlamentaria de Mo-
rena guardó el respeto debido a la diputada.

No se le convino en ningún momento de su parte sobre el
tiempo excedido. Entonces, yo quisiera pedir a todos los
compañeros legisladores, que ojalá se comportaran de
igual manera cuando algún diputado de Morena también se
exceda en ese tiempo. Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado. Debo informarle a la asamblea también,
que en su momento se le expresó, mediante lo que ustedes
han visto que les han subido a tribuna, mediante un carton-
cito, una tarjeta, que se había ya concluido su tiempo. Gra-
cias.

CONVERSIÓN DE BAJA CALIFORNIA SUR DE 
TERRITORIO A ESTADO LIBRE Y SOBERANO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la efeméride con
motivo del 8 de octubre, cuadragésimo primer aniversario
de la conversión de Baja California Sur, de territorio a es-
tado libre y soberano. Y para referirse al tema tiene la pa-
labra la diputada Jisela Paes Martínez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

La diputada Jisela Paes Martínez: Con la venia de la
Presidencia. Saludo con afecto al público que nos sigue a
través del Canal del Congreso. Amigas y amigos dipu-
tados, el 8 de octubre es una fecha memorable para la vida
constitucional de México, pero en lo particular lo es para
Baja California Sur, porque hoy conmemoramos el cuadra-
gésimo primer aniversario de su conversión de territorio a
estado libre y soberano.

Este día histórico, el 8 de octubre de 1974 logró cristali-
zarse la transformación de territorio a estado de Baja Cali-
fornia Sur y a Quintana Roo incorporándolas como nuevas
entidades de la nación mexicana.

Los sudcalifornianos, de manera especial esta fecha, por-
que significa el momento en que dimos un paso trascen-
dental a la modernidad democrática que hizo posible el
grado de progreso y bienestar que hoy gozamos.

Ésta es una oportunidad para reconocer a quienes lucharon
para dotar a Baja California Sur de la categoría de estado,
que en el marco del federalismo nos hermanó con los mis-
mos derechos y obligaciones constitucionales al resto de la
República. Y como ciudadanos nos permitió el autogobier-
no y la ciudadanía plenos.

Hoy es ocasión propicia para rendir homenaje a los sudca-
lifornianos que contribuyeron a esa aspiración cívica. Des-
de los valientes compatriotas que lucharon por nuestra so-
beranía en el siglo XVIII, contra filibusteros y la invasión
norteamericana sin rendirse jamás a los que secundaron la
reforma liberal de don Benito Juárez y a quienes se opu-
sieron a los atropellos de la dictadura, enlistándose en la
gesta revolucionaria de 1910.

También para recordar a los subcalifornianos, que a lo lar-
go del siglo XX, bregaron por esa aspiración legítima ex-
presada en la lucha cívica enarbolada por el Frente de Uni-
ficación Subcaliforniano y por el Movimiento Loreto 70,
que diseñaron los pasos por los que habríamos de transitar
para ser dueños de nuestro territorio.

Este proceso de transformación a estado hizo posible que
el 15 de enero de 1975, el Congreso Constituyente de Baja
California Sur nos entregara nuestra Constitución Política,
una norma fundamental de avanzada para su tiempo, de un
profundo contenido social y en la que se encuentran plas-
madas las aspiraciones de los subcalifornianos.

Bajo la nueva vida democrática de la entidad correspondió
al licenciado Ángel César Mendoza Arámburo, ser el pri-
mer gobernador constitucional elegido por su pueblo e im-
pulsor de las instituciones públicas, que permitieron edifi-
car el estado que hoy somos, como la Universidad
Autónoma de Baja California Sur, de donde se nutre con
sabia nueva, la juventud subcaliforniana.

Hoy pueblo y estado siguen librando una intensa lucha por
mejorar las condiciones de vida de todos los subcalifornia-
nos, ahora bajo la guía de nuestro gobernador, el licencia-
do Carlos Mendoza Arámburo.

Por ello, este 8 de octubre nuestro mejor reconocimiento y
homenaje a quienes lucharon por la transformación políti-
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ca de Baja California Sur, será secundar su ejemplo. Uni-
dos, a fin de asegurarles un mejor futuro a las nuevas ge-
neraciones de subcalifornianos, para seguir engrandecien-
do a nuestra bella tierra, Baja California Sur, el joven
estado 30 de la República Mexicana, del cual nos sentimos
muy orgullosos. Por su atención, muchas gracias. Es cuan-
to, diputado presidente.

«Efeméride con motivo del 8 de octubre, cuadragésimo
primer aniversario de la conversión de Baja California Sur
de territorio a estado libre y soberano, a cargo de la dipu-
tada Jisela Paes Martínez, del Grupo Parlamentario del
PAN

El 8 de octubre es una fecha memorable para la vida cons-
titucional de México, pero es también en lo particular una
fecha axial para la vida de Baja California Sur, porque es-
te día conmemoramos el aniversario de su conversión de
Territorio a Estado Libre y Soberano.

Hoy es una fecha trascendente para Baja California Sur
porque se cumple un año más de nuestra pertenencia al
Pacto Federal como Estado Libre y Soberano, con la po-
testad libre de contar con una Constitución, en la que se
inscribieron y se encuentran plasmadas las aspiraciones de
nuestro pueblo.

Los sudcalifornianos deseamos recordar una fecha tan im-
portante y un acontecimiento que tuvo y tiene tan relevan-
tes repercusiones jurídico-políticas, porque significa el mo-
mento en que dimos un nuevo paso a la modernidad y el
progreso.

En esta oportunidad aspiramos o reconocer a todos los que
de una u otra manera lucharon para dotar a Baja California
Sur de la categoría de estado, que en el marco del federa-
lismo mexicano nos hermanó con los mismos derechos y
obligaciones constitucionales al resto de lo República, y
como ciudadanos nos permitió el ejercicio para el autogo-
bierno y la ciudadanía plenos.

Esta es también una fecha especial para rendir sentido ho-
menaje a diversas generaciones de sudcalifornianos por sus
aportaciones para alcanzar esa aspiración cívica: desde
aquellos valientes compatriotas que lucharon desde el siglo
XVIII contra los filibusteros y no se rindieron ante la inva-
sión norteamericana de 1847; los que secundaron la refor-
ma liberal de Don Benito Juárez, y quienes se opusieron
desde aquí a los atropellos de la dictadura porfirista y se
enlistaron en la gesta revolucionaria de 1910.

Pero también es un logro de los sudcalifornianos de los al-
bores del siglo XX que una vez pacificado el país, vieron
que en el estudio y el trabajo productivo estaba el desarro-
llo y el progreso de esta media península olvidada por el
centralismo y emigraron a la Ciudad de México para estu-
diar y regresar a su patria chica para coadyuvar en nuestro
progreso; los que a través de la lucha cívica enarbolada en
el Frente de Unificación Sudcaliforniano y el Movimiento
Loreto 70, diseñaron los pasos por los que habríamos de
transitar para ser dueños de nuestro destino.

Ese día histórico, el 8 de octubre de 1974, con el impulso
del entonces presidente de la República, logró cristalizarse
este proceso político de transformación de territorio a esta-
do, cuando se publicaron las modificaciones a nuestra Car-
ta Magna, incorporando a Baja California Sur y a Quinta-
na Roo, como las nuevas entidades de la nación mexicana.

Arribar al federalismo mexicano del siglo XX no fue una
tarea fácil, como tampoco espontánea, ni fue el resultado
de meras decisiones cupulares. Fue la conjunción de idea-
les, intereses y circunstancias; fue desde luego una tarea de
construcción amplia y participativa.

Esta construcción hubo de pasar por la reinstalación de los
municipios en 1972, suspendidos desde 1928; por la deci-
sión del gobierno federal de apoyar la infraestructura ca-
rretera, hidráulica, portuaria y de comunicaciones, así co-
mo la colonización de zonas agrícolas del territorio; por
separar el mando civil y militar en el territorio y enseguida
nombrar a civiles en la gubernatura territorial como fue el
caso del licenciado Hugo Cervantes del Río, en 1965, y del
ingeniero Félix Agramont Cota, en 1970, a quien corres-
pondió ser el último gobernador del territorio y primer go-
bernador del estado.

Una vez constituido el estado, correspondió al licenciado
Ángel César Mendoza Arámburo, ser el primer gobernador
constitucional elegido por su pueblo, en cuyo periodo se
construyeron las principales instituciones públicas que per-
mitieron edificar el estado que hoy somos. Baste citar co-
mo ejemplo de ello la creación de la Universidad Autóno-
ma de Baja California Sur, de donde se nutren con savia
nueva las aspiraciones más profundas de la juventud sud-
californiana.

Todo este proceso histórico se dio en el marco de una gran
transformación social del pueblo de Baja California Sur,
sin dejar de reconocer la encomiable labor del Congreso
constituyente sudcaliforniano, quienes en unos pocos me-
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ses, el 15 de enero de 1975 nos entregó nuestra Constitu-
ción política estatal una norma fundamental de avanzada
para su tiempo, por su profundo contenido social.

La conversión de territorio a estado no fue una mera abs-
tracción o una idea en busca de adhesiones, fue el deto-
nante que abrió las puertas para la participación libre de los
ciudadanos sudcalifornianos en los asuntos públicos, lo
cual tiene una trascendencia fundamental que requiere hoy
toda la valoración que eso significa para el proceso actual
de desarrollo social, político y económico.

Rememorar este hecho histórico en la tribuna de la Cáma-
ra de Diputados conlleva no sólo a recordar una vez más
este acontecimiento para fijarlo en nuestra conciencia, sino
para que nos sirva de reflexión e inspiración para nuestro
presente y para las generaciones futuras de Baja California
Sur.

Hoy podemos expresar que a cuarenta y un años de tener la
calidad de Estado Libre y Soberano, los retos que enfren-
tamos son aún mayúsculos para conformar una sociedad
más democrática, más vigorosa, más actuante y participati-
va, pero que ciframos en los valores de las familias, en la
juventud estudiosa, responsable y amante de su terruño, la
mejor esperanza para preservar lo nuestro y para garantizar
la pervivencia y superación de Baja California Sur.

Llegar a ser Estado Libre y Soberano fue un gran logro,
más no la solución de todos nuestros problemas. El estado
sigue librando una intensa lucha por mejorar las condicio-
nes de vida de todos los sudcalifornianos, ahora bajo la
guía de nuestro gobernador, el licenciado Carlos Mendoza
Davis.

Hoy, 8 de octubre, nuestro más elevado reconocimiento, y
el más sentido homenaje a quienes lucharon por la trans-
formación política de Baja California Sur será secundar su
ejemplo y entregar a las siguientes generaciones una enti-
dad más progresista y democrática, con mayor educación,
más bienestar social y un desarrollo sustentable que permi-
ta una mayor calidad de vida para todos.

Una tierra de la cual se sigan sintiendo tan orgullosos co-
mo nosotros lo estamos de lo que somos como el joven es-
tado 30 de la República mexicana.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de 2015.— Diputada
Jisela Paes Martínez (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Paes.

BELISARIO DOMÍNGUEZ PALENCIA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la efeméride con
motivo del aniversario luctuoso de Belisario Domínguez
Palencia. Y para referirse al tema, tiene la palabra la dipu-
tada Refugio Garzón, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.

La diputada Refugio Trinidad Garzón Canchola: Con
su venia, señor presidente. Buenas tardes. Efeméride con
motivo del 102 aniversario luctuoso de Belisario Domín-
guez Palencia, presentada por la diputada María Elena
Orantes López del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Ante las circunstancias de descrédito y la falta de legitimi-
dad que actualmente agobian a las instituciones de la Re-
pública, resulta un honor y una necesidad conmemorar la
congruencia del ilustre legislador chiapaneco Belisario Do-
mínguez Palencia.

Belisario Domínguez nació el 25 de abril de 1863 en el se-
no de una familia comiteca de tradición liberal. Su forma-
ción académica inició en Comitán, Chiapas; continuó en el
Instituto Literario y Científico de San Cristóbal de las Ca-
sas en el mismo estado. Culminó la universidad en Sorbo-
na en Paris, Francia, donde se tituló como médico cirujano
y partero. 

El interés por mejorar la vida pública de su estado natal lo
condujo a afiliarse al Partido Liberal y fundar el periódico
El Vate, en el que sus convicciones democráticas y el sen-
tido social de sus escritos se reflejaron en artículos críticos
al presidente Porfirio Díaz, al gobernador chiapaneco Ra-
fael Pimentel y a las circunstancias de desigualdad social
que el régimen no había atendido.

Asimismo, a través de sus escritos llamó persistentemente
a sus paisanos a vigilar las acciones del gobierno, a obser-
var con cuidado los actos de las autoridades y a denunciar
irregularidades en los asuntos públicos, preocupación vi-
gente hasta nuestros días en la conciencia ciudadana.
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Su dinamismo y determinación permitieron participar con
éxito en el ámbito electoral hasta convertirse en 1909 en
presidente municipal de Comitán. Posteriormente, como
producto de su desempeño al frente del ayuntamiento co-
miteco, fue considerado para ser suplente de su amigo Le-
opoldo Gout en el Senado de la República.

A principios de 1913 se trasladó a la capital del país en la
que presenció la Decena Trágica, hecho que acarreó la ca-
ída del gobierno maderista, la ejecución del presidente y la
muerte del Senador Gout en marzo de ese mismo año. Es-
te hecho convirtió a Belisario Domínguez en legislador fe-
deral.

Tras el asesinato del presidente Francisco I. Madero y el
desarrollo de la compleja táctica política y jurídica de Vic-
toriano Huerta para secuestrar indefinidamente la titulari-
dad del Poder Ejecutivo, el tribuno comiteco rechazó sim-
bólica y verbalmente la sumisión de las instituciones ante
el golpista. Así el 25 de abril de 1913 se opuso a apoyar la
política exterior de la dictadura ante la invasión estadouni-
dense en el Puerto de Veracruz, y el 16 de septiembre pú-
blicamente retiró el saludo al usurpador.

Consciente de su responsabilidad como legislador ante las
generaciones futuras, los 23 y 29 de septiembre de ese año
delineó sus últimas intervenciones en el salón de sesiones
para defender el orden constitucional y denunciar la barba-
rie de los golpistas, hecho que intentó ser contenido con el
veto de la Presidencia de la Cámara de Senadores, ante lo
cual imprimió y difundió sus piezas retóricas.

Esa actitud frente al poder despótico de la dictadura, poder
que no toleró la crítica y se volvió irascible ante su propia
incapacidad argumentativa, fue el pretexto de los golpistas
para disponer la ejecución del senador, perpetrando el ho-
micidio del ilustre chiapaneco el 7 de octubre de 1903.

Connotado chiapaneco y senador de la República, Belisa-
rio Domínguez, pronunció un gran discurso en Tacubaya el
28 de abril de 1903, en el que hacía referencia a su estado
natal.

Chiapas es uno de los estados más pobres y más desgracia-
dos de la República. ¿Por qué? Porque en Chiapas no hay
comicios, porque no hay escuelas, no hay periódicos; por-
que los gobernadores en vez de ocuparse del engrandeci-
miento y prosperidad del país, se dejan cegar por la ambi-
ción y sólo se afanan en hacerse ricos a expensas del

estado. Esta ha sido la triste historia de Chiapas, esta es su
historia actual, señores.

Hoy, en el año 2015 la historia de Chiapas sigue siendo la
misma. ¿Hasta cuándo, a 102 años del sacrificio de Belisa-
rio Domínguez la historia consigna las ideas y principios
que definió a lo largo de su trayectoria política, desde el
ayuntamiento de Comitán hasta el Senado de la República?

A través de discursos escritos y artículos periodísticos po-
demos constatar el carácter, ética y congruencia que distin-
guió a este insigne chiapaneco, cuyo asesinato lo proyectó
en la memoria de nuestro país como uno de los paradigmas
de la democracia y la defensa de la República, del Poder
Legislativo mexicano. Por la diputada María Elena Orantes
López. Gracias.

«Efeméride con motivo del aniversario luctuoso de Belisa-
rio Domínguez Palencia, a cargo de la diputada María Ele-
na Orantes López, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano

Ante las circunstancias de descrédito y falta de legitimidad
que actualmente agobian a las instituciones de la Repúbli-
ca, resulta un honor y una necesidad conmemorar la con-
gruencia del ilustre legislador chiapaneco Belisario Do-
mínguez Palencia.

Belisario Domínguez nació el 25 de abril de 1863, en el se-
no de una familia comiteca de tradición liberal. Su forma-
ción académica inició en Comitán, Chiapas; continuó en el
Instituto Literario y Científico de San Cristóbal de las Ca-
sas, en el mismo estado, y culminó en la Universidad de la
Sorbona, en París, Francia, donde se tituló como médico
cirujano y partero.

El interés por mejorar la vida pública de su estado natal lo
condujo a afiliarse al Partido Liberal y fundar el periódico
El Vate, en el que sus convicciones democráticas y el sen-
tido social de sus escritos se reflejaron en artículos críticos
al presidente Porfirio Díaz, al gobernador chiapaneco, Ra-
fael Pimentel y a las circunstancias de desigualdad social
que el régimen no había atendido. Asimismo, a través de
sus escritos, llamó persistentemente a sus paisanos a vigi-
lar las acciones del gobierno, a observar con cuidado los
actos de las autoridades y denunciar irregularidades en los
asuntos públicos, preocupación vigente hasta nuestros días
en la conciencia ciudadana.
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Su dinamismo y determinación le permitieron participar
con éxito en el ámbito electoral hasta convertirse, en 1909,
en Presidente Municipal de Comitán. Posteriormente, co-
mo producto de su desempeño al frente del ayuntamiento
comiteco, fue considerado para ser suplente de su amigo
Leopoldo Gout, en el Senado de la República.

A principios de 1913, se trasladó a la capital del país en la
que presenció la decena trágica, hecho que acarreó la caída
del gobierno maderista, la ejecución del presidente y la
muerte del senador Gout, en marzo de ese año. Este hecho
convirtió a Belisario Domínguez en legislador federal. 

Tras el asesinato del presidente Francisco I. Madero y el
desarrollo de la compleja táctica política y jurídica de Vic-
toriano Huerta para secuestrar indefinidamente la titulari-
dad del poder ejecutivo, el tribuno comiteco rechazó sim-
bólica y verbalmente la sumisión de las instituciones ante
el golpista. Así, el 25 de abril de 1913 se opuso a apoyar la
política exterior de la dictadura ante la invasión estadouni-
dense en el puerto de Veracruz y el 16 de septiembre pú-
blicamente retiró el saludo al usurpador.

Consiente de su responsabilidad como legislador ante las
generaciones futuras, los días 23 y 29 de septiembre de ese
año delineó sus últimas intervenciones en el salón de se-
siones para defender el orden constitucional y denunciar la
barbarie de los golpistas, hecho que intentó ser contenido
con el veto de la presidencia de la Cámara de Senadores,
ante lo  cual imprimió y difundió sus piezas retóricas. Esta
actitud frente al poder despótico de la dictadura, poder que
no toleró la crítica y se volvió irascible ante su propia in-
capacidad argumentativa, fue el pretexto de los golpistas
para disponer la ejecución del Senador, perpetrando el ho-
micidio del patricio chiapaneco el 7 de octubre de 2013.  

A 102 años del sacrificio de Belisario Domínguez, la his-
toria consigna las ideas y  principios que defendió a lo lar-
go de su trayectoria política, desde el Ayuntamiento de Co-
mitán hasta el Senado de la República. A través de
discursos, escritos y artículos periodísticos, podemos cons-
tatar el carácter, ética y congruencia que distinguió a este
insigne chiapaneco, cuyo asesinato, lo proyectó en la me-
moria de nuestro país como uno de los paradigmas de la
democracia y la defensa de la República desde el Poder
Legislativo mexicano.

Fuentes

Memoria Política de México, Belisario Domínguez Palencia, disponi-
ble en 

www.memoriapolíticademexico.org/Biografias/DPB63.html

Robles de la Rosa, Leticia, “Hoy se conmemoran cien años de la muer-
te de Belisario Domínguez”, Excelsior, Nacional, 7 de octubre de
2013. Disponible en www.excelsior.com.mx/nacional/2013/10/07/
922175

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de 2015.— Diputada
María Elena Orantes López (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Garzón. 

191 ANIVERSARIO DE LA TOMA DE POSESIÓN DE
GUADALUPE VICTORIA COMO PRIMER PRESIDENTE
DE MÉXICO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De la diputada Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional se recibió efeméride con motivo del 191 aniversario
de la toma de posesión de Guadalupe Victoria como primer
presidente de México.

«Efeméride con motivo del 191 aniversario de la toma de
posesión de Guadalupe Victoria como primer presidente de
México, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe Gamboa
Martínez, del Grupo Parlamentario del PRI

En el último tercio del siglo XVIII, se produjeron una serie
de cambios profundos en la estructura económica y políti-
ca de la Nueva España. La formación de una visión nacio-
nalista, en donde se empezaba a concebir a la Nueva Espa-
ña no como una provincia de España sino como una nación
independiente. 

Guadalupe Victoria perteneció a esa generación. Una ge-
neración que veía en la corona un modelo de abuso del po-
der, con leyes cada vez más rígidas que favorecían la ex-
plotación de la riqueza a cambio de una mayor pobreza
entre la población. Morelos, Hidalgo, Allende, Aldama,
Guerrero, y Guadalupe Victoria con muchos más hombres,
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forman justamente la generación de la ruptura, ellos serían
los artífices para hacer transitar a la Nueva España por el
camino de la Independencia, y con el espíritu de la ilustra-
ción esa nueva nación la llevarían por el camino de la Re-
pública federal.

Guadalupe Victoria fue un hombre de convicciones, fue un
hombre con un profundo ideal por la libertad, la justicia y
la construcción de leyes justas e igualitarias. Hábil estrate-
ga militar condujo y mantuvo la lucha armada en el sur,
aun cuando se consideraba completamente perdida la ges-
ta de independencia.

Como hombre político, entendió su tiempo, destacó por su
preparación y trabajo diplomático. Ocupó diversos cargos
de elección, fue diputado y senador, gobernador aunque
por breve tiempo de Puebla y Veracruz, al asumir el 10 de
octubre de 1824 el cargo de presidente de la nación, con su
trabajo político impulsó las bases jurídicas que hicieron de
esta tierra, una república federal, democrática y representa-
tiva, convirtiéndose así en el forjador de la República.

Victoria no ambicionó el poder, supo ejercerlo, actuó con
firmeza, con honestidad y entrega, supo el momento preci-
so en que debería actuar con la fuerza de la ideas, de la ra-
zón para enfrentar las situaciones más complejas.

Sentó las bases de la libre autodeterminación del pueblo de
México como una de los principios que marcarían la polí-
tica exterior mexicana, salvaguardando los intereses nacio-
nales, por encima de cualquier interés particular contrario
a los propósitos del pueblo de México.

Como hombre de una sólida instrucción comprendió que
sería a través de las instituciones como se trascenderían las
acciones del gobierno más allá de los hombres, por ello no
dudó en formar las instituciones que fueran necesarias, y
las circunstancias los permitieran, para impulsar la educa-
ción, para conservar el legado patrimonial de nuestra his-
toria, para desarrollar las menguadas rutas comerciales con
el exterior, para impulsar el desarrollo de México. Muchas
de esas instituciones aún existen, ahora en el siglo XXI.

La vida de Guadalupe Victoria es una lección de civismo y
lealtad absoluta con la patria, a la que dedicó todo su em-
peño en la formación de la República.

Para él, México representa la tierra, los valles, las cañadas,
el desierto, las ciudades, los ranchos y pueblos, todos aque-
llos lugares que dan límite y marcan las fronteras de la na-

ción; la República eran también las tradiciones, las cos-
tumbres que dan idiosincrasia al pueblo. Pero para ello es
necesario garantizar la justicia, la solidaridad e irrestricta
aplicación de la ley, todo ello era la patria para Victoria, to-
do ello significa la República y ella era la razón máxima
para la lucha.

Victoria delineó el principio que regiría la política exterior
mexicana, centrado en la defensa de la soberanía, el respe-
to a las naciones y la libre determinación de los pueblos.
Nunca cedió a los intereses de extranjeros, que pretendían
apoderarse de la riqueza nacional.

Construir la República no fue un proceso fácil, Guadalupe
Victoria buscó hacer válidos los preceptos que se habían
establecido en la Constitución: abolió la esclavitud, por lo
que reconoció el derecho de la libertad de todos los hom-
bres sin importar la casta o la condición socioeconómica de
éstos.

José Miguel Ramón Adaucto Fernández y Félix, Guadalu-
pe Victoria, orgullosamente duranguense, logró afianzar
las bases de la nación, convirtiéndose así, en el forjador de
la República.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de octubre de 2015.— Diputada
Alicia Guadalupe Gamboa Martínez (rúbrica).»

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Garzón. En términos de los artículo 100
y 102 del Reglamento, la iniciativas y proposiciones con-
tenidas en el orden del día serán turnadas a las comisiones
que correspondan(*), publicándose el turno en la Gaceta
Parlamentaria.

Desde hoy y hasta la siguiente sesión ordinaria, las adhe-
siones que se soliciten en los Servicios Parlamentarios de
la Cámara serán aceptadas con autorización de los propo-
nentes.
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(*) Las iniciativas y proposiciones se encuentran en el Apéndice
de esta sesión.



CLAUSURA Y CITA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva
(a las 14:54 horas): Se levanta la sesión y se cita para la que
tendrá lugar el próximo martes 13 de octubre a las 11:00
horas. Se les informa que el registro de asistencia se hará
en los lectores biométricos que estarán disponibles desde
las 9:30 horas en el vestíbulo del salón de sesiones.

————— O —————

Año I, Primer Periodo, 8 de octubre de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados224



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 8 de octubre de 2015225

RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración de la sesión: 3 horas con 14 minutos

• Quórum a la apertura de la sesión: 434 diputadas y diputados

• Comunicaciones oficiales: 30

• Iniciativas de los congresos: 1

• Iniciativas de senadores: 2

• Iniciativas de diputadas y diputados: 16

• Acuerdos de los órganos de gobierno: 2  de la Junta de Coordinación Política

• Efemérides: 5

• Diputadas y diputados que participaron durante la sesión: 28

3  NA
4  MC
5  Morena
2  PVEM
4  PRD
4  PAN
6  PRI
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• Álvarez Angli, Arturo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Anaya Mota, Claudia Edith (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . 

• Aragón Castillo, Hortensia (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• Arambula Meléndez, Mariana (PAN) . . . . . . . . . . . . 

• Arroyo Bello, Erika Lorena (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Bañuelos de la Torre, Soralla (NA). . . . . . . . . . . . . . 

• Campa Almaral, Carmen Victoria (NA) . . . . . . . . . . 

• Damián González, Araceli (Morena). . . . . . . . . . . . . 

• Damián González, Araceli (Morena). . . . . . . . . . . . . 

• Delgadillo García, Verónica (MC) . . . . . . . . . . . . . . 

• Flores Gómez, Mirza (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• García López, José Máximo (PAN) . . . . . . . . . . . . . 

• Garzón Canchola, Refugio Trinidad  (MC) . . . . . . . . 

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor: 136

Para solicitar que la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 31 Bis de la Ley Reglamentaria del Servicio
Ferroviario, se turne de inmediato a la comisión respectiva para
que la dictamine, desde la curul: 20

Para referirse al 5 de octubre, Día Mundial de los Docentes, en
el rubro de efemérides: 210

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
declara el 19 de noviembre de cada año “Día Nacional contra el
Abuso Sexual Infantil”: 121

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 23 de la Ley Federal de Derechos: 155

Para presentar la efeméride del 5 de octubre, Día Mundial de los
Docentes: 206

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud y
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes: 177

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos: 141

Para presentar la efeméride con motivo del 8 de octubre de 1940,
fundación del Colegio de México: 212

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 186 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta: 145

Para referirse al 5 de octubre, Día Mundial de los Docentes, en
el rubro de efemérides: 207

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 186 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta: 158

Para presentar la efeméride con motivo del aniversario luctuoso
de Belisario Domínguez Palencia: 220

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESIÓN
( en orden alfabético )
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• Hernández Correa, Guadalupe (Morena). . . . . . . . . . 

• Hernández de la Piedra, Ángel Antonio (Morena). . . 

• Hernández Mirón, Carlos (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Llerenas Morales, Vidal (Morena) . . . . . . . . . . . . . . 

• Matesanz Santamaría, Rocío (PAN) . . . . . . . . . . . . . 

• Mólgora Glover, Arlet (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Nazario Morales, Matias (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ochoa Avalos, María Candelaria (MC) . . . . . . . . . . . 

• Paes Martínez, Jisela (PAN) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Pool Pech, Isaura Ivanova (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . 

• Romero Tenorio, Juan (Morena) . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Rosales Reyes, Salomón Fernando (PRI) . . . . . . . . . 

• Sánchez Ruiz, Karina (NA) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse al 5 de octubre, Día Mundial de los Docentes, en
el rubro de efemérides: 208

Para referirse a los dichos del General Salvador Cienfuegos Ze-
peda, desde la curul: 19

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fis-
cal: 162

Para solicitar que la proposición con punto de acuerdo por el
cual se exhorta al Senado de la República, para que en los pró-
ximos nombramientos de Ministros de la SCJN, se hagan con
base en consideraciones de carácter profesional y en la integra-
ción de género de dicho órgano, se turne a la Comisión de Justi-
cia de la Cámara de Diputados y no se remita a la Cámara de Se-
nadores, desde la curul: 19

Para referirse al 5 de octubre, Día Mundial de los Docentes, en
el rubro de efemérides: 210

Para presentar la efeméride con motivo de los 41 años de la fun-
dación del estado de Quintana Roo: 214

Para referirse al 5 de octubre, Día Mundial de los Docentes, en
el rubro de efemérides: 211

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia: 167

Para presentar la efeméride con motivo del 8 de octubre, XLI
aniversario de la conversión de Baja California Sur de Territorio
a Estado Libre y Soberano: 218

Para referirse a la efeméride con motivo de los 41 años de la
fundación del estado de Quintana Roo: 217

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre
la Renta: 182

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley para la Prevención, Tratamiento y Control de la diabetes:
108

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 6o. de la Ley Agraria y 32 de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable: 150
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• Sarabia Camacho, Carlos (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Torres Rivas, Francisco Alberto (PVEM) . . . . . . . . . 

• Wences Real, Victoriano (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse a los dichos del General Salvador Cienfuegos Ze-
peda, desde la curul: 20

Para referirse al 5 de octubre, Día Mundial de los Docentes, en
el rubro de efemérides: 209

Para presentar la iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley General de Consulta de los Pueblos y Comunidades Indí-
genas de México: 127
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